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LOS DERECHOS DE LAS MUJERES EN LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL ESTADO

Artículos relevantes para protección y garantía de LOS 
DERECHOS DE LAS MUJERES1

Artículos: 8, 9, 11, 13, 14, 15, 21, 25, 26, 62, 63, 66, 82, 144, 147, 209, 210, 241, 242, 270 y 278.

Contenidos

Art. 8-.Incluye entre los valores sobre los cuales debe sustentarse el Estado: la igualdad, la 
inclusión, la libertad, el respeto, la justicia social, la igualdad de oportunidades y la equidad social 
y de género en la participación.

Art. 9 -Prevé entre los fines y funciones esenciales del Estado el constituir una sociedad justa y 
armoniosa, sin discriminación y con plena justicia social; garantizar el bienestar, el desarrollo, la 
seguridad y la protección e igual dignidad de las personas, fomentando el respeto mutuo.

Art. 11 - Aclara que la República de Bolivia adopta para su gobierno la forma democrática 
participativa, representativa y comunitaria, con equivalencia de condiciones entre hombres y 
mujeres. 

Arts. 13 y 14 - Se declara la universalidad e inviolabilidad de los derechos fundamentales previstos 
en la Constitución y se afirma que todo ser humano goza de los derechos reconocidos por esta 
Constitución. Prohíbe y sanciona toda forma de discriminación en razón de sexo, edad, cultura o 
cualquier otra condición, por afectar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de toda 
persona, en condiciones de igualdad. Asimismo, asume el compromiso de garantizar a todas las 
personas y colectividades, sin discriminación alguna, el libre y eficaz ejercicio de sus derechos.

Art. 15 - Reconoce el derecho de toda persona a la vida, a la integridad física, psicológica, moral y 
sexual y afirma que nadie sufrirá tratos humillantes. De manera específica contempla el derecho 
de las mujeres a vivir libres de violencia en la familia y en la sociedad y el compromiso del Estado 
de adoptar todas las medidas necesarias para eliminar y sancionar la violencia de género. 

1	 Coordinadora de la Mujer, Observatorio de Género, 2010.
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Art. 21 - Protege derechos importantes para el ejercicio de la participación política: la libertad de 
pensamiento y opinión (y a expresarlos de forma individual o colectiva); la libertad de reunión y 
asociación; el acceso y la difusión de información.

Art. 22 - Deber primordial del Estado: respetar y proteger la dignidad y la libertad de la persona 
(derechos inviolables). El ejercicio de los derechos políticos es parte indivisible de las libertades 
fundamentales inherentes a cada persona (ver también art. 106 - II). 

Art. 26 - Todas las ciudadanas y los ciudadanos tienen derecho a participar libremente en la for-
mación, ejercicio y control del poder político, directamente o por medio de sus representantes, 
y de manera individual o colectiva. La participación será equitativa y en igualdad de condiciones 
entre hombres y mujeres”. 

Arts. 62 y 63 - El Estado reconoce que todos los integrantes de la familia tienen igualdad de 
derechos, obligaciones y oportunidades y explícitamente plantea la igualdad de derechos 
y deberes entre cónyuges como la base del matrimonio. Artículo útil para la protección ante 
realidades de discriminación y violencia en la esfera doméstica que afectan la autonomía de las 
mujeres y el ejercicio de sus derechos civiles y políticos. Promueve la igualdad dentro de la casa, la 
cual es primordial para alcanzar la igualdad en la esfera pública. 

Art. 66.- Se garantiza a las mujeres y a los hombres el ejercicio de sus derechos sexuales y sus 
derechos reproductivos.

Art. 82 – El Estado se compromete a garantizar el acceso a la educación y la permanencia de 
todas las ciudadanas y ciudadanos en condiciones de plena igualdad - garantía cuya concreción es 
importante para posibilitar el libre e igualitario ejercicio de los derechos a la participación política 
por todas y todos. Garantiza la eliminación de las discriminaciones de género existentes en el 
ámbito de educación, que dificultan la entrada y afectan el desempeño de muchas mujeres en la 
política. 

Art. 144 - Reconoce que todas las bolivianas y los bolivianos son ciudadanas(os) y ejercerán su 
ciudadanía a partir de los 18 años, la cual consiste en: concurrir como electora/elector o elegible 
a la formación y al ejercicio de funciones en los órganos del poder público; el derecho a ejercer 
funciones públicas.

Art. 147 - En la elección de asambleístas se garantizará la igual participación de hombres y 
mujeres.
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Art. 209 - Las candidatas y los candidatos a cargos públicos electos, con excepción del Órgano 
Judicial y del Tribunal Constitucional, serán postuladas(os) a través de organizaciones de pueblos 
originario campesinos, agrupaciones ciudadanas y partidos políticos, en igualdad de condiciones.

Art. 210 - La organización y el funcionamiento de las organizaciones de naciones y pueblos 
indígena originario campesinos deberán de ser democráticos. La elección interna de dirigentes 
y de candidatas y candidatos de agrupaciones ciudadanas y partidos políticos será regulada y 
fiscalizada por el Órgano Electoral, que garantizará la igual participación de hombres y mujeres.

Arts. 241 y 242 - Protección a derechos relacionados a la participación y control social, entre 
otros aquellos relacionados a: la participación en el diseño de las políticas públicas, al ejercicio 
de control social a la gestión pública en todos los niveles de Estado y a la calidad de los servicios 
públicos, a apoyar al Órgano Legislativo en la construcción colectiva de las leyes, al libre acceso a 
la información pública, a realizar denuncias y a colaborar en los procedimientos de observación 
pública para la designación de cargos.

Art. 270 - Define los principios que rigen la organización territorial del Estado y las entidades 
territoriales descentralizadas y autónomas, entre ellos: bien común, solidaridad, autogobierno, 
igualdad, equidad de género, transparencia, participación y control social.

Art. 278 - La ley determinará los criterios generales para la elección de asambleístas 
departamentales, tomando en cuenta la paridad y alternancia de género.
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LEY Nº 348
LEY DE 9 DE MARZO DE 2013

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, DECRETA:

LEY INTEGRAL PARA GARANTIZAR A LAS MUJERES UNA VIDA LIBRE 
DE VIOLENCIA

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

MARCO CONSTITUCIONAL, OBJETO, FINALIDAD, ALCANCE Y APLICACIÓN

ARTÍCULO 1. (MARCO CONSTITUCIONAL). La presente Ley se funda en el mandato constitucional 
y en los Instrumentos, Tratados y Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratificados 
por Bolivia, que garantizan a todas las personas, en particular a las mujeres, el derecho a no sufrir 
violencia física, sexual y/o psicológica tanto en la familia como en la sociedad.

ARTÍCULO 2. (OBJETO Y FINALIDAD). La presente Ley tiene por objeto establecer mecanismos, 
medidas y políticas integrales de prevención, atención, protección y reparación a las mujeres en 
situación de violencia, así como la persecución y sanción a los agresores, con el fin de garantizar a 
las mujeres una vida digna y el ejercicio pleno de sus derechos para Vivir Bien.

ARTÍCULO 3. (PRIORIDAD NACIONAL).

I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia asume como prioridad la erradicación de la violencia hacia las 
mujeres, por ser una de las formas más extremas de discriminación en razón de género.
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II.	 Los Órganos del Estado y todas las instituciones públicas, adoptarán las medidas y políticas ne-
cesarias, asignando los recursos económicos y humanos suficientes con carácter obligatorio.

III.	Las Entidades Territoriales Autónomas, en el marco de sus competencias y responsabilidades 
constitucionales, asignarán los recursos humanos y económicos destinados a la implementación 
de  políticas, programas y proyectos destinados a erradicar todas las formas de violencia hacia 
las mujeres.

ARTÍCULO 4. (PRINCIPIOS Y VALORES). La presente Ley se rige por los siguientes principios y 
valores:

1.	V ivir Bien. Es la condición y desarrollo de una vida íntegra material, espiritual y física, en 
armonía consigo misma, el entorno familiar, social y la naturaleza.

2.	 Igualdad. El Estado garantiza la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres, el respeto 
y la tutela de los derechos, en especial de las mujeres, en el marco de la diversidad como 
valor, eliminando toda forma de distinción o discriminación por diferencias de sexo, culturales, 
económicas, físicas, sociales o de cualquier otra índole.

3.	 Inclusión. Tomar en cuenta la cultura y origen de las mujeres para adoptar, implementar y 
aplicar los mecanismos apropiados para resguardar sus derechos, asegurarles el respeto y 
garantizar la provisión de medios eficaces y oportunos para su protección.

4.	 Trato Digno. Las mujeres en situación de violencia reciben un trato prioritario, digno y 
preferencial, con respeto, calidad y calidez.

5.	 Complementariedad. La comunión entre mujeres y hombres de igual, similar o diferente forma 
de vida e identidad cultural que conviven en concordia amistosa y pacíficamente.

6. Armonía. Coexistencia y convivencia pacífica entre mujeres y hombres, y con la Madre Tierra.

7.	 Igualdad de Oportunidades. Las mujeres, independientemente de sus circunstancias 
personales, sociales o económicas, de su edad, estado civil, pertenencia a un pueblo indígena 
originario campesino, orientación sexual, procedencia rural o urbana, creencia o religión, 
opinión política o cualquier otra; tendrán acceso a la protección y acciones que esta Ley 
establece, en todo el territorio nacional.

8.	 Equidad Social. Es el bienestar común de mujeres y hombres, con participación plena y efectiva 
en todos los ámbitos, para lograr una justa distribución y redistribución de los productos y 
bienes sociales.
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9.	 Equidad de Género. Eliminar las brechas de desigualdad para el ejercicio pleno de las libertades 
y los derechos de mujeres y hombres.

10.	Cultura de Paz. Las mujeres y hombres rechazan la violencia contra las mujeres y resuelven 
los conflictos mediante el diálogo y  el respeto entre las personas.

11.	Informalidad. En todos los niveles de la administración pública destinada a prevenir, 
atender, detectar, procesar y sancionar cualquier forma de violencia hacia las mujeres, no se 
exigirá el cumplimiento de requisitos formales o materiales que entorpezcan el proceso de 
restablecimiento de los derechos vulnerados y la sanción a los responsables.

12. Despatriarcalización. A efectos de la presente Ley, la despatriarcalización consiste en la 
elaboración de políticas públicas desde la identidad plurinacional, para la visibilización, 
denuncia y erradicación del patriarcado, a través de la transformación de las estructuras, 
relaciones, tradiciones, costumbres y comportamientos desiguales de poder, dominio, 
exclusión opresión y explotación de las mujeres por los hombres.

13.	Atención Diferenciada. Las mujeres deben recibir la atención que sus necesidades y 
circunstancias específicas demanden, con criterios diferenciados que aseguren el ejercicio 
pleno de sus  derechos.

14.	Especialidad. En todos los niveles de la administración pública y en especial aquellas de 
atención, protección y sanción en casos de violencia hacia las mujeres, las y los servidores 
públicos deberán contar con los conocimientos necesarios para garantizar a las mujeres un 
trato respetuoso, digno y eficaz.

ARTÍCULO 5. (ÁMBITO DE APLICACIÓN).

I.	 La presente Ley rige en todo el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia y en los lugares 
sometidos a su jurisdicción.

II.	 Las autoridades y servidores públicos de todos los Órganos, Instituciones Públicas, Entidades 
Territoriales Autónomas y la sociedad civil, tienen la obligación de hacerla cumplir, bajo 
responsabilidad penal, civil y administrativa.

III.	No reconoce fuero ni privilegio de ninguna clase, su aplicación es preferente respecto a 
cualquier otra norma para los delitos establecidos en la presente Ley.
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IV.	Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a toda persona que por su situación de 
vulnerabilidad, sufra cualquiera de las formas de violencia que esta Ley sanciona, independien-
temente de su género.

ARTÍCULO 6. (DEFINICIONES). Para efectos de la aplicación e interpretación de la presente Ley, 
se adoptan las siguientes definiciones: 

1.	V iolencia. Constituye cualquier acción u omisión, abierta o encubierta, que cause la muerte, 
sufrimiento o daño físico, sexual o psicológico a una mujer u otra persona, le genere perjuicio 
en su patrimonio, en su economía, en su fuente laboral o en otro ámbito cualquiera, por el sólo 
hecho de ser mujer.

2.	 Situación de Violencia. Es el conjunto de circunstancias y condiciones de agresión en las que se 
encuentra una mujer, en un momento determinado de su vida.

3.	 Lenguaje no Sexista. Es el uso de palabras y mensajes escritos, visuales, simbólicos y verbales 
no discriminatorios por razón de sexo.

4.	 Presupuestos Sensibles a Género. Son aquellos que se orientan con carácter prioritario a 
la asignación y redistribución de recursos hacia las políticas públicas y toman en cuenta las 
diferentes necesidades e intereses de mujeres y hombres, para la reducción de brechas, la 
inclusión social y económica de las mujeres, en especial las que se encuentran en situación de 
violencia y las que son más discriminadas por razón de procedencia, origen, nación, pueblo, 
posición social, orientación sexual, condición económica, discapacidad, estado civil, embarazo, 
idioma y posición política.

5.	 Identidad Cultural. Es el conjunto de valores, visiones, tradiciones, usos y costumbres, 
símbolos, creencias y comportamientos que da a las personas sentido de pertenencia.

6.	 Agresor o Agresora. Quien comete una acción u omisión que implique cualquier forma de 
violencia hacia la mujer u otra persona.

7.	 Integridad Sexual. Es el derecho a la seguridad y control sexual del propio cuerpo en el 
concepto de la autodeterminación sexual.

ARTÍCULO 7. (TIPOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES). En el marco de las formas de vio-
lencia física, psicológica, sexual y económica, de forma enunciativa, no limitativa, se consideran 
formas de violencia:
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1.	V iolencia Física. Es toda acción que ocasiona lesiones y/o daño corporal, interno, externo o 
ambos, temporal o permanente, que se manifiesta de forma inmediata o en el largo plazo, 
empleando o no fuerza física, armas o cualquier otro medio.

2.	V iolencia Feminicida. Es la acción de extrema violencia que viola el derecho fundamental a la 
vida y causa la muerte de la mujer por el hecho de serlo.

3.	V iolencia Psicológica. Es el conjunto de acciones sistemáticas de desvalorización, intimidación 
y control del comportamiento, y decisiones de las mujeres, que tienen como consecuencia la 
disminución de su autoestima, depresión, inestabilidad psicológica, desorientación e incluso el 
suicidio.

4.	V iolencia Mediática. Es aquella producida por los medios masivos de comunicación a través 
de publicaciones, difusión de mensajes e imágenes estereotipadas que promueven la sumisión 
y/o explotación de mujeres, que la injurian, difaman, discriminan, deshonran, humillan o que 
atentan contra su dignidad, su nombre y su imagen.

5.	V iolencia Simbólica y/o Encubierta. Son los mensajes, valores, símbolos, íconos, signos e im-
posiciones sociales, económicas, políticas, culturales y de creencias religiosas que transmiten, 
reproducen y consolidan relaciones de dominación, exclusión, desigualdad y discriminación, 
naturalizando la subordinación de las mujeres.

6.	V iolencia Contra la Dignidad, la Honra y el Nombre. Es toda expresión verbal o escrita de 
ofensa, insulto, difamación, calumnia, amenaza u otras, tendenciosa o pública, que desacredi-
ta, descalifica, desvaloriza, degrada o afecta el nombre, la dignidad, la honra y la reputación de 
la mujer.

7.	V iolencia Sexual. Es toda conducta que ponga en riesgo la autodeterminación sexual, tanto 
en el acto sexual como en toda forma de contacto o acceso carnal, genital o no genital, que 
amenace, vulnere o restrinja el derecho al ejercicio a una vida sexual libre segura, efectiva y 
plena, con autonomía y libertad sexual de la mujer.

8.	V iolencia Contra los Derechos Reproductivos. Es la acción u omisión que impide, limita o 
vulnera el derecho de las mujeres a la información, orientación, atención integral y tratamien-
to durante el embarazo o pérdida, parto, puerperio y lactancia; a decidir libre y responsable-
mente el número y espaciamiento de hijas e hijos; a ejercer su maternidad segura, y a elegir 
métodos anticonceptivos seguros.
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9.	V iolencia en Servicios de Salud. Es toda acción discriminadora, humillante y deshumanizada 
y que omite, niega o restringe el acceso a la atención eficaz e inmediata y a la información 
oportuna por parte del personal de salud, poniendo en riesgo la vida y la salud de las mujeres.

10.	Violencia Patrimonial y Económica. Es toda acción u omisión que al afectar los bienes propios 
y/o gananciales de la mujer, ocasiona daño o menoscabo de su patrimonio, valores o recursos; 
controla o limita sus ingresos económicos y la disposición de los mismos, o la priva de los 
medios indispensables para vivir.

11.	Violencia Laboral. Es toda acción que se produce en cualquier ámbito de trabajo por parte de 
cualquier persona de superior, igual o inferior jerarquía que discrimina, humilla, amenaza o 
intimida a las mujeres; que obstaculiza o supedita su acceso al empleo, permanencia o ascenso 
y que vulnera el ejercicio de sus derechos.

12.	Violencia en el Sistema Educativo Plurinacional. Es todo acto de agresión física, psicológica 
o sexual cometido contra las mujeres en el sistema educativo regular, alternativo, especial y 
superior.

13.	Violencia en el Ejercicio Político y de Liderazgo de la Mujer. Entiéndase lo establecido en el 
Artículo 7 de la Ley N° 243, Contra el Acoso y la Violencia Política hacia las Mujeres.

14.	Violencia Institucional. Es toda acción u omisión de servidoras o servidores públicos o de 
personal de instituciones privadas, que implique una acción discriminatoria, prejuiciosa, 
humillante y deshumanizada que retarde, obstaculice, menoscabe o niegue a las mujeres el 
acceso y atención al servicio requerido.

15.	Violencia en la Familia. Es toda agresión física, psicológica o sexual cometida hacia la mujer 
por el cónyuge o ex-cónyuge, conviviente o ex-conviviente, o su familia, ascendientes, des-
cendientes, hermanas, hermanos, parientes civiles o afines en línea directa y colateral, tutores 
o encargados de la custodia o cuidado.

16.	Violencia Contra los Derechos y la Libertad Sexual. Es toda acción u omisión, que impida o 
restrinja el ejercicio de los derechos de las mujeres a disfrutar de una vida sexual libre, segura, 
afectiva y plena o que vulnere su libertad de elección sexual.

17.	Cualquier otra forma de violencia que dañe la dignidad, integridad, libertad o que viole los 
derechos de las mujeres.
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TÍTULO II

POLÍTICAS PÚBLICAS E INSTITUCIONALIDAD

CAPÍTULO I

POLÍTICAS PÚBLICAS

ARTÍCULO 8. (POLÍTICAS PÚBLICAS). Es responsabilidad del Estado, con carácter intersectorial 
y presidido por el Ente Rector, adoptar y coordinar la ejecución de los mandatos de la presente 
Ley, en toda política pública y Plan Nacional que involucre la prevención de la violencia hacia las 
mujeres, su atención y protección.

ARTÍCULO 9. (APLICACIÓN). Para la aplicación de la presente Ley, los Órganos del Estado, las 
Entidades Territoriales Autónomas e Instituciones Públicas, en el marco de sus competencias y 
responsabilidades respectivas, deberán:

1.	 Adoptar, implementar y supervisar protocolos de atención especializada, en las diferentes 
instancias de atención, para el restablecimiento de los derechos de mujeres en situación de 
violencia.

2.	 Crear, fortalecer y sostener servicios de atención y protección para mujeres en situación de 
violencia.

3.	 Crear y sostener servicios de atención y reeducación integral especializada para los agresores, 
así como otras medidas destinadas a modificar su comportamiento.

4.	 Adoptar medidas concretas de acción y responsabilidades claras y específicas, con el nivel de 
atención y prioridad que requiere la preservación de la vida, la seguridad y la integridad de las 
mujeres.

5.	 Articular los instrumentos, políticas, servicios y acciones interinstitucionales vinculadas, para 
la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 10. (PLANIFICACIÓN). Los Órganos del Estado, las Instituciones Públicas y las Entida-
des Territoriales Autónomas, en el marco de sus respetivas competencias, atribuciones, funciones 
y capacidades, incorporarán en sus estrategias, planificación operativa anual y presupuestaria, las 
acciones y los recursos suficientes y necesarios para la aplicación de la presente Ley, y contarán 
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con el personal idóneo para su implementación. Centrarán sus acciones y recursos en la atención 
especial a las mujeres en situación de violencia y a las que estén en condiciones de vulnerabilidad, 
de manera prioritaria en el área rural.

ARTÍCULO 11. (SISTEMA INTEGRAL PLURINACIONAL DE PREVENCIÓN, ATENCIÓN, SANCIÓN 
Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN RAZÓN DE GÉNERO – SIPPASE).

I.	 El Ente Rector tendrá a su cargo el Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, 
Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE, que reorganiza todo 
el sistema de atención integral a las mujeres en situación de violencia y la información de los 
servicios públicos y privados, que se inscribirá en un registro único sobre la violencia en razón 
de género. La información de datos que este sistema genere será de carácter reservado.

II.	 La entidad responsable de este registro podrá emitir certificaciones sobre antecedentes de los 
agresores, denuncias, actuación de servidoras y servidores públicos, y sobre toda información 
que pueda servir para la prevención, atención, protección y sanción de casos individuales, a 
sólo requerimiento fiscal u orden judicial.

III.	Toda la información registrada en este sistema, será derivada al Instituto Nacional de Estadís-
tica para su procesamiento y difusión, conforme a indicadores elaborados de forma conjunta, 
con enfoque de derechos humanos y de las mujeres, desagregados al menos por sexo, edad y 
municipio.

ARTÍCULO 12. (FORMACIÓN). Los Órganos del Estado, el Ministerio Público e Instituto de 
Investigaciones Forenses, la Policía Boliviana, la Defensoría del Pueblo, las Fuerzas Armadas, la 
Procuraduría General del Estado, la Escuela de Gestión Pública Plurinacional, la Escuela de Jueces 
del Estado, las Entidades Territoriales Autónomas y toda otra entidad pública o que preste servicios 
públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán y desarrollarán programas de 
formación específica relativos a la cultura contra la violencia, igualdad y no discriminación por 
razón de sexo y sobre equidad de género, entre otros, los cuales deberán ser permanentemente 
actualizados y serán aplicados a todo el personal, independientemente de su jerarquía, sin 
excepción y con carácter obligatorio.

ARTÍCULO 13. (ACCESO A CARGOS PÚBLICOS).

I.	 Para el acceso a un cargo público de cualquier Órgano del Estado o nivel de administración, sea 
mediante elección, designación, nombramiento o contratación, además de las previstas por 
Ley, se considerará como un requisito inexcusable el no contar con antecedentes de violencia 
ejercida contra una mujer o cualquier miembro de su familia, que tenga sentencia ejecutoriada 
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en calidad de cosa juzgada. El Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción 
y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE certificará los antecedentes refe-
ridos en el presente Artículo.

II.	 Para la designación en cargos públicos que tengan relación con la atención, protección, 
investigación y sanción de casos de mujeres en situación de violencia, se requerirá además, la 
formación o experiencia probada en materia de género y/o derechos de las mujeres.

ARTÍCULO 14. (POLÍTICAS SECTORIALES). El Ente Rector del nivel central del Estado y las 
Entidades Territoriales Autónomas, de acuerdo a sus respectivas competencias, adoptarán 
medidas específicas destinadas a erradicar toda forma de violencia contra las mujeres y establecer 
un nuevo marco social para garantizar el respeto y una vida digna y libre de violencia, para cuyo 
efecto se establecen con carácter indicativo, no excluyente de otros que pudieran adoptarse, los 
siguientes programas:

1.	 De prevención en los ámbitos estructural, individual y colectivo que consolide una nueva 
cultura de respeto a las mujeres, a su dignidad y derechos.

2.	 De formación, especialización, sensibilización y capacitación de todas aquellas personas que 
realicen la atención a mujeres en situación de violencia.

3.	 De orientación e información a las mujeres para su revalorización como sujetos de derechos y 
acceso a instancias de atención y protección.

4.	 De atención y protección a mujeres en situación de violencia, y a los integrantes de su familia 
en situación de riesgo.

5.	 De comunicación para de construir los estereotipos sexistas y los roles asignados socialmente 
a las mujeres, promoviendo la autorregulación de los medios de comunicación en cuanto a la 
publicidad que emiten, el uso irrespetuoso y comercial de la imagen de las mujeres.

6.	 De orientación, atención y rehabilitación a los agresores para promover los valores que adopta 
esta Ley y lograr cambios de comportamiento para el respeto efectivo de los derechos de las 
mujeres y evitar la reincidencia.

ARTÍCULO 15. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL). Las organizaciones sociales y de mujeres 
de la sociedad civil, ejercerán la participación y control social en el marco de la Ley correspon-
diente, participando en el diseño, evaluación y gestión de las políticas públicas de prevención, 
atención y protección a las mujeres y la calidad de los servicios especializados, públicos y a los 
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privados que presten servicios básicos o que administren recursos fiscales en todos los niveles del 
Estado.

CAPÍTULO II

INSTITUCIONALIDAD

ARTÍCULO 16. (ENTE RECTOR). El Ministerio de Justicia, en el marco de sus competencias y atri-
buciones es el Ente Rector responsable de coordinación, articulación y vigilancia de la aplicación 
efectiva y cumplimiento de la presente Ley.

El Ente Rector tendrá a su cargo el Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción 
y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE; asimismo, dicho Ente Rector coor-
dinará la realización de políticas integrales de prevención, atención, sanción y erradicación de la 
violencia hacia las mujeres, tanto en el nivel central y las Entidades Territoriales Autónomas.

Se asignarán los recursos necesarios, humanos y económicos, para el cumplimiento de sus atri-
buciones, en el marco de la presente Ley. Todas las instancias del Órgano Ejecutivo, con compe-
tencias vinculadas a los derechos de las mujeres y la problemática de violencia y los servicios de 
prevención, atención y sanción de la violencia hacia las mujeres, coordinarán sus acciones con el 
Ministerio de Justicia, a través del mecanismo más adecuado y con jerarquía suficiente definido 
por el Órgano Ejecutivo.

El Ministerio de Justicia rendirá un informe anual ante la Asamblea Legislativa Plurinacional, sobre 
el avance y cumplimiento de la presente Ley.
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TÍTULO III

PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y PROTECCIÓN

CAPÍTULO I

PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES

ARTÍCULO 17. (CRITERIOS DE PREVENCIÓN).

I.	 A los efectos de aplicación de la presente Ley, el nivel central del Estado y las Entidades Terri-
toriales Autónomas crearán y adoptarán las medidas de prevención que sean necesarias para 
modificar los comportamientos individuales y sociales violentos y aquellos que toleran, natu-
ralizan y reproducen la violencia, bajo tres criterios de acción:

1.	 Prevención Estructural. Comprende todas aquellas medidas de carácter integral destinadas 
a modificar las actitudes, prácticas, reacciones, acciones y omisiones que tienen como efecto 
y consecuencia la violencia contra las mujeres, así como su sustitución por actitudes en el 
comportamiento individual, de pareja, familiar, comunitario, social y estatal, a través de la 
sensibilización y educación en el seno de la familia, en la escuela y otros niveles académicos, 
en el trabajo, los centros de atención de la salud, las comunidades indígenas originario 
campesinas y afrobolivianas, organizaciones políticas y sindicales, organizaciones sociales 
y cualquier otro ámbito de interacción social.

2.	 Prevención Individual. Se refiere a las medidas destinadas a fortalecer y empoderar a cada 
mujer y promover sus habilidades de identificar toda posible manifestación de violencia o 
agresión hacia ella y enfrentarla de manera asertiva, con el propósito de adelantarse a su 
expresión o concreción y evitar que se produzca o continúe.

3.	 Prevención Colectiva. Son medidas destinadas a prevenir la violencia y proteger a las 
mujeres a través de sus organizaciones, instituciones o cualquier colectividad a la que 
pertenezcan por afinidad (sindicatos, juntas vecinales, gremios, comunidades, naciones, 
pueblos indígena originario campesinos, interculturales y afrobolivianas).

II.	 Se deberá priorizar la prevención en los ámbitos familiar, comunitario, educativo, de la salud, 
laboral y comunicacional.
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III.	Las Entidades Territoriales Autónomas, en el marco de sus respectivas competencias y el 
ejercicio de las facultades legislativas, reglamentarias y ejecutivas en la materia, incorporarán 
mecanismos para la prevención de la violencia, así como la atención y protección a las mujeres 
en situación de violencia.

ARTÍCULO 18. (PREVENCIÓN COMUNITARIA). Las autoridades indígena originario campesinas 
y afrobolivianas, adoptarán en las comunidades en las que ejercen sus funciones, las medidas 
de prevención que consideren más adecuadas bajo los tres criterios de acción establecidos para 
evitar todo acto de violencia hacia las mujeres, con la participación de éstas en su planificación, 
ejecución y seguimiento, respetando sus derechos. Ninguna norma o procedimiento propio de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinas podrá vulnerar los derechos reconocidos en la 
Constitución Política del Estado y el bloque de constitucionalidad.

ARTÍCULO 19. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO EDUCATIVO).

I.	 El Ministerio de Educación tiene la obligación y responsabilidad de adoptar las siguientes 
medidas:

1.	 Incorporar estrategias y programas de prevención e intervención integral contra la violencia 
hacia las mujeres en las políticas públicas de educación.

2.	 Incorporar el enfoque de género, los principios y valores establecidos en esta Ley, el 
respeto pleno a los derechos humanos y la formación en resolución pacífica de conflictos 
en la currícula educativa en todos los niveles, incluidas las escuelas superiores de formación 
docente y universidades, para contribuir a una cultura de respeto en el ámbito familiar, 
comunitario, escolar, laboral y social, como una práctica diaria.

3.	 Crear en las unidades educativas un centro de atención psicológica, con especialidad 
obligatoria en violencia, en convenio con universidades públicas o privadas para la atención 
psicológica de las y los estudiantes que viven en familias en situación de violencia.

4.	 Garantizar el traspaso inmediato a las unidades educativas que correspondan, de las hijas e 
hijos de mujeres en situación de violencia, si se produce un cambio de domicilio.

5.	 Formular y ejecutar una política de prevención del acoso sexual en el sistema educativo.

6.	 Elaborar reglamentos y un protocolo único para el tratamiento de denuncias de todas 
las formas de violencia escolar y acoso sexual, mecanismos de protección y atención 
especializada a niñas, niños y adolescentes víctimas.



 Ley Integral para garantizar a las mujeres una vida libre de violencia 

25

7. 	Prohibir como textos de estudio, materiales educativos con contenidos sexistas, mensajes 
violentos y discriminatorios hacia las mujeres, y promover la elaboración y difusión de 
material educativo con enfoque de equidad de género, en particular de igualdad de derechos 
entre mujeres y hombres.

8.	 Otras acciones necesarias para la erradicación de la violencia y la generación del respeto 
mutuo.

II.	 Las políticas que adopte el Ministerio de Educación en materia de prevención, protección y 
tratamiento de la violencia en el sistema educativo, serán coordinadas con el Ente Rector.

III.	El personal docente, administrativo o de apoyo profesional que, habiendo detectado una 
situación de violencia no la hubiera reportado, será pasible a las sanciones legales que 
correspondan.

ARTÍCULO 20. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO DE SALUD).

I.	 El Ministerio de Salud y Deportes, tiene la responsabilidad de adoptar las siguientes medidas, 
dirigidas a garantizar a las mujeres en situación de riesgo o de violencia, el acceso a los servi-
cios de salud, su tratamiento y protección, como un problema de salud pública:

1.	 Incorporar estrategias y programas de promoción, prevención e intervención integral en 
el marco de la Política de Salud Familiar Comunitaria Intercultural, con el propósito de 
garantizar la lucha contra la violencia hacia las mujeres en las Políticas Públicas de Salud.

2.	 Incluir e implementar la Norma Nacional de Atención Clínica, el protocolo único de 
detección, atención y referencia de la violencia y sus efectos, incluyendo todas las formas 
de violencia física, violencia en servicios de salud, psicológica y sexual contemplados en la 
presente Ley, con enfoque intercultural y de género.

3.	 Diseñar y ejecutar planes de capacitación, información y sensibilización sobre promoción, 
prevención y tratamiento integral a mujeres que sufren violencia; al personal profesional, 
auxiliar y administrativo de los servicios de salud públicos, de los entes gestores de la 
seguridad social a corto plazo y de servicios privados, para garantizar su actuación oportuna 
y adecuada en la detección, prevención, atención y protección a las mujeres.

4.	 Garantizar que el Sistema de Salud Público, seguro social a corto plazo y privado, 
responda con atención médica y psicológica de emergencia, tratamiento inmediato para 
el restablecimiento de la salud física y emocional de las mujeres que se encuentran en 
situación de riesgo y/o violencia; en la prestación de salud gratuita para la atención de 
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mujeres víctimas de violencia al momento de la implementación del Seguro Universal de 
Salud, quedando prohibida la negación de atención.

5.	 Elaborar e implementar mecanismos para la detección y reporte de potenciales casos de 
violencia que pudieran sufrir mujeres que recurran a los servicios de salud públicos, seguro 
social a corto plazo y servicios privados.

6.	 Referir o derivar a las mujeres en situación de violencia o riesgo inminente a los servicios 
especializados de atención médica, psicológica y de protección.

7.	 Respetar las decisiones que las mujeres en situación de violencia tomen en ejercicio de sus 
derechos sexuales y sus derechos reproductivos, en el marco de la normativa vigente.

8.	 Generar y difundir información permanente y actualizada sobre los derechos sexuales 
y derechos reproductivos, prevención y tratamiento de infecciones de transmisión 
sexual, VIH/SIDA, hemorragias durante el primer trimestre de embarazo, embarazos no 
planificados y de todas las formas de violencia sexual.

9.	 El personal médico del Sistema de Salud Público, seguro social a corto plazo y servicios 
privados, deberán extender de oficio, de forma obligatoria, gratuita y en papel corriente, un 
certificado médico a mujeres que requieran atención por daño físico o sexual emergente de 
actos de violencia, debiendo derivarse a las instancias competentes la respectiva valoración 
del daño psicológico. El médico forense con carácter prioritario deberá homologar los 
certificados médicos extendidos en casos de violencia contra las mujeres y establecer el 
grado de impedimento.

10.	Adoptar normas, políticas y programas dirigidos a prevenir y sancionar la violencia en servi-
cios de salud y cualquier otra forma de violencia contra las mujeres en los servicios de salud, 
ejercida por cualquier funcionario de los servicios de salud públicos, seguro social a corto 
plazo y servicios privados.

11.	Promover la investigación científica para la adopción de exámenes y tratamientos médicos 
menos invasivos, dolorosos o agresivos.

12.	Promover la participación comunitaria activa de mujeres y hombres en todos los 
establecimientos de salud públicos, seguro social a corto plazo y los privados que presten 
servicios básicos o que administren recursos fiscales en todos los niveles del Estado, para 
ejercer control social en el cumplimiento de las medidas señaladas en esta Ley.
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13.	Ampliación de la atención a las víctimas de violencia física o sexual contra las mujeres como 
prestación del régimen de seguridad social a corto plazo.

14.	Otras acciones necesarias en el ámbito de la atención de la salud, que contribuyan a la 
erradicación de todas las formas de violencia hacia las mujeres.

II.	 Los servicios de salud de todos los niveles, públicos, seguridad social y servicios privados, 
tienen obligación de atender, bajo responsabilidad, a toda mujer que solicite atención médica 
y psicológica, así como reportar casos probables o comprobados de violencia contra las 
mujeres que atiendan, enviando una copia firmada del registro del caso al Ente Rector, para su 
inclusión al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de 
la Violencia en razón de Género – SIPPASE, dentro de las 48 horas de conocidos los hechos.

ARTÍCULO 21. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO LABORAL).

I.	 El Ministerio de Trabajo Empleo y Previsión Social, debe adoptar las siguientes medidas desti-
nadas a garantizar el respeto a las mujeres:

1.	 Mecanismos legales y administrativos, y políticas públicas que garanticen el ejercicio de los 
derechos laborales de las mujeres y el acceso al trabajo digno, libre de cualquier forma de 
violencia, asegurando la misma remuneración que a los hombres por un trabajo de igual 
valor, tanto en el sector público como en el privado.

2.	 Adoptar medidas para evitar la imposición de requisitos para el acceso a un puesto de 
trabajo, ascenso, salario o estabilidad en el empleo, que generen discriminación por razones 
de sexo, edad, apariencia física, estado civil o condición de maternidad. Deberá prohibirse, 
de manera expresa, la presentación de pruebas de laboratorio, prueba de VIH/SIDA, de 
embarazo, entrevistas sobre decisiones o situaciones personales u otras de cualquier otra 
índole que afecte una decisión más allá de la idoneidad.

3.	 Regulación y sanción del despido injustificado de las mujeres por su estado civil, embarazo, 
situación de violencia, edad, condiciones físicas, número de hijas o hijos o cualquier forma 
que implique discriminación laboral; debiendo garantizar la estabilidad laboral según nor-
mativa vigente.

4.	 Protección contra toda forma de acoso sexual o acoso laboral, y adopción de procedi-
mientos internos y administrativos para su denuncia, investigación, atención, procesa-
miento y sanción.
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5.	 Adopción de una política de formación permanente, sensibilización, fortalecimiento y 
capacitación al personal de conciliación e inspección del trabajo, para la adecuada atención 
de denuncias presentadas por mujeres, sobre todo si se encuentran en situación de 
violencia.

6.	 En coordinación con el Ministerio de Salud y Deportes, una política para la atención médica 
y psicológica especializada, oportuna y gratuita en el régimen de seguridad social a toda 
mujer que hubiera sido sometida a cualquier forma de violencia en el ámbito laboral.

7.	 En coordinación con los servicios de atención y protección para priorizar el acceso, 
permanencia y ascensos de las mujeres en situación de violencia, a un empleo digno, 
incluyendo mecanismos específicos en la política nacional de empleo, programas especiales 
de empleo y la bolsa de trabajo, programas de formación, capacitación y actualización 
específica, garantizando una remuneración sin brechas de discriminación.

8.	 Adopción de un sistema de flexibilidad y tolerancia en los centros de trabajo para mujeres 
que se encuentren en situación de violencia, garantizando sus derechos laborales, a sola 
presentación de la resolución de alguna medida de protección, en el marco del Artículo 35 
de la presente Ley.

9.	 Adopción de normas que permitan compatibilizar la vida laboral y familiar de las personas 
que trabajan, a fin de permitir un mayor equilibrio entre mujeres y hombres en ambos 
ámbitos.

10.	 Todas las acciones necesarias para la erradicación de la violencia contra las mujeres.

II.	 En caso de vulneración de estos derechos, la mujer en situación de violencia laboral podrá 
recurrir a las instancias administrativa o judicial que corresponda para que sus derechos sean 
restablecidos, le sea reparado el daño, se apliquen sanciones al agresor, y si corresponde, a los 
responsables de la atención y protección que incumplieron sus funciones.

ARTÍCULO 22. (MEDIDAS EN EL ÁMBITO DE LA COMUNICACIÓN). El Ministerio de Comunicación, 
en el ámbito de sus competencias, adoptará la siguiente medida:

Diseño e implementación de una estrategia nacional de comunicación, que incluya campañas en 
medios masivos, dirigida a informar y sensibilizar sobre las causas, formas y consecuencias de la 
violencia contra las mujeres, así como a desestructurar estereotipos patriarcales de subordinación 
y desvalorización de las mujeres, considerando la diversidad cultural y destinando para este fin los 
mismos recursos que asigna a la publicidad sobre temas estratégicos para el desarrollo nacional.
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ARTÍCULO 23. (OBLIGACIÓN DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN). Los medios de comunica-
ción adoptarán las siguientes medidas:

1.	 Adoptar los Códigos de Ética y otras medidas de autorregulación, en relación a la difusión de 
contenidos discriminatorios vinculados a la violencia hacia las mujeres o que refuerzan o justi-
fican la tolerancia, o que atenten contra los derechos de las mujeres.

2.	 Destinar, en el marco de la responsabilidad social, un espacio mínimo gratuito para la difusión 
de mensajes que promuevan los valores establecidos en la presente Ley.

3.	 Difundir informaciones relativas a la violencia contra las mujeres de forma objetiva, 
precautelando la defensa de su autonomía, libertad, dignidad, privacidad y derechos, de sus 
hijas e hijos, restringiendo toda exposición gráfica que constituya humillación, exposición 
pública y/o degradante.

CAPÍTULO II

ATENCIÓN A MUJERES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA

ARTÍCULO 24. (SERVICIOS DE ATENCIÓN INTEGRAL).

I.	 Las universidades y centros de formación superior públicos crearán programas y servicios 
gratuitos destinados a la prevención de la violencia hacia las mujeres, la atención y rehabilitación 
de mujeres en situación de violencia, asesoría profesional especializada e integral. Las 
universidades y centros de formación incluirán programas académicos adecuados para lograr 
estos propósitos.

II.	 Los programas y servicios de atención serán organizados, coordinados y fortalecidos en 
cada municipio con cargo a su presupuesto anual, como instancias de apoyo permanente a 
los Servicios Legales Integrales Municipales y las Casas de Acogida y Refugio Temporal. La 
atención que presten dichos servicios deberá ser prioritaria, permanente, especializada 
y multidisciplinaria. Actuarán de manera coordinada con todas las instancias estatales de 
garantía, en especial con la Policía Boliviana, el Órgano Judicial e instituciones de salud.

III.	Todo servicio de atención deberá ser extensivo a las hijas e hijos de la mujer en situación de 
violencia y a otras personas dependientes en condiciones de riesgo.
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IV.	Los Servicios de Atención Integrales deberán promover, asesorar y apoyar la permanente 
formación y actualización de su personal, con el objetivo de asegurar que desde su área y 
especialidad, trabajen conjuntamente desde la visión, el enfoque y el lenguaje que la Ley 
establece respecto a la violencia.

V.	 Los Servicios de Atención Integrales adoptarán las medidas necesarias en cuanto a 
infraestructura, equipamiento y recursos humanos, que garanticen que las mujeres en situación 
de violencia no serán sometidas a revictimización.

ARTÍCULO 25. (CASAS DE ACOGIDA Y REFUGIO TEMPORAL). Las Entidades Territoriales 
Autónomas, en el marco de sus competencias y sostenibilidad financiera, tienen la responsabilidad 
de crear, equipar, mantener y atender Casas de Acogida y Refugio Temporal para mujeres en 
situación de violencia en el área urbana y rural. Deberán contar con personal multidisciplinario 
debidamente capacitado y especializado en atención a mujeres en situación de violencia; 
la administración deberá diseñar e implementar una estrategia de sostenibilidad. Para el 
cumplimiento de lo establecido en el presente Artículo, podrán establecerse acuerdos y convenios 
intergubernativos e interinstitucionales.

ARTÍCULO 26. (SERVICIOS).

I.	 Las Casas de Acogida y Refugio Temporal prestarán a las mujeres los siguientes servicios de 
acuerdo a las necesidades y la evaluación permanente:

1.	 Acoger, proteger y atender de forma gratuita, a mujeres en situación de violencia, a sus 
hijas e hijos y cualquier familiar que se encuentre bajo su dependencia y esté en riesgo.

2.	 Estimular y promover el empoderamiento de las mujeres en situación de violencia, facili-
tando su acceso a la educación, capacitación laboral y trabajo.

3.	 Coordinar con los servicios de atención y los centros de salud pública y privada, la atención 
médica de las mujeres y sus familiares en situación de violencia.

4.	 Aplicar la política nacional y la política local que hubiera adoptado la entidad territorial 
autónoma correspondiente, en coordinación con el Ente Rector y las organizaciones e ins-
tituciones de mujeres.

5.	 Proporcionar a las mujeres la atención interdisciplinaria necesaria para su recuperación 
física y psicológica, que les permita participar, de manera gradual, en la vida pública, social 
y privada.
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6.	 Dar información a las mujeres sobre los procedimientos legales, las instituciones que 
prestan los servicios interdisciplinarios gratuitos que requieran para su restablecimiento y 
cualquier tema de su interés, vinculado a su situación.

II.	 Asimismo, estas Casas de Acogidas y Refugio Temporal prestarán a las mujeres y, en su caso, a 
sus hijas e hijos los siguientes servicios especializados y gratuitos:

1.	 Hospedaje y alimentación.

2.	 Programas reeducativos integrales para promover cambios de actitudes y valores para su 
integración gradual y participación plena en la vida social y privada, que le permita inde-
pendencia respecto al agresor.

3. 	Capacitación en el desarrollo de habilidades, técnicas y conocimientos para el desempeño 
de una actividad laboral o productiva.

4.	 Acceso prioritario al sistema de colocación de empleo, en caso de que lo soliciten.

III.	La autoridad a cargo de cada casa podrá coordinar la atención privada de cualquiera de los 
servicios mencionados.

ARTÍCULO 27. (RESERVA). Las Casas de Acogida y Refugio Temporal se constituyen en refugio 
seguro para las mujeres en situación de violencia, por tanto su localización no podrá ser revelada, 
salvo a personas autorizadas para acudir a ellos. Se garantizará el anonimato y privacidad de las 
mujeres acogidas.

ARTÍCULO 28. (PERMANENCIA). Las mujeres que recurran a las Casas de Acogida y Refugio 
Temporal no podrán permanecer en ellas más de tres meses, a menos que por la gravedad 
de la violencia sufrida o debido a condiciones especiales que así lo justifiquen por persistir su 
inestabilidad física, psicológica o una situación de riesgo, se requiera prolongar este tiempo. En 
este caso excepcional, previa evaluación conjunta del personal interdisciplinario conformado al 
menos por el personal médico, psicológico y jurídico asignado por los servicios de atención a la Casa 
de Acogida, podrá determinarse la permanencia de la mujer hasta su completo restablecimiento.

ARTÍCULO 29. (PROMOTORAS COMUNITARIAS). Las mujeres que hubieran superado su situación 
de violencia, o aquellas que deseen asumir este compromiso, se podrán constituir voluntariamente 
en redes promotoras de apoyo a mujeres que todavía se encuentran en tal situación, generando 
grupos de solidaridad y protección articulados a los servicios públicos de atención. La Entidad 
Territorial Autónoma brindará a las promotoras capacitación en resolución pacífica de conflictos, 
nociones de psicología, consejería y cualquier otro tema de interés para este fin.
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ARTÍCULO 30. (CASA COMUNITARIA DE LA MUJER). En el área rural, las mujeres organizadas 
podrán definir la creación de Casas Comunitarias de la Mujer, para lo cual el Gobierno Autónomo 
Municipal dotará de la infraestructura necesaria. Las que están articuladas a la red de promotoras 
comunitarias en las distintas comunidades que atenderán y realizarán las tareas de orientación, 
prevención y detección de casos de violencia, podrán suscribir convenios con autoridades 
públicas e instituciones privadas.

ARTICULO 31. (REHABILITACIÓN DE AGRESORES).

I.	 La rehabilitación de los agresores, por orden de la autoridad jurisdiccional competente, será 
dispuesta por orden expresa, con el objetivo de promover cambios en su conducta agresiva. La 
terapia no sustituirá la sanción impuesta por los hechos de violencia.

II.	 Los servicios de rehabilitación podrán organizarse mediante acuerdos intergubernativos, tanto 
en el ámbito urbano como rural, en centros ya existentes o en el lugar donde el agresor cumple 
una sanción penal. En ningún caso, la terapia se prestará junto a la mujer agredida.

III.	Los responsables de estos servicios, deberán reportar el inicio, el cumplimiento o incumplimiento 
del programa o terapia por parte del agresor a la autoridad jurisdiccional competente y al 
Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia 
en razón de Género – SIPPASE.

CAPÍTULO III

MEDIDAS DE PROTECCIÓN

ARTÍCULO 32. (FINALIDAD).

I.	 Las medidas de protección tienen por objeto interrumpir e impedir un hecho de violencia 
contra las mujeres, o garantizar, en caso de que éste se haya consumado, que se realice la 
investigación, procesamiento y sanción correspondiente.

II.	 Las medidas de protección son de aplicación inmediata, que impone la autoridad competente 
para salvaguardar la vida, la integridad física, psicológica, sexual, derechos patrimoniales, 
económicos y laborales de las mujeres en situación de violencia y los de sus dependientes.

ARTÍCULO 33. (REVICTIMIZACIÓN). Los procedimientos judiciales o administrativos de 
protección a mujeres en situación de violencia deberán aplicar el principio de trato digno contenido 
en la presente Ley, bajo responsabilidad en casos de inobservancia.
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ARTÍCULO 34. (DENUNCIA EN PROCESO JUDICIAL). Si durante la tramitación de un proceso 
la jueza o el juez tuviera conocimiento de actos de violencia en contra de una mujer, tiene 
obligación, bajo responsabilidad, de remitir los antecedentes del hecho al Ministerio Público para 
su tramitación por la vía penal. Los jueces en materia familiar adoptarán las medidas de protección 
que considere adecuadas para garantizar la vida e integridad de la mujer, sus hijas e hijos que 
estuvieran en riesgo.

ARTÍCULO 35. (MEDIDAS DE PROTECCIÓN). Las medidas de protección que podrá dictar la 
autoridad competente son las siguientes:

1.	 Ordenar la salida, desocupación, restricción al agresor del domicilio conyugal o donde habite 
la mujer en situación de violencia, independientemente de la acreditación de propiedad o 
posesión del inmueble, y ordenar que el agresor se someta a una terapia psicológica en un 
servicio de rehabilitación.

2.	 Prohibir al agresor enajenar, hipotecar, prendar, disponer o cambiar la titularidad del derecho 
propietario de bienes muebles o inmuebles comunes.

3.	 Disponer la asistencia familiar a favor de hijas, hijos y la mujer.

4.	 Prohibir al agresor acercarse, concurrir o ingresar al domicilio, lugar de trabajo o de estudios, 
domicilio de las y los ascendientes o descendientes, o a cualquier otro espacio que frecuente la 
mujer que se encuentra en situación de violencia.

5.	 Restituir a la mujer al domicilio del cual hubiera sido alejada con violencia, cuando ella lo 
solicite, con las garantías suficientes para proteger su vida e integridad.

6.	 Prohibir al agresor comunicarse, intimidar o molestar por cualquier medio o a través de 
terceras personas, a la mujer que se encuentra en situación de violencia, así como a cualquier 
integrante de su familia.

7.	 Prohibir acciones de intimidación, amenazas o coacción a los testigos de los hechos de 
violencia.

8.	 Suspender temporalmente al agresor del régimen de visitas y convivencia con sus hijas e hijos.

9. 	Realizar el inventario de los bienes muebles e inmuebles de propiedad común o de posesión 
legítima.
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10.	Disponer la entrega inmediata de objetos y documentos personales de la mujer y de sus hijas 
e hijos o dependientes.

11.	Retener los documentos de propiedad de bienes muebles o inmuebles, mientras se decide la 
reparación del daño.

12.	Disponer la tolerancia o reducción del horario de trabajo de la mujer que se encuentra en 
situación de violencia, sin que se vean afectados sus derechos laborales y salariales.

13.	Ordenar la anotación preventiva de los bienes sujetos a registro del agresor, así como el 
congelamiento de cuentas bancarias para garantizar las obligaciones de asistencia familiar.

14.	Velar por el derecho sucesorio de las mujeres.

15.	Disponer la remoción del agresor de acoso sexual en el medio laboral.

16.	Disponer medidas para evitar la discriminación en la selección, calificación, permanencia y 
ascenso en su fuente laboral.

17.	Restringir, en caso de acoso sexual, todo contacto del agresor con la mujer, sin que se vean 
afectados los derechos laborales de la mujer.

18.	Disponer cualquier medida cautelar de protección a las mujeres que se encuentran en situación 
de violencia señalada en el Código de Procedimiento Penal y el Código de Procedimiento Civil.

19. 	Todas las que garanticen la integridad de las mujeres que se encuentran en situación de 
violencia.

ARTÍCULO 36. (PROTECCIÓN A NIÑAS Y NIÑOS). Si a consecuencia de un delito de feminicidio 
cometido por el cónyuge o conviviente, quedaran hijas e hijos menores de edad huérfanos, éstos 
serán puestos de inmediato bajo custodia de los abuelos u otro familiar cercano por línea materna, 
con el acompañamiento de la Defensoría de la Niñez y Adolescencia en tanto se establezca la 
guarda legal, debiendo acceder toda la familia al sistema de protección de víctimas y testigos del 
Ministerio Público y al sistema de atención que esta Ley prevee.

ARTÍCULO 37. (ALERTA CONTRA LA VIOLENCIA HACIA LAS  MUJERES).

I.	 El Órgano Ejecutivo, a través del Ente Rector, declarará alerta contra la violencia en un área o 
sector determinado a nivel nacional, según sea el caso, con relación a ámbitos específicos en 
los que se detecte un índice alarmante de casos de violencia hacia las mujeres, expresada en 
cualquiera de sus formas. En este caso, todas las instancias con responsabilidad y competencia 
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deberán activar medidas, acciones y recursos de emergencia para afrontar el problema de 
manera eficiente y resolverlo, preservando los derechos de las mujeres.

II.	 La declaratoria de alerta contra la violencia hacia las mujeres, se emitirá cuando:

1.	 Se registre un alto índice de delitos contra la vida, la libertad y la integridad física, psicoló-
gica o sexual de las mujeres en un territorio determinado.

2.	 Se detecte un ámbito especial en el que se reporten casos de violencia contra las mujeres y 
que como consecuencia impida el ejercicio pleno de sus derechos humanos.

III.	Las Entidades Territoriales Autónomas, también podrán declarar alerta de violencia en toda o 
en parte de sus respectivas jurisdicciones.

ARTÍCULO 38. (ATENCIÓN EN CASO DE ALERTA). 

Cuando se declare la alerta contra la violencia hacia las mujeres, el Ente Rector adoptará las 
siguientes medidas inmediatas y obligatorias:

1.	 Establecerá una comisión conformada por un equipo técnico interinstitucional y 
multidisciplinario especializado que realice el seguimiento respectivo, presidido y financiado 
por la entidad responsable.

2.	 Implementar con carácter intensivo las acciones de prevención, atención y protección, para 
afrontar y reducir los casos de violencia en el ámbito o la zona objeto de la alerta, debiendo las 
Máximas Autoridades Ejecutivas de entidades e instituciones públicas y de Entidades Territo-
riales Autónomas, reasignar los recursos económicos que se requieran para ejecutar acciones 
que demanden la atención de la alerta, aplicando para tal fin el mismo procedimiento que el 
determinado para la declaración de situaciones de emergencia.

3.	 Elaborar reportes especiales sobre los avances logrados, mediante un monitoreo permanente 
que permita determinar las condiciones de las mujeres respecto a la violencia y evaluar los me-
canismos de atención y protección, así como el acceso de las mujeres a los mismos, que incluya 
recomendaciones para su fortalecimiento.

4.	 Difundir para conocimiento público el motivo de la alerta contra la violencia hacia las mujeres 
y la zona territorial o ámbito que abarcan las medidas a implementar.

ARTÍCULO 39. (DURACIÓN). La alerta contra la violencia hacia las mujeres subsistirá en tanto 
prevalezcan las causas que dieron lugar a su declaratoria, pero no podrá prolongarse por más de 
un (1) año.
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ARTÍCULO 40. (RESPONSABILIDAD). En caso de que al cabo de este tiempo no hubieran 
cambiado las condiciones de riesgo para las mujeres, se evaluarán las acciones de las entidades 
responsables de la aplicación de las medidas de emergencia determinadas a fin de establecer res-
ponsabilidades por omisión e incumplimiento de funciones en el marco de la normativa vigente, 
que determinen responsabilidades administrativas, civiles y penales.

ARTÍCULO 41. (ATENCIÓN EN COMUNIDADES INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINAS).

I.	 Las autoridades de las comunidades indígena originario campesinas y afrobolivianas, adopta-
rán medidas de atención y protección a mujeres en situación de violencia, en el marco de sus 
competencias y de sus normas y procedimientos propios, con participación de las mujeres que 
ejercen cargos de autoridad, y con participación y control social comunitario.

II.	 Todos los casos de violencia sexual, feminicidio y delitos análogos serán derivados a la jurisdic-
ción ordinaria, de conformidad a la Ley de Deslinde Jurisdiccional.

III.	Las autoridades indígena originario campesinas podrán derivar los casos conocidos a las Casas 
Comunitarias de la Mujer, para que la mujer en situación de violencia reciba la atención apro-
piada.

IV.	Los casos que sean atendidos y resueltos serán reportados al Sistema Integral Plurinacional de 
Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE, 
para su correspondiente registro.

TÍTULO IV

PERSECUCIÓN Y SANCIÓN PENAL

CAPÍTULO I

DENUNCIA

ARTÍCULO 42. (DENUNCIA). 

I.	 Todo hecho de violencia contra las mujeres podrá ser denunciado por la víctima o cualquier 
otra persona que conozca de un delito, ante las siguientes instancias:
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1.	 Policía Boliviana.

2.	 Ministerio Público.

II.	 A fin de promover la denuncia, se podrá acudir a las siguientes instituciones:

1.	 Servicios Legales Integrales Municipales.

2.	 Defensorías de la Niñez y Adolescencia, cuando la persona agredida sea menor de 18 años.

3.	 Servicios Integrados de Justicia Plurinacional.

4.	 Servicio Plurinacional de Defensa de la Víctima.

5.	 Autoridades indígena originario campesinas, cuando corresponda.

III.	Conocida la denuncia, ésta deberá ser remitida de inmediato al Ministerio Público cuando 
constituya delito, excepto en el caso del parágrafo II numeral 5, y consiguientemente, 
reportada al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de 
la Violencia en razón de Género – SIPPASE.

ARTÍCULO 43. (OBLIGACIONES). Las instancias de recepción, investigación y tramitación de 
denuncias, deberán brindar a las mujeres el apoyo y un trato digno y respetuoso, acorde a su 
situación, facilitando al máximo las gestiones que deban realizar. En consecuencia, además de las 
obligaciones conferidas por Ley, deberán:

1.	 Asesorarlas sobre la importancia y la forma de preservar las pruebas.

2.	 Proveerles información sobre los derechos que tienen y aquellos especiales que la Ley les 
reconoce y sobre los servicios gubernamentales y no gubernamentales disponibles para su 
atención y tratamiento.

3.	 Solicitar la atención que la mujer requiera, a los Servicios de Atención Integral.

4.	 Elaborar un informe que contenga todos los elementos que hubiera conocido, detectado o 
determinado, que sirvan para el esclarecimiento de los hechos, para anexarlo a la denuncia.

5.	 Absolver toda consulta, duda o requerimiento de información que la mujer o sus familiares 
necesiten o demanden, así como proporcionar la que adicionalmente considere necesaria para 
garantizar su protección.
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ARTÍCULO 44. (PERSONAL INTERDISCIPLINARIO ESPECIALIZADO). El personal responsable 
de la recepción, investigación y tramitación de denuncias deberá ser especializado o tener 
experiencia laboral en derechos humanos, derechos de las mujeres o en atención a situaciones de 
violencia de género.

ARTÍCULO 45. (GARANTÍAS). Para asegurar el ejercicio de todos sus derechos y su efectiva 
protección, el Estado garantizará a toda mujer en situación de violencia:

1.	 El acceso a la justicia de manera gratuita, real, oportuna y efectiva, mediante un debido proceso 
en el que sea oída con las debidas garantías y dentro un plazo razonable.

2.	 La adopción de decisiones judiciales ecuánimes e independientes, sin sesgos de género o cri-
terios subjetivos que afecten o entorpezcan la valoración de pruebas y la consiguiente sanción 
al agresor.

3.	 El acceso a servicios de protección inmediata, oportuna y especializada, desde el momento en 
que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de las autoridades ordinarias 
o indígena originario campesinas y afrobolivianas.

4.	 Orientación y asistencia jurídica inmediata, gratuita y especializada.

5.	 Una atención con calidad y calidez, apoyo y acogida para lograr su recuperación integral a 
través de servicios multidisciplinarios y especializados.

6.	 El acceso a información clara completa, veraz y oportuna sobre las actuaciones judiciales, po-
liciales y otras que se realicen con relación a su caso, así como sobre los mecanismos y proce-
dimientos contemplados en la presente Ley y otras normas concordantes.

7. 	La protección de su dignidad e integridad, evitando la revictimización y maltrato que pudiera 
recibir de cualquier persona responsable de su atención, tratamiento o de la investigación del 
hecho.

8.	 La averiguación de la verdad, la reparación del daño y prevención de la reiteración de los actos 
de violencia.

9.	 Acceso a la atención que requieran para su recuperación física y psicológica, en los servicios 
públicos, seguro social a corto plazo y servicios privados, especialmente tratamiento profilác-
tico para prevenir infecciones de transmisión sexual, VIH/SIDA y anticoncepción de emergen-
cia, de forma inmediata y oportuna.
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10.	El acceso a servicios de atención y protección inmediata, oportuna y especializada por parte 
de autoridades judiciales, policiales, Ministerio Público, administrativas, indígena originario 
campesinas, así como del personal de salud.

ARTÍCULO 46. (PROHIBICIÓN DE CONCILIAR).

I. 	 La conciliación está prohibida en cualquier hecho de violencia contra las mujeres, que compro-
meta su vida e integridad sexual. Ninguna institución receptora de denuncias ni su personal, 
podrá promover la conciliación ni suscripción de ningún tipo de acuerdo entre la mujer y su 
agresor, bajo responsabilidad.

II.	 En los casos no previstos en el parágrafo anterior, el Ministerio Público deberá imponer las 
medidas de seguridad que sean necesarias a fin de preservar la integridad física, psicológica y 
sexual de las mujeres.

III. 	No se reconoce la conciliación bajo presión a la víctima o para evitar carga procesal, bajo 
responsabilidad funcionaria.

IV. 	Excepcionalmente la conciliación podrá ser promovida únicamente por la víctima, sólo por 
única vez y no siendo posible en casos de reincidencia.

ARTÍCULO 47. (APLICACIÓN PREFERENTE DE DERECHO). En caso de conflicto o colisión entre 
derechos individuales y colectivos, se dará preferencia a los derechos para la dignidad de las 
mujeres, reconocidos en los tratados internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución 
Política del Estado y en la presente Ley.

ARTÍCULO 48. (SERVICIOS INTEGRADOS DE JUSTICIA PLURINACIONAL).

I.	 Los Servicios Integrados de Justicia Plurinacional dependientes del Ministerio de Justicia, 
reciben denuncias y brindan orientación y patrocinio legal gratuito, deberán aplicar un enfoque 
de derechos humanos a mujeres en situación de violencia.

II.	 El Ministerio de Justicia deberá crear e implementar progresivamente estos servicios en todo el 
país.

ARTÍCULO 49. (SERVICIO PLURINACIONAL DE DEFENSA A LA VÍCTIMAS). El Servicio 
Plurinacional de Defensa a la Víctima, como institución descentralizada bajo tuición del Ministerio 
de Justicia, apoyará a mujeres en situación de violencia carentes de recursos económicos, mediante 
patrocinio legal gratuito y apoyo psicológico para garantizar su acceso a la administración de 
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justicia y la sanción a los agresores. Para el cumplimiento de esta finalidad, este servicio ejercerá 
sus funciones en atención a lograr la solución más favorable a la víctima.

ARTÍCULO 50. (SERVICIOS LEGALES INTEGRALES MUNICIPALES).

I.	 Los Gobiernos Autónomos Municipales tienen la obligación de organizar estos servicios o 
fortalecerlos si ya existen, con carácter permanente y gratuito, para la protección y defensa 
psicológica, social y legal de las mujeres en situación de violencia, para garantizar la vigencia 
y ejercicio pleno de sus derechos. Para su funcionamiento, asignarán el presupuesto, 
infraestructura y personal necesario y suficiente para brindar una atención adecuada, eficaz y 
especializada a toda la población, en especial aquella que vive en el área rural de su respectiva 
jurisdicción.

II.	 En el marco de sus competencias, los Gobiernos Autónomos Municipales, a través de los 
Servicios Legales Integrales Municipales, tendrán las siguientes responsabilidades respecto a 
las mujeres en situación de violencia:

1.	 Organizar, coordinar y fortalecer Servicios de Atención Integral, con cargo a su presupuesto 
anual, como instancias de apoyo permanente.

2.	 Prestar servicios de apoyo psicológico, social y legal.

3.	 Brindar terapia psicológica especializada individual y grupal con enfoque de género.

4.	 Orientar respecto a los procedimientos para denunciar ante instancia administrativa, 
policial o judicial en materias penal, familiar, laboral, civil o cualquier otra en la que sus 
derechos sean menoscabados como consecuencia de hechos de violencia.

5.	 Intervendrá de manera inmediata ante la denuncia de un hecho de violencia contra una 
mujer.

6.	 Brindar patrocinio legal gratuito en instancias administrativas, policiales y judiciales para la 
prosecución de los procesos hasta conseguir una sentencia firme.

7.	 Promover la difusión, defensa y ejercicio de los derechos de las mujeres con la participación 
activa de las y los ciudadanos.

8.	 Desarrollar acciones de prevención, en coordinación con instituciones públicas, privadas y 
organizaciones de mujeres.
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9.	 Solicitar, a través de la autoridad competente, la adopción judicial de medidas provisionales, 
medidas cautelares y medidas de protección inmediata, coordinando su cumplimiento con 
las Casas de Acogida, instituciones de apoyo y de atención en salud.

10.	Realizar visitas domiciliarias de apoyo y seguimiento e informes sociales.

11.	Derivar al Ministerio Público, de forma inmediata, los casos que constituyan delito, con los 
informes correspondientes.

12.	Promover la suscripción de acuerdos de asistencia familiar y su homologación por autori-
dad competente.

13.	Elaborar informes médicos, psicológicos, sociales y legales de oficio o a requerimiento de la 
interesada, del Ministerio Público o de la autoridad judicial que conozca el hecho de violen-
cia.

14.	Reportar todas las denuncias recibidas, el procedimiento aplicado y el resultado final del 
caso, ante el Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación 
de la Violencia en razón de Género –SIPPASE.

15.	Cuanta acción sea necesaria para la defensa y protección de las mujeres en situación de 
violencia.

ARTÍCULO 51. (CAPACITACIÓN). Los Gobiernos Autónomos Municipales adoptarán un sistema 
de capacitación permanente para su personal sobre Derechos Humanos, en especial de las mujeres, 
enfoque de género y medidas de acción positiva y, para quienes son responsables directos de su 
atención, incluirán además formación básica en psicología de la mujer maltratada.

ARTÍCULO 52. (AUTORIDADES INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINAS).

I.	 A los efectos de la presente Ley serán aplicables los ámbitos de vigencia establecidos en la 
Ley de Deslinde Jurisdiccional, en casos de surgir conflictos de intereses se remitirá el caso a la 
jurisdicción ordinaria.

II.	 En caso de conflicto de competencias entre la jurisdicción indígena originaria campesina y la 
ordinaria, éste se resolverá según lo dispuesto en el Código Procesal Constitucional.

III.	La conciliación se podrá realizar en el marco de lo establecido en el Artículo 46 de la presente 
Ley.
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CAPÍTULO II

INVESTIGACIÓN

ARTÍCULO 53. (FUERZA ESPECIAL DE LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA).

I.	 Se crea la Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia, como organismo especializado de la 
Policía Boliviana encargado de la prevención, auxilio e investigación, identificación y aprehensión 
de los presuntos responsables de hechos de violencia hacia las mujeres y la familia, bajo la 
dirección funcional del Ministerio Público, en coordinación con entidades públicas y privadas. 
Su estructura, organización y procedimientos serán establecidos de acuerdo a reglamento y 
contarán con cuatro niveles de actuación.

II.	 Se garantiza la permanencia de las y los investigadores especiales, conforme al Artículo 80 de 
la Ley del Ministerio Público.

ARTÍCULO 54. (PLATAFORMA DE ATENCIÓN Y RECEPCIÓN DE DENUNCIAS). La Fuerza 
Especial de Lucha Contra la Violencia, en su nivel de atención y recepción de denuncias, tendrá 
las siguientes funciones:

1.	 Recibir denuncias de mujeres en situación de violencia o de terceros que conozcan el hecho.

2.	 Practicar las diligencias orientadas a la individualización de los autores y partícipes, asegurar 
su comparecencia, aprehenderlos de inmediato en caso de delito flagrante y ponerlos a 
disposición del Ministerio Público, en el plazo máximo de ocho (8) horas.

3.	 En caso de flagrancia, socorrer a las personas agredidas y a sus hijas e hijos u otros dependientes, 
aun cuando se encuentren dentro de un domicilio, sin necesidad de mandamiento ni limitación 
de hora y día, con la única finalidad de prestarles protección y evitar mayores agresiones.

4.	 Levantar acta sobre los hechos ocurridos, para lo cual deberán recoger información de 
familiares, vecinos u otras personas presentes.

5.	 Reunir y asegurar todo elemento de prueba.

6.	 Decomisar las armas y los objetos utilizados para amenazar y agredir, poniéndolos a disposición 
del Ministerio Público.

7.	 Orientar a las víctimas sobre los recursos que la Ley les confiere y los servicios de atención y 
protección existentes a su disposición.
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8.	 Conducir a la persona agredida a los servicios de salud, promoviendo su atención inmediata.

9.	 Levantar inventario e informar al Juez o Ministerio Público.

10.	Si la mujer en situación de violencia lo solicita, acompañarla y asistirla mientras retira sus per-
tenencias personales de su domicilio u otro lugar, evitando la retención de cualquier efecto 
o documentos personales y llevarla donde ella indique o a una casa de acogida o refugio 
temporal.

11.	Hacer seguimiento a la mujer por setenta y dos (72) horas, con el fin de garantizar la eficacia 
de la protección brindada a la mujer en situación de violencia y las otras personas que estuvie-
ran en riesgo.

ARTÍCULO 55. (UNIDADES MÓVILES CONTRA LA VIOLENCIA). La Fuerza Especial de Lucha 
Contra la Violencia, en su atención móvil, contará con equipo y personal especializado para la 
recepción de denuncias y el auxilio inmediato, en coordinación con las y los Fiscales de Materia, en 
el lugar donde se suscite el hecho, priorizando su acción en el área rural.

ARTÍCULO 56. (SERVICIOS DESCONCENTRADOS).

I.	 La Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia, en las Estaciones Policiales Integrales o lugares 
donde la Policía Boliviana preste servicios, tendrá personal especializado para atender denun-
cias de violencia, diligencias investigativas y otros bajo la dirección del Ministerio Público.

II.	 Todas las diligencias realizadas por estos servicios serán remitidas al nivel de investigación y 
tendrán valor de prueba.

ARTÍCULO 57. (DIVISIÓN DE DELITOS DE VIOLENCIA). Además de las funciones generales que 
las normas vigentes y la Policía Boliviana le asignan para la investigación de delitos, esta división 
tiene las siguientes funciones específicas:

1.	 Coordinar y ejecutar procedimientos operativos legales en vigencia y la investigación de delitos 
contra la vida, contra la integridad corporal y la salud, contra la libertad sexual, de violencia 
económica y patrimonial, y otros que constituyan violencias contra las mujeres.

2.	 Recibir las diligencias realizadas en intervención policial preventiva, denuncias y querellas, a 
través de la plataforma de atención y recepción de denuncias, actos que tendrán calidad de 
prueba.
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ARTÍCULO 58. (MEDIDAS DE ACTUACIÓN).

I.	 La Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia adecuará sus actuaciones a los protocolos que 
se adopten para la recepción de denuncias, atención inmediata y remisión de casos de violencia 
contra las mujeres. De forma obligatoria, adoptará las siguientes medidas de actuación:

1.	 Asistir, orientar y evaluar la atención y protección que deberá prestarse a las mujeres en 
situación de violencia a través de un equipo multidisciplinario.

2.	 Respetar y proteger la dignidad, la intimidad y los derechos de las mujeres en situación de 
violencia.

3.	 Evitar el contacto, careo o cualquier tipo de proximidad de la mujer con su agresor.

4.	 Realizar acciones de coordinación con todas las instancias del sistema integral de atención 
a mujeres en situación de violencia.

5.	 Evitar toda acción que implique revictimización, bajo responsabilidad.

6.	 Organizar y diseñar campañas de prevención y orientación a la ciudadanía, a través de las 
organizaciones de la sociedad civil, con el fin de disminuir los índices de violencia contra las 
mujeres.

II.	 Ninguna funcionaria o funcionario policial negará el auxilio y apoyo a mujeres en situación 
de violencia alegando falta de competencia, aunque no forme parte de la Fuerza Especial de 
Lucha Contra la Violencia.

ARTÍCULO 59. (INVESTIGACIÓN DE OFICIO).

I.	 La investigación se seguirá de oficio, independientemente del impulso de la denunciante. Toda 
denuncia deberá ser obligatoriamente remitida al Ministerio Público y reportada al Sistema 
Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón 
de Género – SIPPASE, indicando el curso que ha seguido.

II.	 Cuando exista peligro inminente para la integridad física de las personas protegidas por la Ley, 
el cumplimiento de las formalidades no se convertirá en impedimento para la intervención 
oportuna de la policía.

ARTÍCULO 60. (INFRAESTRUCTURA Y EQUIPAMIENTO). La Fuerza Especial de Lucha Contra la 
Violencia, en todos sus niveles de actuación, será provista, con prioridad, de personal especializado 
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y multidisciplinario, infraestructura y equipamiento adecuados, en el marco de la Ley de Seguridad 
Ciudadana “Para una Vida Segura”.

CAPÍTULO III

PERSECUCIÓN PENAL

ARTÍCULO 61. (MINISTERIO PÚBLICO). Además de las atribuciones comunes que establece 
la Ley Orgánica del Ministerio Público, las y los Fiscales de Materia que ejerzan la acción penal 
pública en casos de violencia hacia las mujeres, deberán adoptar en el ejercicio de sus funciones 
las siguientes medidas:

1.	 Adopción de las medidas de protección que sean necesarias, a fin de garantizar a la mujer en 
situación de violencia la máxima protección y seguridad, así como a sus hijas e hijos, pedir a la 
autoridad jurisdiccional su homologación y las medidas cautelares previstas por Ley, cuando el 
hecho constituya delito.

2.	 Recolección de las pruebas necesarias, como responsable de la investigación de delitos de vio-
lencia en razón de género, sin someter a la mujer a pruebas médicas, interrogatorios, recons-
trucciones o peritajes que no sean los imprescindibles, debiendo recurrir a métodos de inves-
tigación alternativa, científica y con apoyo de la tecnología, a fin de averiguar la verdad.

3.	 En caso de requerirse peritajes técnicos, no deberán ser exigidos a la mujer. En caso de delito 
flagrante, será el imputado el responsable de pagar por éstos, así como por el tratamiento 
médico y psicológico que la mujer requiera; si fuera probadamente insolvente, se recurrirá a 
los servicios del Sistema de Atención Integral de su jurisdicción.

4.	 Dirigir la investigación de las instancias policiales responsables de la investigación de delitos 
vinculados a la violencia hacia las mujeres, definiendo protocolos y criterios comunes de ac-
tuación, a fin de uniformar los procedimientos, preservar las pruebas y lograr un registro y 
seguimiento de causas hasta su conclusión, generando estadísticas a nivel municipal, departa-
mental y nacional.

5.	 Coordinación de los criterios de actuación de las diversas instancias de recepción de denuncias 
de casos de violencia hacia las mujeres, para lo cual la o el Fiscal General del Estado emitirá las 
correspondientes instrucciones.
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6.	 Elaboración y presentación semestral a la o el Fiscal General del Estado, para su consolidación a 
nivel departamental y nacional, un informe sobre los procedimientos aplicados y las actuaciones 
practicadas por el Ministerio Público en materia de violencia contra las mujeres y casos que 
comprometan sus derechos.

7.	 Requerir la asignación de patrocinio legal estatal a la mujer en situación de violencia carente de 
recursos económicos.

8.	 Requerir la interpretación o traducción cuando sea necesaria y disponer la asistencia 
especializada, evitando toda forma de revictimización.

9.	 Cuando corresponda, disponer el ingreso de las víctimas directas e indirectas de delitos que 
atenten contra su vida, su integridad corporal o su libertad sexual a la Unidad de Atención y 
Protección a Víctimas y Testigos de Delitos.

10.	Remitir una copia de las resoluciones de rechazo y los requerimientos conclusivos a la o el Fiscal 
Departamental en investigaciones de oficio y presentar ante el Sistema Integral Plurinacional 
de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE, 
sus informes semestrales, con detalle de todas las causas atendidas, desagregadas al menos 
por sexo, edad y tipo de delito.

ARTÍCULO 62. (FISCALES DE MATERIA MÓVILES). En el área rural las y los Fiscales de Materia 
especializados contra la violencia hacia las mujeres deberán desplazarse de forma regular y 
permanente.

ARTÍCULO 63. (ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO). Las y los Fiscales de Materia contra la 
violencia hacia las mujeres contarán con personal de apoyo especializado, para proporcionar a 
cada mujer en situación de violencia una atención eficaz y adecuada. En cada Departamento 
el Ministerio Público contará con al menos un equipo de asesoras y asesores profesionales 
especializados para la investigación de casos de violencia hacia las mujeres, para lo cual podrán 
también solicitar la colaboración de organismos e instituciones de derechos humanos y de mujeres.

ARTÍCULO 64. (MÉDICOS FORENSES). Se designarán médicos forenses con especialidad en 
violencia de género, quienes deberán atender a las mujeres en situación de violencia con el 
máximo respeto, cuidado, calidez y comprensión. Los informes que emita, bajo responsabilidad, 
deberán ser expeditos y oportunos, debiendo evitar en lo posible revisiones médicas reiteradas e 
innecesarias.

ARTÍCULO 65. (CERTIFICADOS MÉDICOS). Para establecer el estado físico de la mujer que 
hubiera sufrido una agresión física o sexual, cualquier profesional de salud que preste servicios en 
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instituciones públicas o privadas acreditadas deberá extender un certificado médico, de acuerdo al 
protocolo único de salud integrado al formulario único que se establezca. Para fines judiciales, este 
certificado médico se lo tendrá como un indicio respecto a los delitos establecidos en la presente 
Ley, una vez homologado, adquirirá valor probatorio. El certificado deberá ser homologado por un 
experto o una experta forense, quien deberá entrevistar en primera instancia a la o el profesional 
que extendió el certificado, y solamente en caso de que exista necesidad fundada e ineludible, 
podrá practicar otro examen médico a la mujer.

ARTÍCULO 66. (ACCESO A DOCUMENTACIÓN). Toda mujer agredida podrá solicitar copias 
simples o legalizadas de todas las actuaciones contenidas en la investigación, desde el momento 
de la denuncia, las cuales deberán ser otorgadas en forma expedita, sin notificación previa y sin 
costo adicional al de las fotocopias.

ARTÍCULO 67. (DIRECCIÓN FORENSE ESPECIALIZADA). La o el Fiscal General del Estado, en el 
marco de sus atribuciones, creará y reglamentará dentro el Instituto de Investigaciones Forenses, 
una dirección especializada en casos de violencia contra las mujeres, con el personal necesario 
para garantizar su eficaz funcionamiento.

CAPÍTULO IV

JURISDICCIÓN ORDINARIA

ARTÍCULO 68. (JUZGADOS DE MATERIA CONTRA LA VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES). Se 
modifican los Artículos 57, 58, 68 y 72 de la Ley Nº 025, Ley del Órgano Judicial, con el siguiente 
texto:

“Artículo 57. (ATRIBUCIONES DE LAS SALAS EN MATERIA DE FAMILIA, NIÑEZ Y ADOLES-
CENCIA). Las atribuciones de las salas en materia de familia, niñez y adolescencia son:

1.	 Conocer en grado de apelación, las resoluciones dictadas por las juezas y los jueces en materias 
de familia, niñez y adolescencia;

2.	 Resolver en consulta o en revisión, las resoluciones cuando la Ley así lo determine;

3.	 Resolver las excusas presentadas por sus vocales y secretarias o secretarios de sala;

4.	 Resolver las recusaciones formuladas contra sus vocales;
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5.	 Resolver las excusas y las recusaciones contra juezas o jueces en materia de familia, niñez y 
adolescencia y;

6.	 Otras establecidas por Ley.

Artículo 58. (ATRIBUCIONES DE LAS SALAS EN MATERIA PENAL). Las atribuciones de las 
salas en materia penal son:

1. 	 Substanciar y resolver conforme a Ley los recursos de apelación de autos y sentencias de 
juzgados en materia penal y contra la violencia hacia las mujeres;

2. 	 Resolver las excusas presentadas por sus vocales y secretarias o secretarios de sala;

3.	 Resolver las recusaciones formuladas contra sus vocales y;

4.	 Otras establecidas por Ley.

Artículo 68. (SUPLENCIAS). En los casos de excusa y recusación o cualquier otro impedimento 
de la jueza o del juez, el proceso pasará a conocimiento del siguiente en número de la misma 
materia y, por impedimento de todos los que corresponden a la misma materia, el orden de su-
plencias será el siguiente:

1.	 De civil y comercial, pasará a los de familia y penal, en ese orden;

2.	 De familia, pasará a los de materia civil y comercial, y contra la violencia hacia las mujeres, en 
ese orden;

3.	 De la niñez y adolescencia, pasará a los de materia familiar y contra la violencia hacia las 
mujeres, en ese orden;

4.	 De violencia hacia las mujeres, pasará a los de materia penal y familiar, en ese orden;

5.	 De trabajo y seguridad social, pasará a los de materia civil y comercial, y penal, en ese orden;

6.	 De administrativo, coactivo fiscal y tributario, pasará a los de materia del trabajo y penal, en 
ese orden;

7.	 De penal, pasará a los de materia contra la violencia hacia las mujeres y civil y comercial, en 
ese orden;

8.	 De anticorrupción, pasará a los de materia penal;
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9.	 De ejecución penal, pasará a los de materia penal;

10.	Otras establecidas por Ley.

Artículo 72. (COMPETENCIA DE JUZGADOS DE INSTRUCCIÓN DE MATERIA CONTRA LA 
VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES). Las juezas y los jueces de Instrucción contra la violencia 
hacia las mujeres tienen competencia para:

1.	 El control de la investigación, conforme a las facultades y deberes previstos en la Ley;

2.	 Emitir las resoluciones jurisdiccionales y de protección que correspondan durante la etapa 
preparatoria y de la aplicación de criterios de oportunidad;

3.	 La sustanciación y resolución del proceso abreviado;

4.	 Resolver la aplicación del proceso inmediato para delitos flagrantes;

5.	 Dirigir la audiencia de preparación de juicio y resolver sobre las cuestiones e incidentes plan-
teados en la misma;

6.	 Decidir la suspensión del proceso a prueba;

7.	 Decidir sobre las solicitudes de cooperación judicial internacional;

8.	 Conocer y resolver sobre la incautación de bienes y sus incidentes; y

9.	 Otras establecidas por Ley.

Artículo 72. bis (COMPETENCIA DE JUZGADOS DE SENTENCIA EN MATERIA DE VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES). Las juezas y jueces de sentencia en materia de violencia contra las 
mujeres, tienen competencia para:

1.	 Conocer y resolver los juicios por delitos de acción pública que constituyan violencia contra las 
mujeres, sancionados con pena privativa de libertad cuyo máximo legal sea de cuatro o menos 
años;

2.	 Aplicar medidas de restricción y provisionales al agresor, y de asistencia y protección a la mujer 
en situación de violencia, cuando el hecho no constituya delito;

3.	 El procedimiento para la reparación del daño, cuando se haya dictado sentencia condenatoria;

4.	 Imponer de oficio la aplicación de medidas de protección, que permitan a las mujeres en si-
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tuación de violencia su acceso a casas de acogida, separación temporal de los cónyuges y/o 
convivientes y prevención de nuevas agresiones y cualquier otra destinada a resguardar sus 
derechos;

5.	 Sancionar el incumplimiento de las órdenes o resoluciones judiciales, emitidas por su juzgado;

6.	 Sancionar a las y los servidores de apoyo judicial que incurran en maltrato o revictimización a 
mujeres en situación de violencia y;

7.	 Otras establecidas por Ley.

Artículo 72 ter. (COMPETENCIA DE TRIBUNALES DE SENTENCIA EN MATERIA DE VIOLEN-
CIA CONTRA LAS MUJERES). Los Tribunales de Sentencia contra la violencia hacia las mujeres 
tienen competencia para:

1.	 Conocer la substanciación y resolución del juicio penal en todos los delitos de acción pública 
que constituyan violencia contra las mujeres, sancionados con pena privativa de libertad 
mayores a cuatro (4) años, con las excepciones establecidas en la Ley y;

2. 	 Otras establecidas por Ley.”

ARTÍCULO 69. (DESIGNACIÓN). Para ser jueza o juez y funcionarias o funcionarios auxiliares de 
estos juzgados, además de los requisitos señalados por Ley, se exigirá:

1.	 Especialidad en materia penal y conocimientos de género o, alternativamente, de derechos 
humanos; progresivamente, la exigencia deberá llegar a un nivel académico que denote 
especialidad en estos temas.

2.	 Certificado de suficiencia expedido por el Consejo de la Magistratura, de aptitud psicotécnica 
para el desempeño del cargo, que permita medir rasgos de personalidad, intereses y valores 
personales.

ARTÍCULO 70. (FORMACIÓN ESPECIALIZADA). La Escuela de Jueces del Estado suscribirá 
convenios con las universidades que puedan organizar cursos de post grado en las especialidades 
que se requieran para el ejercicio de la función judicial, para exigir que quienes aspiren a ser jueces 
de materia contra la violencia hacia las mujeres cuenten con una especialización en materia penal 
con enfoque de género y derechos humanos.

ARTÍCULO 71. (EQUIPO INTERDISCIPLINARIO). Los Juzgados y Tribunales Públicos de Materia 
contra la Violencia hacia las Mujeres, contarán con un equipo interdisciplinario de las áreas social 
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y psicológica especializados en derechos humanos y derechos de las mujeres o con experiencia 
laboral en la atención de violencia, emitiendo peritajes técnicos de carácter integral. Estos 
servicios podrán ser provistos, con igual valor legal, por profesionales, asignados por los Servicios 
de Atención Integral.

ARTÍCULO 72. (FUNCIONES). Las funciones del equipo interdisciplinario son:

1.	 Intervenir como especialistas independientes e imparciales en los procesos judiciales, realizan-
do peritajes técnicos de carácter integral.

2.	 Implementar el protocolo de atención para testimonios y declaraciones de niños, niñas y 
adolescentes según su edad y grado de madurez, de mujeres jóvenes y adultas en situación 
de violencia a fin de no alterar su proceso de recuperación mediante la repetición de 
interrogatorios, debiendo evitar la revictimización.

3.	 Controlar el cumplimiento de terapias a víctimas, agresores y/o familiares dispuestas por la 
autoridad judicial, informando el avance, abandono o cumplimiento de las mismas.

ARTÍCULO 73. (SERVICIOS AUXILIARES). Cuando el caso lo requiera, la jueza, el juez o el tribunal 
podrá ordenar peritajes y otros servicios de asistencia técnica en otras materias y profesiones que 
coadyuven a su labor.

ARTÍCULO 74. (REPORTE DE CAUSAS). El Consejo de la Magistratura, deberá reportar al Sistema 
Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón de 
Género – SIPPASE, el movimiento de causas por violencia hacia las mujeres, con carácter trimes-
tral, desglosando toda la información, además de los indicadores regulares, por género y edad de 
las partes, delito, estado del proceso.

ARTÍCULO 75. (ACCIÓN DE DEFENSA). Las acciones constitucionales de defensa podrán ser in-
terpuestas por las mujeres, u otras personas en su nombre cuando corresponda, a fin de garanti-
zar el ejercicio pleno de sus derechos.
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TÍTULO V

LEGISLACIÓN PENAL

CAPÍTULO I

SANCIONES ALTERNATIVAS

ARTÍCULO 76. (APLICACIÓN DE SANCIONES ALTERNATIVAS).

I.	 En delitos de violencia hacia las mujeres, siempre que el autor no sea reincidente, se podrán 
aplicar sanciones alternativas a la privación de libertad, cuando:

1.	 La pena impuesta no sea mayor a tres años, en cuyo caso será remplazada por una sanción 
alternativa de las señaladas en la presente Ley.

2.	 A solicitud del condenado a pena privativa de libertad superior a tres años que hubiera 
cumplido al menos la mitad de ésta, las sanciones alternativas no podrán superar el tiempo 
de la pena principal impuesta.

II.	 La autoridad judicial aplicará una sanción alternativa junto a otras, cuando sea necesario para 
proteger a la mujer, hijos e hijas o el núcleo familiar en situación de violencia.

ARTÍCULO 77. (MULTA). La imposición de una multa como sanción alternativa o accesoria no 
sustituye la reparación a la mujer por el daño causado como efecto de la violencia; no podrá ser 
mayor de trescientos sesenta y cinco días ni comprender para el cálculo más del cincuenta por 
ciento (50%) del salario del sancionado y cuando el salario es indeterminado, se calculará sobre 
el cincuenta por ciento (50%) del salario mínimo nacional. El día de privación equivale a un día 
multa y es revocable ante el incumplimiento.

Las multas serán destinadas a los Servicios de Atención Integral a cargo de los Gobiernos Autó-
nomos Municipales, quienes constituirán un fondo y abrirán una cuenta fiscal exclusiva para este 
propósito, debiendo asignar los recursos con carácter preferente a las Casas de Acogida y Refugio 
Temporal y costo por servicios de salud. Los fondos no podrán ser destinados a otro fin.

ARTÍCULO 78. (DETENCIÓN DE FIN DE SEMANA). Es una limitación de la libertad que se aplica 
desde el día viernes a horas 19:00 hasta el día lunes a horas 6:00. A fines de equivalencia, el día 
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de privación de libertad corresponde a un día de detención de fin de semana. Podrá aplicarse 
también a los días feriados, bajo las mismas condiciones.

ARTÍCULO 79. (TRABAJOS COMUNITARIOS). El trabajo comunitario consiste en la prestación de 
trabajos en favor del Gobierno Autónomo Municipal, que se realizará en fines de semana, feriados 
y los días hábiles en horarios diferentes a los habituales. Esta sanción se aplicará por un mínimo de 
un (1) año que equivale al trabajo de cincuenta y dos (52) semanas, con sus respectivos feriados 
y días hábiles, y un máximo de hasta ciento cuatro (104) semanas.

El Gobierno Autónomo Municipal deberá supervisar y reportar el cumplimiento de la sanción 
al juzgado competente y al Sistema Integral Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y 
Erradicación de la Violencia en razón de Género – SIPPASE.

ARTÍCULO 80. (MEDIDAS DE SEGURIDAD). La autoridad judicial en ejecución de sentencia, 
cuando se hayan dispuesto sanciones alternativas, aplicará las medidas de seguridad necesarias 
para proteger a la mujer que se encuentra en situación de violencia, y a sus hijas e hijos o su núcleo 
familiar.

ARTÍCULO 81. (INHABILITACIÓN). Podrá aplicarse la sanción inhabilitación cuando quien fuera 
sancionado por delitos de violencia hacia las mujeres ejerza una profesión u ocupación relacionada 
con la educación, cuidado y atención de personas, independientemente de su edad o situación, 
atención médica, psicológica, consejería o asesoramiento, cargo administrativo en universidades 
o unidades educativas, instituciones deportivas, militares, policiales; suspensión temporal de 
autoridad paterna por el tiempo que dure la sanción, la clausura de locales y la pérdida de licencias. 
Tiene un límite temporal de doce años y no pueden imponerse todas las restricciones de esos 
derechos en una sola sentencia. Transcurrida la mitad del plazo impuesto, o un mínimo de cinco 
años, puede darse la rehabilitación.

ARTÍCULO 82. (CUMPLIMIENTO DE INSTRUCCIONES). La autoridad judicial podrá aplicar un 
plan de conducta al condenado cuando le sean aplicadas sanciones alternativas que impliquen 
su libertad total o parcial, en virtud del cual deberá cumplir con instrucciones que no podrán ser 
vejatorias o susceptibles de ofender la dignidad o la autoestima. Pueden modificarse durante la 
ejecución de sentencia y no pueden extenderse más allá del tiempo que dure la pena principal. Las 
instrucciones que se pueden imponer serán:

1.	 Prohibición de portar cualquier tipo de arma, en especial de fuego;

2.	 Abstenerse de asistir a lugares públicos en los que se expendan bebidas alcohólicas y lenocinios;
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3.	 Abstenerse de consumir drogas o alcohol;

4.	 Incorporarse a grupos o programas para modificar comportamientos que hayan incidido en la 
realización del hecho;

5.	 Asistir a un centro educativo o aprender un oficio.

CAPÍTULO II

DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

ARTÍCULO 83. (MODIFICACIONES AL CÓDIGO PENAL). Se modifican los Artículos 246, 254, 
256, 267 bis, 270, 271, 272, 308, 308 bis, 310, 312 y 313 del Código Penal, los cuales quedarán 
redactados con el siguiente texto:

“Artículo 246. (SUBSTRACCIÓN DE UN MENOR O INCAPAZ). Quien substrajere a un menor de 
diez y seis años (16) o a un incapaz, de la potestad de sus padres, adoptantes, tutores o curado-
res, y el que retuviere al menor contra su voluntad, será sancionado con privación de libertad de 
uno (1) a tres (3) años.

La misma pena se aplicará si el menor tuviere más de diez y seis (16) años y no mediare consen-
timiento de su parte.

La pena será agravada en el doble si el delito es cometido por uno de los progenitores con el objeto 
de ejercer contra el otro cualquier tipo de coacción.

Artículo 254. (HOMICIDIO POR EMOCIÓN VIOLENTA). Quien matare a otra u otro en estado 
de emoción violenta excusable, será sancionada(o) con reclusión de dos (2) a ocho (8) años.

Este tipo penal no procederá en caso de feminicidio.

Artículo 256. (HOMICIDIO-SUICIDIO). La persona que instigare a otra al suicidio o le ayudare 
a cometerlo, si la muerte se hubiere intentado o consumado, incurrirá en reclusión de dos (2) a 
seis (6) años.

Si con motivo de la tentativa se produjeren lesiones, la sanción de reclusión será de uno (1) a cinco 
(5) años.
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Aunque hubiere mediado consentimiento de la víctima en el doble suicidio, se impondrá al sobre-
viviente la pena de reclusión de dos (2) a seis (6) años.

Cuando una persona cometa suicidio como consecuencia de una situación de violencia, la agresora 
o agresor será sancionado con privación de libertad de diez (10) años.

Si la víctima del delito en cualquiera de los casos del presente Artículo, resultare ser niña, niño o 
adolescente, la pena será agravada en dos tercios.

Artículo 267 bis. (ABORTO FORZADO). Quien mediante violencia física, psicológica o sexual 
contra la mujer le causare un aborto, será sancionado con reclusión de cuatro (4) a ocho (8) 
años.

Artículo 270. (LESIONES GRAVÍSIMAS). Se sancionará con privación de libertad de cinco (5) a 
doce (12) años, a quien de cualquier modo ocasione a otra persona, una lesión de la cual resulte 
alguna de las siguientes consecuencias:

1. Enfermedad o discapacidad psíquica, intelectual, física, sensorial o múltiple.

2. Daño psicológico o psiquiátrico permanente.

3. Debilitación permanente de la salud o la pérdida total o parcial de un sentido, de un miembro, 
de un órgano o de una función.

4. Incapacidad permanente para el trabajo o que sobrepase de noventa días.

5. Marca indeleble o de formación permanente en cualquier parte del cuerpo.

6. Peligro inminente de perder la vida.

Cuando la víctima sea una niña, niño o adolescente la pena será agravada en dos tercios tanto en 
el mínimo como en el máximo.

Artículo 271. (LESIONES GRAVES Y LEVES). Se sancionará con privación de libertad de tres (3) 
a seis (6) años, a quien de cualquier modo ocasione a otra persona un daño físico o psicológico, 
no comprendido en los casos del Artículo anterior, del cual derive incapacidad para el trabajo de 
quince (15) hasta noventa (90) días.

Si la incapacidad fuere hasta de catorce (14) días, se impondrá al autor sanción de trabajos 
comunitarios de uno (1) a tres (3) años y cumplimiento de instrucciones que la jueza o el juez 
determine.
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Cuando la víctima sea una niña, niño o adolescente la pena será agravada en dos tercios tanto en 
el mínimo como en el máximo.

Artículo 272. (AGRAVANTE). En los casos de los Artículos 267 bis, 270 y 271, la sanción será 
agravada en un tercio del máximo o mínimo, cuando mediaren las circunstancias enumeradas en 
el Artículo 252, exceptuando la prevista en el numeral 1.

Artículo 308. (VIOLACIÓN). Se sancionará con privación de libertad de quince (15) a veinte(20) 
años a quien mediante intimidación, violencia física o psicológica realice con persona de uno u 
otro sexo, actos sexuales no consentidos que importen acceso carnal, mediante la penetración 
del miembro viril, o de cualquier otra parte del cuerpo, o de un objeto cualquiera, por vía vaginal, 
anal u oral, con fines libidinosos; y quien, bajo las mismas circunstancias, aunque no mediara 
violencia física o intimidación, aprovechando de la enfermedad mental grave o insuficiencia de 
la inteligencia de la víctima o que estuviera incapacitada por cualquier otra causa para resistir.

Artículo 308 bis. (VIOLACIÓN DE INFANTE, NIÑA, NIÑO O ADOLESCENTE). Si el delito de 
violación fuere cometido contra persona de uno u otro sexo menor de catorce (14) años, será 
sancionado con privación de libertad de veinte (20) a veinticinco (25) años, así no haya uso de 
la fuerza o intimidación y se alegue consentimiento.

En caso que se evidenciare alguna de las agravantes dispuestas en el Artículo 310 del Código 
Penal, y la pena alcanzara treinta (30) años, la pena será sin derecho a indulto.

Quedan exentas de esta sanción las relaciones consensuadas entre adolescentes mayores de doce 
(12) años, siempre que no exista diferencia de edad mayor de tres (3) años entre ambos y no se 
haya cometido violencia o intimidación.

Artículo 310. (AGRAVANTE). La pena será agravada en los casos de los delitos anteriores, con 
cinco (5) años cuando:

a).	 Producto de la violación se produjera alguna de las circunstancias previstas en los Artículos 
270 y 271 de este Código;

b).	 El hecho se produce frente a niñas, niños o adolescentes;

c).	 En la ejecución del hecho hubieran concurrido dos o más personas;

d).	 El hecho se produce estando la víctima en estado de inconsciencia;

e).	 En la comisión del hecho se utilizaren armas u otros medios peligrosos susceptibles de producir 
la muerte de la víctima;
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f).	  El autor fuese cónyuge, conviviente, o con quien la víctima mantiene o hubiera mantenido 
una relación análoga de intimidad;

g).	 El autor estuviere encargado de la educación de la víctima, o si ésta se encontrara en situación 
de dependencia respecto a éste;

h).	 El autor hubiera sometido a la víctima a condiciones vejatorias o degradantes.

i).	  La víctima tuviere algún grado de discapacidad;

j).	  Si la víctima es mayor de 60 años;

k).	 Si la víctima se encuentra embarazada o si como consecuencia del hecho se produce el 
embarazo;

Si como consecuencia del hecho se produjere la muerte de la víctima, se aplicará la pena 
correspondiente al feminicidio o asesinato.

Artículo 312. (ABUSO SEXUAL). Cuando en las mismas circunstancias y por los medios señalados 
en los Artículos 308 y 308 bis se realizaran actos sexuales no constitutivos de penetración o 
acceso carnal, la pena será de seis (6) a diez (10) años de privación de libertad. Se aplicarán 
las agravantes previstas en el Artículo 310, y si la víctima es niña, niño o adolescente la pena 
privativa de libertad será de diez (10) a quince (15) años.

Artículo 313. (RAPTO). Quien con fines lascivos y mediante violencia, amenazas graves o 
engaños, substrajere o retuviere a una persona, será sancionada con privación de libertad de 
cuatro (4) a ocho (8) años. La pena será agravada en un tercio tanto en el mínimo como en el 
máximo, cuando la víctima sea niña, niño o adolescente.”

ARTÍCULO 84. (NUEVOS TIPOS PENALES). Se incorpora al Código Penal los Artículos 154 bis, 
252 bis, 271 bis, 272 bis, 312 bis, 312 ter, 312 quater, bajo el siguiente texto:

“Artículo 154 bis. (INCUMPLIMIENTO DE DEBERES DE PROTECCIÓN A MUJERES EN 
SITUACIÓN DE VIOLENCIA). La servidora o servidor público que mediante acción u omisión 
en ejercicio de una función pública propicie la impunidad u obstaculicen la investigación de 
delito de violencia contra las mujeres, recibirá sanción alternativa de trabajos comunitarios de 
noventa (90) días a ciento veinte (120) días e inhabilitación de uno (1) a cuatro (4) años para 
el ejercicio de la función pública.”

“Artículo 252 bis. (FEMINICIDIO). Se sancionará con la pena de presidio de treinta (30) años 
sin derecho a indulto, a quien mate a una mujer, en cualquiera de las siguientes circunstancias:
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1.	 El autor sea o haya sido cónyuge o conviviente de la víctima, esté o haya estado ligada a ésta 
por una análoga relación de afectividad o intimidad, aun sin convivencia;

2.	 Por haberse negado la víctima a establecer con el autor, una relación de pareja, enamoramien-
to, afectividad o intimidad;

3.	 Por estar la víctima en situación de embarazo;

4. 	 La víctima que se encuentre en una situación o relación de subordinación o dependencia 
respecto del autor, o tenga con éste una relación de amistad, laboral o de compañerismo;

5. 	 La víctima se encuentre en una situación de vulnerabilidad;

6. 	 Cuando con anterioridad al hecho de la muerte, la mujer haya sido víctima de violencia física, 
psicológica, sexual o económica, cometida por el mismo agresor;

7. 	 Cuando el hecho haya sido precedido por un delito contra la libertad individual o la libertad 
sexual;

8. 	 Cuando la muerte sea conexa al delito de trata o tráfico de personas;

9. 	 Cuando la muerte sea resultado de ritos, desafíos grupales o prácticas culturales.”

“Artículo 271 bis. (ESTERILIZACIÓN FORZADA). La persona que prive a otra de su función 
reproductiva de forma temporal o permanente sin su consentimiento expreso, voluntario, libre e 
informado, o de su representante legal en caso de persona con discapacidad intelectual severa, 
será sancionada con pena privativa de libertad de cinco (5) a doce (12) años.

La pena será agravada en un tercio cuando el delito sea cometido contra una mujer menor de 
edad o aprovechando su condición de discapacidad, o cuando concurran las circunstancias pre-
vistas en el Artículo 252.

Si el delito se cometiera como parte del delito de genocidio perpetrado con la intención de destruir 
total o parcialmente a un grupo nacional, social, pueblo indígena originario campesino o grupo 
religioso como tal, adoptando para ello medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno 
del grupo, se aplicará la pena de treinta (30) años de privación de libertad sin derecho a indulto.”

“Artículo 272 bis. (VIOLENCIA FAMILIAR O DOMÉSTICA). Quien agrediere físicamente, psico-
lógica o sexualmente dentro los casos comprendidos en el numeral 1 al 4 del presente Artículo 
incurrirá en pena de reclusión de dos (2) a cuatro (4) años, siempre que no constituya otro delito.
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1.	 El cónyuge o conviviente o por quien mantenga o hubiera mantenido con la víctima una 
relación análoga de afectividad o intimidad, aún sin convivencia.

2.	 La persona que haya procreado hijos o hijas con la víctima, aún sin convivencia.

3.	 Los ascendientes o descendientes, hermanos, hermanas, parientes consanguíneos o afines en 
línea directa y colateral hasta el cuarto grado.

4.	 La persona que estuviere encargada del cuidado o guarda de la víctima, o si ésta se encontrara 
en el hogar, bajo situación de dependencia o autoridad.

En los demás casos la parte podrá hacer valer su pretensión por ante la vía correspondiente.”

“Artículo 312 bis. (ACTOS SEXUALES ABUSIVOS). Se sancionará con privación de libertad de 
cuatro (4) a seis (6) años, a la persona que durante la relación sexual consentida, obligue a su 
pareja o cónyuge a soportar actos de violencia física y humillación.

La pena se agravará en un tercio cuando el autor obligue a su cónyuge, conviviente o pareja sexual 
a tener relaciones sexuales con terceras personas.”

“Artículo 312 ter. (PADECIMIENTOS SEXUALES). Será sancionada con pena privativa de libertad 
de quince (15) a treinta (30) años, quien en el marco de un ataque generalizado o sistemático 
contra una población o grupo humano, incurra en las siguientes acciones:

1.	 Someta a una o más personas a violación o cualquier forma de abuso sexual, humillaciones y 
ultrajes sexuales.

2.	 Someta a una o más personas a prostitución forzada.

3.	 Mantenga confinada a una mujer a la que se haya embarazado por la fuerza con la intención 
de influir en la composición étnica de una población.”

“Artículo 312 quater. (ACOSO SEXUAL).

I.	 La persona que valiéndose de una posición jerárquica o poder de cualquier índole hostigue, 
persiga, exija, apremie, amenace con producirle un daño o perjuicio cualquiera, condicione 
la obtención de un beneficio u obligue por cualquier medio a otra persona a mantener una 
relación o realizar actos o tener comportamientos de contenido sexual que de otra forma no 
serían consentidos, para su beneficio o de una tercera persona, será sancionada con privación 
de libertad de cuatro (4) a ocho (8) años.
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II.	 Si la exigencia, solicitud o imposición fuera ejercida por un servidor público en el ámbito de la 
relación jerárquica que ostenta, será destituido de su cargo y la pena será agravada en un 
tercio.”

ARTÍCULO 85. (DELITOS CONTRA LA FAMILIA). Se modifica el Título VII del Código Penal “Delitos 
contra la familia”, incorporando el Capítulo III denominado “Delitos de violencia económica y 
patrimonial”.

“Artículo 250 bis. (VIOLENCIA ECONÓMICA). Será sancionada con pena privativa de libertad de 
dos (2) a cuatro (4) años, la persona que incurra en alguna de las siguientes conductas:

a).	 Menoscabe, limite o restrinja la libre disposición del ingreso económico de la mujer.

b).	 Destruya u oculte documentos justificativos de dominio, de identificación personal, títulos 
profesionales o bienes, objetos personales, instrumentos de trabajo de la mujer que le sean 
indispensables para ejecutar sus actividades habituales.

c).	 Restrinja o suprima el cumplimiento de sus obligaciones económicas familiares que pongan 
en riesgo el bienestar de su cónyuge, hijas e hijos, como medio para someter la voluntad de la 
mujer.

d).	 Controle los ingresos o flujo de recursos monetarios que ingresan al hogar mediante violencia 
psicológica, sexual o física.

e).	 Impida que la mujer realice una actividad laboral o productiva que le genere ingresos.

Artículo 250 ter. (VIOLENCIA PATRIMONIAL). Quien por cualquier medio impida, limite o prohíba 
el uso, el disfrute, la administración, la transformación, o la disposición de uno o varios bienes propios 
de la mujer con quien mantenga una relación de matrimonio o unión libre, será sancionado con multa 
de cien (100) hasta trescientos sesenta y cinco (365) días.

Artículo 250 quater. (SUSTRACCIÓN DE UTILIDADES DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS 
FAMILIARES). La persona que disponga unilateralmente de las ganancias derivadas de una actividad 
económica familiar o disponga de ellas para su exclusivo beneficio personal, en perjuicio de los derechos 
de su cónyuge o conviviente, será sancionada con pena de privación de libertad de seis (6) meses a un 
(1) año más multa de hasta el cincuenta por ciento (50%) del salario del sancionado hasta trescientos 
sesenta y cinco (365) días.”
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CAPÍTULO III

SIMPLIFICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO PENAL PARA DELITOS DE VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES

ARTÍCULO 86. (PRINCIPIOS PROCESALES). En las causas por hechos de violencia contra las 
mujeres, las juezas y jueces en todas las materias, fiscales, policías y demás operadores de justicia, 
además de los principios establecidos en el Código Penal deberán regirse bajo los siguientes 
principios y garantías procesales:

1.	G ratuidad. Las mujeres en situación de violencia estarán exentas del pago de valores, 
legalizaciones, notificaciones, formularios, testimonios, certificaciones, mandamientos, costos 
de remisión, exhortos, órdenes instruidas, peritajes y otros, en todas las reparticiones públicas.

2.	 Celeridad. Todas las operadoras y operadores de la administración de justicia, bajo 
responsabilidad, deben dar estricto cumplimiento a los plazos procesales previstos, sin dilación 
alguna bajo apercibimiento.

3.	 Oralidad. Todos los procesos sobre hechos de violencia contra las mujeres deberán ser orales.

4.	 Legitimidad de la prueba. Serán legítimos todos los medios de prueba y elementos de 
convicción legalmente obtenidos que puedan conducir al conocimiento de la verdad.

5.	 Publicidad. Todos los procesos relativos a la violencia contra las mujeres serán de conocimiento 
público, resguardando la identidad, domicilio y otros datos de la víctima.

6.	 Inmediatez y continuidad. Iniciada la audiencia, ésta debe concluir en el mismo día. Si no es 
posible, continuará durante el menor número de días consecutivos.

7.	 Protección. Las juezas y jueces inmediatamente conocida la causa, dictarán medidas de 
protección para salvaguardar la vida, integridad física, psicológica, sexual, los derechos 
patrimoniales, económicos y laborales de las mujeres en situación de violencia.

8.	 Economía procesal. La jueza o juez podrá llevar a cabo uno o más actuados en una diligencia 
judicial y no solicitará pruebas, declaraciones o peritajes que pudieran constituir revictimización.

9.	 Accesibilidad. La falta de requisitos formales o materiales en el procedimiento no deberá 
retrasar, entorpecer ni impedir la restitución de los derechos vulnerados y la sanción a los 
responsables.
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10.	Excusa. Podrá solicitarse la excusa del juez, vocal o magistrado que tenga antecedentes de 
violencia, debiendo remitirse el caso inmediatamente al juzgado o tribunal competente.

11.	Verdad material. Las decisiones administrativas o judiciales que se adopten respecto a casos 
de violencia contra las mujeres, debe considerar la verdad de los hechos comprobados, por 
encima de la formalidad pura y simple.

12.	Carga de la prueba. En todo proceso penal por hechos que atenten contra la vida, la seguridad 
o la integridad física, psicológica y/o sexual de las mujeres, la carga de la prueba corresponde-
rá al Ministerio Público.

13.	Imposición de medidas cautelares. Una vez presentada la denuncia, la autoridad judicial 
dictará inmediatamente las medidas cautelares previstas en el Código Procesal Penal, privile-
giando la protección y seguridad de la mujer durante la investigación, hasta la realización de 
la acusación formal. En esta etapa, ratificará o ampliará las medidas adoptadas.

14.	Confidencialidad. Los órganos receptores de la denuncia, los funcionarios de las unidades de 
atención y tratamiento, los tribunales competentes y otros deberán guardar la confidencia-
lidad de los asuntos que se someten a su consideración, salvo que la propia mujer solicite la 
total o parcial publicidad. Deberá informarse previa y oportunamente a la mujer sobre la po-
sibilidad de hacer uso de este derecho.

15.	Reparación. Es la indemnización por el daño material e inmaterial causado, al que tiene 
derecho toda mujer que haya sufrido violencia.

ARTÍCULO 87. (DIRECTRICES DE PROCEDIMIENTO). En todos los procedimientos administrativos, 
judiciales e indígena originario campesinos, se aplicarán las siguientes directrices:

1.	 Procedimientos de conciliación, que se sujetará a lo establecido en el Artículo 46 de la presente 
Ley.

2.	 Aplicación de un protocolo único de recepción, registro y tramitación de la denuncia.

3. 	Disposición de medidas de protección para salvaguardar a mujeres en situación de violencia.

4.	 Obligación de investigar, proseguir y procesar hasta lograr la sanción de todos los hechos que 
constituyan violencia hacia las mujeres.

5.	 Disposición de terapias de rehabilitación para el agresor, que en ningún caso sustituirán la 
sanción.
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6.	 Disposición de terapias de fortalecimiento para mujeres que estén saliendo del ciclo de 
violencia.

7.	 Seguimiento y verificación del cumplimiento de sanciones y terapias dispuestas por la autoridad 
competente.

ARTÍCULO 88. (ATENCIÓN PERMANENTE). Las y los jueces de Instrucción en materia de violencia 
hacia las mujeres, por turno, deberán estar disponibles las veinticuatro (24) horas para adoptar 
las medidas de protección y restricción necesarias.

ARTÍCULO 89. (RESERVA). El proceso por hechos de violencia es reservado, salvo que la propia 
mujer, previa información, libre y oportuna, solicite la total o parcial publicidad. En todos los casos 
se mantendrá en estricta reserva el nombre de la víctima.

ARTÍCULO 90. (DELITOS DE ORDEN PÚBLICO). Todos los delitos contemplados en la Presente 
Ley, son delitos de acción pública.

ARTÍCULO 91. (DECLARATORIA DE REBELDÍA). En los casos de delitos previstos en la presente 
Ley, se declarará rebelde al imputado cuando no se presente a la primera audiencia señalada por 
la autoridad jurisdiccional, después de haber sido notificado legalmente.

ARTÍCULO 92. (PRUEBA). Se admitirán como medios de prueba todos los elementos de convicción 
obtenidos, que puedan conducir al conocimiento de los hechos denunciados. La prueba será 
apreciada por la jueza o el juez, exponiendo los razonamientos en que se funda su valoración 
jurídica.

ARTÍCULO 93. (MEDIOS ALTERNATIVOS). Para la presentación de la prueba, la mujer en situación 
de violencia podrá decidir si se acoge al procedimiento regular o a los medios optativos siguientes:

1.	 Prestar declaración o presentar pruebas por medios alternativos, sin que comparezca ante el 
juzgado.

2.	 Aportar pruebas en instancias judiciales sin verse obligada a encontrarse con el agresor.

ARTÍCULO 94. (RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO). Ninguna mujer debe tener 
la responsabilidad de demostrar judicialmente aquellas acciones, actos, situaciones o hechos 
relacionados con su situación de violencia; será el Ministerio Público quien, como responsable 
de la investigación de los delitos, reúna las pruebas necesarias, dentro el plazo máximo de ocho 
(8) días bajo responsabilidad, procurando no someter a la mujer agredida a pruebas médicas, 
interrogatorios, reconstrucciones o peritajes, careos que constituyan revictimización.
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En caso de requerirse peritajes técnicos, no deberán ser exigidos a la mujer. Si se tratara de delito 
flagrante, será el imputado el responsable de pagar por éstos; si fuera probadamente insolvente, 
se recurrirá a los servicios gratuitos de los Servicios Integrales de Atención.

La o el Fiscal deberá acortar todos los plazos de la etapa preparatoria hasta la acusación en casos 
de violencia contra la mujer por su situación de riesgo.

ARTÍCULO 95. (PRUEBA DOCUMENTAL). Además de otras establecidas por Ley se admitirá 
como prueba documental, cualquiera de las siguientes:

1.	 Certificado médico expedido por cualquier institución de salud pública o privada, homologado 
por médico forense.

2.	 Informe psicológico y/o de trabajo social, expedido por profesionales que trabajen en institu-
ciones públicas o privadas especializadas en la temática y reconocidas legalmente.

3.	 Documentos de propiedad de bienes muebles o inmuebles en originales o fotocopias.

4.	 Minutas o documentos privados.

5.	 Cartas, mensajes de texto, correos electrónicos u otros obtenidos lícitamente.

6.	 Cualquier otro documento que conduzca al conocimiento de la verdad.

ARTÍCULO 96. (VALORACIÓN DE ANTECEDENTES DE PERSONAS FALLECIDAS). Los 
antecedentes de víctimas o testigos que no puedan comparecer a la audiencia de juicio oral 
en razón de su fallecimiento, siempre y cuando consten en actas escritas y recibidas según 
procedimiento, serán valoradas como prueba por la autoridad judicial.

ARTÍCULO 97. (APRECIACIÓN DE LA PRUEBA). Las pruebas pueden ser presentadas junto a la 
denuncia, contestación, audiencia o antes de emitirse la resolución; la falta de prueba a tiempo de 
plantear la denuncia o demanda, no impedirá la admisión de la misma.

ARTÍCULO 98. (RESPONSABILIDAD CIVIL). Ejecutoriada la sentencia, la autoridad judicial proce-
derá a la calificación y reparación del daño civil.

ARTÍCULO 99. (TERCERO COADYUVANTE).

I.	 En cualquier caso de violencia hacia las mujeres, podrá intervenir una persona física o jurídica, 
ajena a las partes, que cuente con reconocida experiencia o competencia sobre la cuestión 
debatida, a fin de que ofrezca argumentos especializados de trascendencia para la decisión del 
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asunto. Su participación podrá ser planteada de oficio, la o el fiscal, por la mujer en situación 
de violencia o solicitada por el o la experta.

II.	 Las opiniones expertas se limitan a una opinión que orientará la comprensión del hecho, 
podrán presentarse en cualquier momento del proceso, antes de que la sentencia sea dictada 
y no tendrán calidad de parte ni derecho a cobrar honorarios.

ARTÍCULO 100. (DENUNCIA O ACUSACIÓN FALSA). Quien hubiere sido falsamente denunciado 
o acusado como autor y/o participe en la comisión de un delito contemplado en la presente Ley, 
podrá iniciar la acción correspondiente, con la resolución fiscal de rechazo de la denuncia o de 
sobreseimiento, o concluido el proceso con sentencia absolutoria ejecutoriada.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. 

Para la implementación de la presente Ley, todas las instituciones públicas involucradas deberán:

I.	 Realizar los ajustes necesarios en sus presupuestos institucionales de la gestión 2013; adicio-
nalmente, el Tesoro General de la Nación asignará recursos a las entidades del nivel central, de 
acuerdo a disponibilidad financiera y de acuerdo a los plazos establecidos.

II.	 Para las gestiones posteriores, el Tesoro General de la Nación asignará recursos necesarios y 
suficientes a las entidades del nivel central, de acuerdo a disponibilidad financiera para la apli-
cación integral de la presente Ley.

III.	Las Entidades Territoriales Autónomas, deberán asignar los recursos necesarios y suficientes 
en sus respectivos presupuestos institucionales.

SEGUNDA. 

Las instituciones públicas y privadas, cuando corresponda; responsables de la atención, protec-
ción y sanción en casos de violencia hacia las mujeres, deberán integrar sus respectivos protoco-
los específicos en un formulario único para la detección y atención de salud, recepción de denun-
cias, registro, tramitación y seguimiento, del cual cada una empleará la parte que le corresponda 
y constituirá documento legal válido durante el proceso judicial. Este instrumento deberá ser 
implementado en un plazo no mayor a tres (3) meses.
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TERCERA. 

El Consejo de la Magistratura creará e implementará los juzgados públicos de materia contra 
la violencia hacia las mujeres, conforme a un orden de prioridades y necesidades definidas de 
acuerdo a la carga procesal.

CUARTA.

I.	 Para la implementación gradual y progresiva de los juzgados de materia contra la violencia 
hacia las mujeres, el Consejo de la Magistratura deberá, en un plazo no mayor a noventa (90) 
días:

1.	 Diseñar, organizar e iniciar, en la Escuela de Jueces del Estado, la implementación de 
cursos de especialización en materias de género, Derechos Humanos y violencia, a fin de 
contar con el personal judicial capacitado, para la implementación de los juzgados contra 
la violencia hacia las mujeres, a cuyo fin destinará de inmediato los recursos económicos 
suficientes. Adicionalmente, podrá hacer convenios con universidades públicas o 
privadas, nacionales o extranjeras, para implementar una maestría para jueces, en esta 
especialidad.

2.	 Elaborar los instrumentos necesarios para la calificación, designación y evaluación de 
juezas, jueces y funcionarias y funcionarios judiciales, a fin de asegurar la designación de 
quienes cumplan con los requisitos necesarios para el cumplimiento de esta Ley.

II.	 En tanto se hace efectiva la Disposición Transitoria Tercera de la Ley del Órgano Judicial, a 
través de la implementación gradual y progresiva de los juzgados contra la violencia contra las 
mujeres, a partir de la promulgación de la presente Ley, los jueces de materia penal y de área 
rural los juzgados mixtos, conocerán y tramitarán con prioridad los procesos por delitos de 
violencia, aplicando las disposiciones de la presente Ley.

QUINTA. 

La Fiscalía General del Estado, adoptará las medidas necesarias para la creación de las Fiscalías de 
Materia especializadas contra la violencia hacia las mujeres y la Dirección Forense Especializada, 
para que funcionen dentro de los tres (3) meses a partir de la promulgación de la presente Ley, 
dentro los cuales deberán aprobar todos los instrumentos y protocolos para el cumplimiento de 
sus funciones.
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SEXTA. 

La Policía Boliviana modificará sus manuales de funciones e implementará la Fuerza Especial de 
Lucha Contra la Violencia, en un plazo de tres (3) meses, designando al personal necesario para 
su funcionamiento en todo el país.

Todos los recursos humanos, económicos e infraestructura de las Brigadas de Protección a la 
Familia integrarán la Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia, conforme a lo establecido en 
el Artículo 53 de la presente Ley.

SÉPTIMA. 

El nivel central del Estado adoptará las medidas necesarias para la creación, adaptación y funcio-
namiento de la institucionalidad prevista por esta Ley, en el plazo de tres (3) meses a partir de 
su promulgación. Las Entidades Territoriales Autónomas, podrán adoptar convenios interguber-
nativos para el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley. Los Municipios Tipo A, podrán 
aplicar de manera gradual las obligaciones que la Ley les asigna.

OCTAVA. 

Todas las disposiciones que corresponden al Código Penal y al Código de Procedimiento Penal, 
serán incluidas sin modificaciones en ambas normas cuando se proceda a su modificación.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

PRIMERA. 

Se derogan los Artículos 308 Ter (Violación en Estado de Inconsciencia), 314 (Rapto Impropio), 
315 (Con Mira Matrimonial), 316 (Atenuación), y 317 (Disposición Común), del Código Penal.

SEGUNDA. 

Se Abrogan y Derogan todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines Constitucionales.

Es dada en la Sala de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintisiete días del mes de febrero 
de dos mil trece años.
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Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Lucio Marca Mamani, Claudia Jimena Torres Chávez, Marcelina 
Chavez Salazar, Marcelo William Elío Chávez, Angel David Cortéz Villegas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los nueve días del mes de marzo del año dos mil 
trece.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana Taborga, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Luis Alberto Arce Catacora, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, Daniel 
Santalla Torrez MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y P. S. E INTERINO DE DEFENSA, Juan Carlos 
Calvimontes Camargo, Roberto Iván Aguilar Gómez, Claudia Stacy Peña Claros, Amanda Dávila 
Torres.
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LEY Nº 243
LEY DE 28 DE MAYO DE 2012

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, DECRETA:

LEY CONTRA EL ACOSO Y VIOLENCIA POLÍTICA HACIA LAS MUJERES

TÍTULO I

Disposiciones generales

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. (FUNDAMENTOS). La presente Ley se funda en la Constitución Política del Estado y 
los Tratados e Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos de las mujeres ratificados por 
el Estado Plurinacional de Bolivia.

Artículo 2. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto establecer mecanismos de prevención, 
atención, sanción contra actos individuales o colectivos de acoso y/o violencia política hacia las 
mujeres, para garantizar el ejercicio pleno de sus derechos políticos.

Artículo 3. (FINES). La presente Ley establece los siguientes fines:

1. Eliminar actos, conductas y manifestaciones individuales o colectivas de acoso y violencia 
política que afecten directa o indirectamente a las mujeres en el ejercicio de funciones político 
- públicas.
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2. Garantizar el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres candidatas, electas, designadas 
o en el ejercicio de funciones político - públicas.

3. Desarrollar e Implementar políticas y estrategias públicas para la erradicación de toda forma de 
acoso y violencia política hacia las mujeres.

Artículo 4. (ALCANCE Y APLICACIÓN). Las disposiciones de la presente Ley son de cumplimiento 
obligatorio en todos los niveles de la Organización Territorial del Estado, de todos los estantes y 
habitantes del territorio boliviano, y los lugares sometidos a su jurisdicción.

Artículo 5. (ÁMBITO DE PROTECCIÓN). La presente Ley protege a todas las mujeres candidatas, 
electas, designadas o en el ejercicio de la función político - pública.

Artículo 6. (PRINCIPIOS Y VALORES). La presente Ley se rige bajo los siguientesprincipios y 
valores:

a.	 Igualdad de oportunidades.- El Estado garantiza a todas las mujeres el ejercicio pleno de sus 
derechos políticos a participar como electoras, y elegibles para ejercer funciones político - 
públicas, en igualdad de condiciones y oportunidades.

b.	 No Violencia.- El Estado previene y sanciona cualquier forma de violencia hacia las mujeres.

c.	 No Discriminación.-  El Estado prohíbe  y sanciona toda forma de discriminación entendida 
como distinción, exclusión, desvalorización, denegación y/o restricción que tenga por objeto 
o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos políticos 
de las mujeres en la vida política - pública del país.

d.	 Equidad.- El Estado garantiza el ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres, gene-
rando las condiciones, oportunidades y medios que contribuyan a la participación equitativa y 
en igualdad de condiciones entre hombres y mujeres, aplicando la paridad y alternancia en la 
representación política - pública en todas las entidades territoriales autónomas.

e.	 Participación Política.- Se fortalece la forma democrática participativa, representativa y co-
munitaria, a través de los propios mecanismos de la sociedad civil organizada.

f.	 Control Social.- La sociedad civil organizada velará por el cumplimiento de los preceptos cons-
titucionales de paridad y alternancia, en todos los espacios del servicio público a través de las 
facultades otorgadas reconocidas y garantizadas constitucionalmente, como son la fiscaliza-
ción, supervisión, vigilancia y control.
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g.	 Despatriarcalización.- El Estado implementará un conjunto de acciones, políticas y estrategias 
necesarias para desestructurar el sistema patriarcal basado en la subordinación, desvaloriza-
ción y exclusión sustentadas en las relaciones de poder, que excluyen y oprimen a las mujeres 
en lo social, económico, político y cultural.

h.	 Interculturalidad.- El Estado boliviano fomentará la convivencia armoniosa, pacífica y de 
respeto en la diversidad cultural, institucional normativa y lingüística en el ejercicio de los 
derechos políticos y en particular de las mujeres para garantizar la dignidad e igualdad entre 
todas las personas.

i.	 Acción Positiva.- Es obligación del Estado adoptar mecanismos para disminuir las brechas de 
desigualdad entre mujeres y hombres, que buscan revertir las situaciones de inequidad, exclu-
sión, acoso y violencia política en contra de las mujeres en los diferentes espacios de participa-
ción política.

Artículo 7. (DEFINICIONES). Para efectos de aplicación e interpretación de la presente Ley se 
adoptan las siguientes definiciones:

a.	 Acoso Político.- Se entiende por acoso político al acto o conjunto de actos de presión, perse-
cución, hostigamiento o amenazas, cometidos por una persona o grupo de personas, direc-
tamente o a través de terceros, en contra de mujeres candidatas, electas, designadas o en 
ejercicio de la función político - pública o en contra de sus familias, con el propósito de acortar, 
suspender, impedir o restringir las funciones inherentes a su cargo, para inducirla u obligarla a 
que realice, en contra de su voluntad, una acción o incurra en una omisión, en el cumplimiento 
de sus funciones o en el ejercicio de sus derechos.

b. Violencia Política.- Se entiende por violencia política a las acciones, conductas y/o agresiones 
físicas, psicológicas, sexuales cometidas por una persona o grupo de personas, directamente 
o a través de terceros, en contra de las mujeres candidatas, electas, designadas o en ejercicio 
de la función político – pública, o en contra de su familia, para acortar, suspender, impedir 
o restringir el ejercicio de su cargo o para inducirla u obligarla a que realice, en contra de su 
voluntad, una acción o incurra en una omisión, en el cumplimiento de sus funciones o en el 
ejercicio de sus derechos.

Artículo 8. (ACTOS DE ACOSO Y/O VIOLENCIA POLÍTICA). Son actos de acoso y/o violencia 
política hacia las mujeres aquellos que:

a).	Impongan por estereotipos de género, la realización de actividades y tareas ajenas a las funcio-
nes y atribuciones de su cargo.
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b).	Asignen responsabilidades que tengan como resultado la limitación del ejercicio de la función 
político – pública.

c).	Proporcionen a las mujeres candidatas o autoridades electas o designadas información falsa, 
errada o imprecisa que induzca al inadecuado ejercicio de sus funciones político - públicas.

d).	Eviten por cualquier medio que las mujeres electas, titulares o suplentes, o designadas asistan 
a las sesiones ordinarias o extraordinarias o a cualquier otra actividad que implique la toma de 
decisiones, impidiendo o suprimiendo el derecho a voz y voto en igualdad de condición que los 
hombres.

e).	Proporcionen al Órgano Electoral Plurinacional, datos falsos o información incompleta de la 
identidad o sexo de la persona candidata.

f).	 Impidan o restrinjan su reincorporación al cargo cuando hagan uso de una licencia justificada.

g).	Restrinjan el uso de la palabra, en las sesiones u otras reuniones y su participación en comisiones, 
comités y otras instancias inherentes a su cargo, conforme a reglamentación establecida.

h).	 Restrinjan o impidan el cumplimiento de los derechos políticos de las mujeres que ejercen 
función político - pública o que provengan de una elección con procedimientos propios de las 
Naciones y Pueblos Indígena Originario Campesinos y Afrobolivianos.

i).	 Restrinjan o impidan el uso de las acciones constitucionales y legales para proteger sus 
derechos frente a los actos o eviten el cumplimiento de las Resoluciones correspondientes.

j).	 Impongan sanciones injustificadas, impidiendo o restringiendo el ejercicio de sus derechos 
políticos.

k).	 Apliquen sanciones pecuniarias, descuentos arbitrarios e ilegales y/o retención de salarios.

l).	 Discriminen por razones de sexo, color, edad, orientación sexual, cultura, origen, idioma, credo 
religioso, ideología, afiliación política o filosófica, estado civil, condición económica, social 
o de salud, profesión, ocupación u oficio, grado de instrucción, condición de discapacidad, 
procedencia, apariencia física, vestimenta, apellido u otras que tengan por objetivo o 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce u ejercicio en condiciones de igualdad 
de derechos humanos y libertades fundamentales reconocidas por Ley.

m).	Discriminen a la autoridad electa designada o en el ejercicio de la función político - pública, por 
encontrarse en estado de embarazo, parto o puerperio, impidiendo o negando el ejercicio de 
su mandato o el goce de sus derechos sociales reconocidos por Ley o los que le correspondan.
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n).	 Divulguen o revelen información personal y privada, de las mujeres candidatas, electas, 
designadas o en el ejercicio de funciones político - públicas, con el objetivo de menoscabar su 
dignidad como seres humanos y utilizar la misma para obtener contra su voluntad la renuncia 
y/o licencia al cargo que ejercen o postulan.

o).	 Divulguen información falsa relativa a las funciones político - públicas, con el objetivo de 
desprestigiar su gestión y obtener contra su voluntad la renuncia y/o licencia al cargo que 
ejercen o postulan.

p).	  Presionen o induzcan a las autoridades electas o designadas a presentar renuncia al cargo.

q).	  Obliguen mediante la fuerza o intimidación a las autoridades electas o designadas en el 
ejercicio de sus funciones político - públicas, suscribir todo tipo de documentos y/o avalar 
decisiones contrarias a su voluntad, al interés público o general.

Artículo 9. (NULIDAD). Serán nulos los actos realizados por mujeres candidatas, electas, 
designadas o en ejercicio de la función político - pública, cuando se originen en hechos de acoso 
o violencia política debidamente probados y que cuenten con resolución definitiva de instancias 
competentes y jurisdiccionales.

CAPÍTULO II

POLÍTICAS Y ESTRATEGIAS

Artículo 10. (POLÍTICAS Y ESTRATEGIAS). 

I.	 El Ministerio de Justicia, a través del Viceministerio de Igualdad de Oportunidades, es la instan-
cia responsable de diseñar, implementar, monitorear y evaluar políticas, estrategias y mecanis-
mos para la prevención, atención y sanción del acoso y/o violencia política hacia las mujeres 
en estricta coordinación con los diferentes Órganos del Nivel Central del Estado, las Entidades 
Territoriales Autónomas y otras instancias públicas o privadas.

II.	 El Órgano Electoral Plurinacional es el responsable de definir políticas y estrategias intercul-
turales de educación democrática con equidad de género que garanticen el ejercicio de los 
derechos políticos de las personas, en particular de las mujeres y la igualdad de oportunidades 
entre hombres y mujeres.
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Artículo 11. (MARCO AUTONÓMICO). En el marco de las Autonomías, Departamental, Regional, 
Municipal e Indígena Originario Campesina, donde la elección sea por mandato popular, los esta-
tutos autonómicos, cartas orgánicas, normas básicas institucionales, las disposiciones normativas 
y reglamentos contemplarán medidas de prevención a los actos de acoso y/o violencia política 
hacia las mujeres.

Artículo 12. (INFORMACIÓN Y CONCIENTIZACIÓN). Todos los entes públicos del Nivel Central 
de Estado y todas las Instituciones Públicas y las Entidades Territoriales Autónomas, tienen la 
obligación de realizar acciones internas de información y concientización sobre los principios y 
contenidos de la presente Ley, bajo supervisión y coordinación del Ministerio de Justicia.

TÍTULO II

INSTANCIAS COMPETENTES DE PROTECCIÓN

CAPÍTULO I

DE LAS COMPETENCIAS Y DENUNCIA

Artículo 13. (COMPETENCIA). Son instancias competentes para conocer los actos de acoso y/o 
violencia política, las autoridades, competentes y/o jurisdiccionales, según corresponda.

Artículo 14. (DENUNCIA). La denuncia podrá ser presentada por la víctima, sus familiares o 
cualquier persona natural o jurídica, en forma verbal o escrita ante las autoridades competentes.

Artículo 15. (OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR). 

I.	 Las servidoras y servidores públicos, que conozcan de la comisión de actos de acoso y/o 
violencia política hacia las mujeres candidatas, electas, designadas o en ejercicio de la función 
político – pública, tienen la obligación de denunciar el hecho ante las autoridades competentes.

II.	 En caso de que las servidoras y servidores públicos incumplan esta obligación, serán procesadas 
o procesados y sancionadas o sancionados, de acuerdo a Ley.

III.	En caso de que la denuncia sea probadamente falsa, procederá la acción correspondiente.



Ley Contra el Acoso y la Violencia Política hacia las Mujeres

77

CAPÍTULO II

VÍA ADMINISTRATIVA

Artículo 16. (VÍA ADMINISTRATIVA O DISCIPLINARIA EN INSTITUCIONES PÚBLICAS). 

I.	 En los casos de acoso y/o violencia política descritos en el Artículo 8, la víctima podrá optar por 
la vía administrativa y denunciar el caso ante la misma institución a la que pertenece el agresor, 
agresores, agresora o agresoras, a fin de abrir el proceso respectivo y aplicar las sanciones 
administrativas o disciplinarias correspondientes, de acuerdo al procedimiento dispuesto en la 
normativa vigente.

II.	 Todas las instituciones públicas aplicarán en su normativa interna las faltas previstas en la 
presente Ley.

Artículo 17. (DE LAS FALTAS Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS O  DISCIPLINARIAS). 

I.	 A efectos de la presente Ley se establecen las siguientes faltas: leves, graves, y gravísimas.

1.	 Son faltas leves las establecidas en el Artículo 8 incisos a) al c) cuya sanción será de 
amonestación escrita, bajo registro.

2.	 Son faltas graves las establecidas en el Artículo 8 de los incisos d) al h) cuya sanción será 
amonestación escrita bajo registro y descuento de hasta el veinte por ciento (20%).

3.	 Son faltas gravísimas las establecidas en el Artículo 8, incisos i) al q) de la presente Ley, 
cuya sanción será de suspensión temporal del cargo sin goce de haberes hasta treinta (30) 
días.

II.	 Se impondrá el máximo de la sanción en las faltas graves cuando concurran las siguientes 
circunstancias:

1.	 Los actos que se cometan en contra de una mujer embarazada.

2.	 El acto que se cometa en contra de una mujer mayor de sesenta años.

3.	 Los actos que se cometan en contra de mujeres sin instrucción escolarizadabásica o 
limitada.
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4.	 Cuando el autor, autora o autores, materiales o intelectuales, pertenezcan y estén en 
funciones de dirección de partidos políticos, agrupaciones ciudadanas, dirigencias orgánicas 
o de cualquier otra forma de organización política y/o sea autoridad o servidor público.

5.	 El acto que se cometa en contra de una mujer con discapacidad.

6.	 Si como resultado de los hechos, se hubiere producido el aborto.

7.	 Cuando el autor, autora o autores sean reincidentes en la comisión de actos de acoso y/o 
violencia política contra las mujeres.

8.	 Involucren a los hijos o hijas de la víctima como medio de presión para vulnerar los derechos 
de las autoridades electas.

9.	 Cuando los actos de acoso y/o violencia contra de las mujeres, sean cometidos por dos o 
más personas.

III.	Las faltas gravísimas cometidas por autoridades electas serán sancionadas con suspensión 
temporal del cargo sin goce de haberes hasta treinta (30) días.

IV.	En caso de determinarse en el proceso interno administrativo o disciplinario, indicios de res-
ponsabilidad penal, descritas por esta Ley u otros, o cuando el acoso o violencia política hacia 
las mujeres sean realizados por personas particulares o privadas, el hecho deberá ser remitido 
al Ministerio Público.

Artículo 18. (AUTONOMÍA DE LA SANCIÓN). La aplicación de las sanciones administrativas o 
disciplinarias se cumplirán sin perjuicio de la acción penal, cuando corresponda. 

CAPÍTULO III

VÍA CONSTITUCIONAL

Artículo 19. (PROCEDIMIENTO). La acción interpuesta por la vía constitucional será tramitada 
conforme a las Acciones de Defensa establecidas en la Constitución Política del Estado y las dis-
posiciones legales vigentes.
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CAPÍTULO IV

VÍA PENAL

Artículo 20. (DE LOS NUEVOS TIPOS PENALES). Incorpórese en el Código Penal los delitos de 
acoso político y violencia política contra las mujeres en el Título II Capítulo I “Delitos contra la 
Función Pública”, Artículo 148, con el siguiente texto: 

“Artículo 148 Bis. (ACOSO POLÍTICO CONTRA MUJERES).- Quien o quienes realicen actos de 
presión, persecución, hostigamiento y/o amenazas en contra de una mujer electa, designada o 
en el ejercicio de la función político - pública y/o de sus familiares, durante o después del proceso 
electoral, que impida el ejercicio de su derecho político, será sancionado con pena privativa de 
libertad de dos (2) a cinco (5) años.”

“Artículo 148 Ter. (VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA MUJERES).- Quien o quienes realicen actos 
y/o agresiones físicas y psicológicas contra mujeres candidatas, electas, designadas o en ejercicio 
de la función político – pública y/o en contra de sus familiares, para acortar, suspender e impedir 
el ejercicio de su mandato o su función, será sancionado con pena privativa de libertad de tres (3) 
a ocho (8) años.

En casos de actos o agresiones sexuales contra las mujeres candidatas, electas, designadas o en 
ejercicio de la función político – pública, se sancionará conforme dispone este Código Penal.”

Artículo 21. (PROCEDIMIENTO).

I.	 Los delitos de acoso y violencia política, serán denunciados ante el Ministerio Público y some-
tidos a la jurisdicción ordinaria de acuerdo a normativa procesal penal vigente.

II. Cuando el caso así lo exija se establecerán los mecanismos de coordinación y cooperación con 
la Jurisdicción Indígena Originaria Campesina.

Artículo 22. (DE LAS AGRAVANTES). Los delitos de acoso y violencia política contra las mujeres 
se agravarán con un tercio de la pena en los casos descritos en el Artículo 17, parágrafo II de la 
presente Ley.

Artículo 23. (PROHIBICIÓN DE CONCILIACIÓN). Queda prohibida la conciliación en los delitos de 
acoso y/o violencia política contra las mujeres.
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CAPÍTULO V

INSTANCIA ELECTORAL

Artículo 24. (RENUNCIA). A efectos de aplicación de la presente Ley, las candidatas electas y/o 
en el ejercicio de la función político - pública deberán presentar renuncia a su candidatura o titu-
laridad del cargo que ejercen en primera instancia al Órgano Electoral Plurinacional.

Artículo 25. (PROCEDIMIENTO). Las autoridades y/o servidores o servidoras públicas del Órgano 
Electoral que tengan conocimiento de la comisión de actos de acoso y violencia política, remitirán 
los antecedentes, bajo responsabilidad, al Ministerio Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. 

A los efectos de la presente Ley, quedan modificados los Artículos 31, 33 y 36 de la Ley Nº 2028 
de 28 de octubre de 1999 de Municipalidades, en los siguientes términos:

a).	Se modifica el parágrafo segundo del Artículo 31 (Concejales Suplentes) según el siguiente 
texto:

“Artículo 31 (Concejales Suplentes) 

II.	 Los y las suplentes asumirán la titularidad cuando los o las Concejales Titulares dejen 
sus funciones en forma temporal, por acusación formal o ante renuncia o impedimento 
definitivo o en caso de haber sido elegidos/as Alcaldes/as.

Ante la ausencia del titular por licencia, suspensión o impedimento definitivo de acuerdo al 
plazo establecido en el Reglamento Interno de cada Concejo Municipal, el o la Presidenta del 
Concejo convocará y habilitará a los o las Concejales suplentes. 

En caso de omisión del titular, el o la presidente o presidenta del Concejo Municipal 
comunicará al o la suplente que ejercerá el cargo vacante de forma temporal o definitiva, 
según corresponda, sin más requisito que la presentación de su Credencial de Concejal (a), 
ante el Pleno del Concejo Municipal.”
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b).	Se incorpora el numeral 5 al Artículo 33 (Faltas), con el siguiente texto:

“5. Incurrir en actos de acoso o violencia política contra una mujer candidata, electa, designada 
o en función de un cargo público municipal.”

c).	Se incorpora como segundo párrafo del parágrafo II al Artículo 36 (Resolución Ante la 
Denuncia) según el siguiente texto:

“II. En caso de determinar responsabilidad por actos de acoso y violencia política, deberá remitirse 
esta resolución, de oficio o a petición de la víctima, a la autoridad electoral.”

SEGUNDA. 

Se modifica el Artículo 19 del Código de Procedimiento Penal, con el siguiente texto:

“Artículo 19. (Delitos de acción pública a instancia de parte). Son delitos de acción pública a 
instancia de parte: el abandono de familia,  incumplimiento de deberes de asistencia, abandono 
de mujer embarazada, violación, abuso deshonesto estupro, rapto impropio, rapto con mira 
matrimonial, corrupción de mayores, proxenetismo, acoso y violencia política.”

TERCERA. 

La presente Ley entrará en vigencia, a partir de la fecha de su publicación.

CUARTA. 

Las organizaciones políticas y sociales, en el plazo de 180 días a partir de la vigencia de la presente 
Ley, incorporarán en sus estatutos y reglamentos internos disposiciones referidas a la prevención, 
atención y sanción a los actos de acoso y violencia política hacia las mujeres; además deberán 
incorporar disposiciones específicas que promuevan y garanticen la participación política en 
igualdad de condiciones entre mujeres y hombres.

QUINTA. 

A efectos de dar cumplimiento al parágrafo II del Artículo 16, se otorga el plazo de noventa (90) 
días a partir de la publicación de la presente Ley, a objeto de que las instituciones públicas modifi-
quen sus reglamentos internos, de personal, disciplinarios u otros que correspondan, incluyendo 
como faltas los actos descritos en el Artículo 8 de la presente Ley y sus sanciones.
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DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA.

A efectos de la presente Ley se dispone que el Órgano Electoral Plurinacional deberá adoptar la 
reglamentación necesaria para garantizar la alternancia y paridad de los procesos de habilitación 
extraordinaria de suplencias.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA

ÚNICA.

Quedan abrogadas las disposiciones de igual o inferior rango que sean contrarias a la presente 
Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintiún días del mes 
de mayo del año dos mil doce.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Rebeca Elvira Delgado Burgoa, Mary Medina Zabaleta, María Elena Méndez 
León, Luis Alfaro Arias, Ángel David Cortés Villegas.

 

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

 

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiocho días del mes de mayo de dos mil doce años.

 

FDO. EVO MORALES AYMA, Juan Ramón Quintana Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Cecilia Luisa 
Ayllón Quinteros, Claudia Stacy Peña Claros, Nardy Suxo Iturry.
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LEY Nº 263
LEY DE 31 DE JULIO DE 2012

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, DECRETA:

LEY INTEGRAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto combatir la Trata y Tráfico de Personas, 
y delitos conexos, garantizar los derechos fundamentales de las víctimas a través de la consolida-
ción de medidas y mecanismos de prevención, protección, atención, persecución y sanción penal 
de estos delitos.

ARTÍCULO 2. (MARCO NORMATIVO). La presente Ley se desarrolla en el marco de la  Consti-
tución Política del Estado, los instrumentos, tratados y convenios internacionales de derechos 
humanos sobre Trata y Tráfico de Personas, ratificados por Bolivia.

ARTÍCULO 3. (FINES). La presente Ley establece los siguientes fines:

1.	 Establecer medidas de prevención de delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

2. 	 Implementar y consolidar políticas públicas de protección, atención y reintegración integral, 
para las víctimas de los delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

3. 	Fortalecer la respuesta del sistema judicial penal contra los delitos de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.
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4.	  Promover y facilitar la cooperación nacional e internacional para alcanzar el objetivo estable-
cido en la presente Ley.

ARTÍCULO 4. (ÁMBITO Y ALCANCE). La presente Ley se aplica:

a.	 A todas las bolivianas y bolivianos, o extranjeras y extranjeros que se encuentren en el territo-
rio del Estado Plurinacional de Bolivia y a los lugares sometidos a su jurisdicción.

b. 	A bolivianas y bolivianos que se encuentren en territorio extranjero como víctimas de Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 5. (PRINCIPIOS Y VALORES). La presente Ley se rige por los siguientes principios y 
valores:

1. 	Dignidad y Libertad. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad.

2. 	Prioridad Social. Las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, tendrán 
atención y protección integral prioritaria en todas las entidades públicas y privadas.

3. 	Gratuidad. El Estado garantiza a las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, 
el acceso gratuito a la prestación de servicios integrales y a la administración de justicia.

4. 	 Interés Superior del Niño, Niña y Adolescente. Es deber del Estado, la sociedad y la familia  
garantizar la prioridad del interés superior del niño, niña y adolescente.

5. 	Celeridad. El Estado garantiza la prestación del servicio integral a las víctimas de los delitos de 
Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, de manera oportuna, eficaz y sin dilaciones.

6. 	Confidencialidad. El Estado garantiza la reserva y resguardo de la identidad, la imagen e 
información de las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

7. 	Revictimización. Las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, no serán 
sometidas a procedimientos reiterados que puedan afectar su dignidad y sus derechos.

8. 	Presunción de Nacionalidad. Cuando no se establezca la nacionalidad de la víctima de Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos, se presumirá la nacionalidad boliviana, en tanto no se 
pruebe lo contrario.

9. 	No Discriminación. El Estado garantiza la protección de todas las víctimas de Trata  y Tráfico 
de Personas, y delitos conexos, y el goce de sus derechos fundamentales sin distinción de 
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edad, sexo, nacionalidad, cultura, identidad, situación migratoria, orientación sexual, estado 
de salud y cualquier otra condición.

10.	Integración y Cooperación Internacional. El Estado procurará y fortalecerá la integración, 
coordinación y cooperación internacional bilateral, multilateral y regional, para la lucha contra 
la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

11.	Interculturalidad y Armonía. El Estado garantiza la expresión y convivencia de la diversi-
dad cultural, institucional y lingüística, para una coexistencia armónica y equilibrada de la 
sociedad.

ARTÍCULO 6. (DEFINICIONES). Para los efectos de interpretación y aplicación de la presente Ley, 
se adoptan las siguientes definiciones:

1.	 Abuso de una Situación de Vulnerabilidad. Es aprovechar o tomar ventaja de Situaciones de: 
adicción a cualquier sustancia, enfermedad, embarazo, ingreso o permanencia migratoria 
irregular, precariedad en la supervivencia social, discapacidad física o psíquica, invalidez, 
niñez y adolescencia, para su sometimiento con fines de Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos.

2.	 Explotación. Es la obtención de beneficios económicos o de otra naturaleza a través de la par-
ticipación forzada de otra persona en: actos de prostitución, explotación sexual y/o laboral, 
peores formas de trabajo infantil, formas de servidumbre por deudas y otros, trabajo forzoso, 
venta y extracción ilícita de fluidos, tejidos, células u otros órganos del ser humano.

3.	 Servidumbre. Es un estado de dependencia o sometimiento de la voluntad en el que el víctima-
rio induce u obliga a la víctima a realizar actos, trabajos o servicios con fines diversos, mediante 
engaño, amenazas, coacción u otras formas de violencia.

4.	 Servidumbre por Deudas. Es todo trabajo o servicio que se exige a una persona que no tiene 
elección ni conocimiento sobre las consecuencias que tienen los préstamos o anticipos salaria-
les que recibe, generando su sujeción y sometimiento.

5.	 Servidumbre Costumbrista. Es la acción por la que una persona es sometida o explotada por 
otra, bajo vínculos asociados a prácticas costumbristas y tradicionales del lugar, como el padri-
nazgo, compadrazgo, cualquier otro vínculo espiritual o relación de empatronamiento.

6.	 Matrimonio Servil. Es la explotación laboral y/o sexual de un miembro de la pareja e implica 
situaciones de esclavitud, aislamiento, control y violencia física, sexual y reproductiva.
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7.	G uarda y Adopción Ilegales. Es el procedimiento de guarda y adopción de niños, niñas y  ado-
lescentes que se realiza sin el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentos estipulados 
en la normativa nacional y en los instrumentos internacionales.

8.	 Trabajo Forzoso. Es cualquier labor o servicio desempeñado por una persona, bajo la amenaza 
o coacción, con o sin el consentimiento de la persona. El otorgar salarios u otras compensacio-
nes no significa necesariamente que el trabajo no sea forzado u obligado.

9.	 Amenaza. Es la coacción que se ejerce hacia la víctima mediante la violencia o restricción 
física o psicológica, para que no presente denuncia ante las autoridades competentes, por 
temor a una pérdida de trabajo, no pago de salarios, sanción económica por deudas, intimida-
ción a la familia u otras.

10.	Turismo Sexual. Es la utilización de personas para ofertarlas en servicios sexuales relaciona-
dos con: paquetes turísticos, culturales o naturales, promocionados a través de mensajes e 
imágenes de carácter erótico difundidos por cualquier medio de telecomunicación, tecnolo-
gía de información y medios de comunicación.

11.	Mendicidad Forzada. Consiste en forzar a un niño, niña, adolescente o persona adulta, a pedir 
dinero u otros beneficios en la calle o cualquier otro lugar público o privado, a favor de un 
tercero.

TÍTULO II

ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA INSTITUCIONAL  CONTRA 
LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS, Y DELITOS CONEXOS

CAPÍTULO I

CONSEJO PLURINACIONAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS

ARTÍCULO 7. (CONSEJO PLURINACIONAL CONTRA LA TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS). 
Se crea el Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, como instancia máxima 
de coordinación y representación, para formular, aprobar y ejecutar la Política Plurinacional de 
Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, sin discriminación, con equidad de 
género, generacional e interculturalidad.
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ARTÍCULO 8. (CONFORMACIÓN Y ESTRUCTURA).

I.	 El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas estará conformado por:

1.	 El Órgano Ejecutivo a través de los siguientes Ministerios:

a.	 Ministerio de Justicia.

b.	 Ministerio de Relaciones Exteriores.

c.	 Ministerio de Gobierno, Dirección General de Trata y Tráfico de Personas, y Policía Boli-
viana.

d.	 Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social.

e.	 Ministerio de Educación.

f. 	 Ministerio de Comunicación.

g.	 Ministerio de Salud y Deportes.

h.	 Ministerio de Planificación del Desarrollo.

i. 	 Ministerio de Economía y Finanzas Públicas

2.	 Instituciones de defensa de la sociedad:

a.	 Representación del Ministerio Público.

b.	 Representación de la Defensoría del Pueblo.

3.	 Sociedad civil organizada, de acuerdo a reglamentación.

II.	 El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, tendrá la siguiente estructura de  
funcionamiento:

1. Plenario del Consejo.

2. Presidencia del Consejo.

3. Secretaría Técnica.
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ARTÍCULO 9. (PLENARIO DEL CONSEJO Y SEDE).

I. El Plenario del Consejo Plurinacional, constituye la instancia superior de coordinación, concer-
tación, cooperación, aprobación y ejecución de las políticas y estrategias, conformado por las 
instituciones enumeradas en el Artículo 8 de la presente Ley.

II. La Presidencia del Consejo Plurinacional, convocará anualmente al menos a tres sesiones ordi-
narias del plenario y a sesiones extraordinarias.

III. 	El Ministerio de Justicia se constituye en la sede del Consejo Plurinacional. Alternativamente 
las sesiones podrán ser convocadas en un lugar distinto.

ARTÍCULO 10. (ATRIBUCIONES). El Consejo Plurinacional, tiene las siguientes atribuciones:

1.	 Formular y aprobar la Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos, así como el Plan Nacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos.

2.	 Diseñar políticas y estrategias que coadyuven a la lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, 
y delitos conexos.

3.	 Ejecutar en el nivel central, concurrentemente con las entidades territoriales autónomas, las 
políticas y estrategias de prevención para la lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos, en el marco de sus respectivas competencias.

4.	 Diseñar los mecanismos y herramientas adecuadas de coordinación entre los Órganos Ejecu-
tivo, Legislativo, Judicial y Electoral, entidades territoriales autónomas, organismos de coope-
ración internacional, instituciones públicas involucradas y la sociedad civil, para efectivizar el 
objetivo y fines de la presente Ley.

5.	 Gestionar recursos económicos para la implementación de la Política y el Plan Plurinacional de 
Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

6.	 Realizar el seguimiento y evaluación a la ejecución de la Política Plurinacional de Lucha contra 
la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, a través del observatorio creado para tal 
efecto.

7.	 Coordinar acciones con organismos internacionales y de integración regional en materia de 
Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, en el marco de los derechos humanos y lucha 
contra la corrupción.



Ley Integral Contra la Trata y Tráfico Personas

91

8.	 Coordinar acciones con los Consejos Departamentales contra la Trata y Tráfico de Personas.

9.	 Supervisar, evaluar y recomendar acciones a instituciones gubernamentales y privadas que 
brindan atención, protección y defensa a víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos.

10.	Informar una vez al año a la Cámara de Diputados de la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
sobre  la ejecución de la Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, 
y delitos conexos.

11.	Otras funciones que asigne el Consejo Plurinacional para el cumplimiento del objeto y los fines 
de la presente Ley, de acuerdo a Reglamento. 

ARTÍCULO 11. (PRESIDENCIA DEL CONSEJO).

I.	 La Ministra o el Ministro de Justicia presidirá el Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico 
de Personas, y a los efectos de la implementación y evaluación de la política y estrategia coor-
dinará con:

1.	 Autoridades del nivel central y de las entidades territoriales autónomas.

2.	 Organizaciones e instituciones de la sociedad civil que trabajan en el tema de Trata y Tráfico 
de Personas.

3.	 Organismos de cooperación internacional.

II.	 La Presidencia del Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas administrará los  
recursos de las fuentes de financiamiento en una cuenta especial, conforme a Reglamento.

ARTÍCULO 12. (SECRETARÍA TÉCNICA DEL CONSEJO). El Ministerio de Justicia ejercerá la Se-
cretaría Técnica del Consejo Plurinacional, a través del Viceministerio que corresponda, que  las 
siguientes funciones:

1.	 Prestar asesoramiento técnico-operativo, administrativo y logístico al Consejo Plurinacio-
nal.

2.	 Preparar los asuntos que serán considerados en el plenario.

3.	 Coordinar con las entidades territoriales autónomas en la implementación de las políticas y 
estrategias en el marco de la presente Ley.
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4.	 Otras establecidas de acuerdo a Reglamento.

ARTÍCULO 13. (FUENTES DE FINANCIAMIENTO). Para el cumplimiento del objeto y los fines de 
la presente Ley:

1. 	El Órgano Ejecutivo, en el marco de sus competencias, garantizará progresivamente la 
asignación de recursos del Tesoro General del Estado a través del presupuesto de las enti-
dades públicas responsables.

2.	 El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas se encargará de gestionar el 
financiamiento de recursos ante los organismos internacionales y otros, en el marco de la 
Política y Estrategia Plurinacional.

3. 	Los recursos resultantes de la confiscación de bienes provenientes de delitos de Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos, dispuesta en sentencia ejecutoriada, conforme a 
disposiciones legales vigentes.

4. 	El nivel central, las entidades territoriales autónomas e instituciones descentralizadas 
asignarán en su presupuesto de planificación operativa anual los recursos económicos 
necesarios y suficientes.

ARTÍCULO 14. (DIRECCIÓN GENERAL). Se crea en la estructura del Órgano Ejecutivo la Dirección 
General de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas, dependiente del Ministerio de Gobierno.

SECCIÓN I

CONSEJOS DEPARTAMENTALES CONTRA LA TRATA  Y TRÁFICO DE 
PERSONAS

ARTÍCULO 15. (CONSEJOS DEPARTAMENTALES). En cada departamento se creará un Consejo 
Departamental contra la Trata y Tráfico de Personas como instancia máxima de coordinación y 
representación departamental, para formular, aprobar y ejecutar la Política Departamental de 
Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, sin discriminación, con equidad de 
género, generacional e interculturalidad.

ARTÍCULO 16. (CONFORMACIÓN).

I.	 Los Consejos Departamentales contra la Trata y Tráfico de Personas, estarán integrados por:
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1.	 La Gobernadora o el Gobernador del departamento.

2. 	Las Alcaldesas o los Alcaldes de ciudades capitales, ciudades intermedias y municipios fron-
terizos del departamento, según corresponda. En el Consejo Departamental de La Paz, 
también participará la alcaldesa o el alcalde de la ciudad de El Alto.

3. 	La o el Comandante Departamental de la Fuerza Especial de Lucha Contra el Crimen.

4. 	La Jefa o el Jefe Departamental de Trabajo.

5. 	La Directora o el Director Departamental de Migración.

6. 	La Directora o el Director del Servicio Departamental de Educación

7. 	La Directora o el Director del Servicio Departamental de Gestión Social.

8. 	La o el Fiscal Departamental.

9. 	La o el Representante Departamental de la Defensoría del Pueblo.

10.	Representantes de la sociedad civil organizada, de acuerdo a reglamentación.

11.	Otros según Reglamento del Consejo Departamental.

II.	 La Gobernadora o el Gobernador del departamento preside el Consejo Departamental, a los 
efectos de la implementación y evaluación de la Política y Estrategia de Prevención, Atención, 
Protección y Reintegración Integral.

III.	La estructura y funcionamiento del Consejo Departamental serán establecidos mediante 
Reglamento.

ARTÍCULO 17. (ATRIBUCIONES). Los Consejos Departamentales, tienen las siguientes 
atribuciones:

1.	 Formular el Plan Departamental de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, en sujeción 
a la  Política Plurinacional y al Plan Nacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, 
y delitos conexos.

2.	 Implementar y ejecutar la Política Departamental de Prevención, Atención, Protección y  
Reintegración Integral de las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, en 
el marco de sus competencias.
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3.	 Realizar el seguimiento y evaluación a la implementación de las Políticas y Estrategias 
Plurinacionales de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, en el 
departamento.

4.	 Coordinar con el Consejo Plurinacional, entidades territoriales autónomas e instituciones 
públicas y privadas.

5.	 Elaborar y aprobar su Reglamento interno.

ARTÍCULO 18. (CONTROL SOCIAL). En el marco de la Constitución Política del Estado, la sociedad 
civil organizada ejercerá el control social a la implementación de las políticas y estrategias, y del 
Plan Nacional de Lucha Contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, en todos los 
niveles del Estado.

CAPÍTULO II

MECANISMOS DE PREVENCIÓN

ARTÍCULO 19. (PREVENCIÓN).

I.	 Son mecanismos de prevención, las políticas y estrategias en los siguientes ámbitos:

1.	  Educativo.

2. 	Comunicacional.

3.	 Laboral.

4.	 Seguridad ciudadana.

II.	 Las entidades territoriales autónomas incorporarán estos ámbitos en sus políticas y estrategias, 
como mecanismos de prevención.
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SECCIÓN I

ÁMBITO EDUCATIVO

ARTÍCULO 20. (ÁMBITO EDUCATIVO FORMAL).

I.	 El Ministerio de Educación diseñará y aplicará programas, campañas educativas y otros para la 
prevención de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, con enfoque de interculturalidad, 
género y generacional en todo el sistema preescolar, primario, secundario, superior y otros 
niveles de formación académica.

II.	 Las universidades públicas y privadas aportarán con investigaciones y campañas informativas.

III.	La Escuela de Formación de Maestros, la Escuela de Gestión Pública Plurinacional, la 
Academia Diplomática, la Universidad Policial, la Universidad Militar e Institutos de Postgrado, 
incorporarán a su currícula la temática de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

IV.	La Escuela de Jueces y la Escuela de Fiscales, obligatoriamente diseñarán y ejecutarán cursos de 
capacitación e información relacionados a la temática, en especial: legislación vigente nacional 
e  organizado nacional y transnacional, las herramientas de investigación y judicialización 
existentes, y asistencia judicial recíproca internacional. Esta capacitación deberá ser extensiva 
a todos los operadores de la administración de justicia.

ARTÍCULO 21. (ÁMBITO EDUCATIVO NO FORMAL).

I.	 Las entidades territoriales autónomas, de acuerdo a sus competencias, tienen la obligación 
de desarrollar mecanismos de información y sensibilización dirigidos a la ciudadanía contra 
la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, respetando identidades culturales, sin 
discriminación.

II.	 El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas organizará y desarrollará, en 
coordinación con las entidades territoriales autónomas, consejos departamentales y las 
instituciones descentralizadas, procesos de capacitación, información, sensibilización y 
concientización contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, dirigidos a servidoras 
y servidores públicos.

III.	La Defensoría del Pueblo en coordinación con el Ministerio Público, Policía Boliviana, 
Defensorías de la Niñez y Adolescencia, sociedad civil organizada y otras instituciones, 
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impulsará, organizará y desarrollará actividades de información y concientización dirigidas a la 
ciudadanía contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

IV.	Las instituciones privadas que desarrollan actividades vinculadas a la lucha contra la Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos, realizarán actividades de información y sensibilización, 
respetando las identidades culturales.

SECCIÓN II

ÁMBITO COMUNICACIONAL

ARTÍCULO 22. (ÁMBITO COMUNICACIONAL).

I.	 En el marco de la Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos, el Ministerio de Comunicación diseñará e implementará una estrategia 
comunicacional intercultural, en todo el territorio boliviano, con el fin de informar, sensibilizar 
y concientizar sobre los riesgos, causas, consecuencias y modalidades de la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.

II.	 Las entidades territoriales autónomas también adoptarán políticas y estrategias 
comunicacionales en sus jurisdicciones, para garantizar que la información sobre la temática 
llegue a toda la población.

III.	En el marco de la responsabilidad social, los proveedores de servicios de telecomunicaciones 
y tecnologías de información y comunicación, públicos y privados, deben promover y difundir 
información preventiva contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 23. (MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL).

I.	 Los medios de comunicación social deben contribuir a la lucha contra la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos, a través de:

1.	 Campañas de prevención contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

2.	 La prohibición de difundir mensajes o contenidos que promuevan la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.
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3.	 La incorporación de franjas horarias obligatorias de prevención y difusión de la presente 
Ley, informando a la sociedad sobre medidas de protección y atención, sin discriminación, 
con equidad de género, generacional e interculturalidad.

4.	 Difusión gratuita en espacios informativos en aquellos casos de desaparición de personas.

II. Los medios de comunicación respetarán la dignidad, el derecho a la intimidad y privacidad de 
las víctimas y el principio de confidencialidad previsto en la presente Ley.

III. Con la finalidad de prevenir los delitos señalados en la presente Ley, todos los avisos de oferta 
sexual, deberán ser reguladas precautelando la dignidad de las personas, prohibiendo el uso de 
imágenes de desnudos parciales o totales de mujeres u hombres, con la utilización de mensajes 
que den referencia del origen regional, local o nacional de las personas, y garantizando que en 
ningún caso se trate de niños, niñas y adolescentes.

IV. El Ministerio de Comunicación, será responsable de verificar el cumplimiento de esta 
disposición, requerir las prohibiciones e imponer las sanciones administrativas que corresponda 
a los medios de comunicación, conforme a Reglamento.

SECCIÓN III

ÁMBITO LABORAL

ARTÍCULO 24. (SERVICIO PÚBLICO DE EMPLEO).

I.	 El Estado a través del Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social es el responsable de 
organizar e implementar el Servicio Público de Empleo, para la prevención de la Trata y Tráfico 
de Personas, y delitos conexos, y la reinserción socioeconómica de la víctima.

II.	 Todos los servicios de intermediación laboral de carácter público a nivel departamental y 
municipal, deberán contemplar en su normativa preceptos de prevención y protección contra 
la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 25. (AGENCIAS PRIVADAS DE EMPLEO).

I.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social mediante reglamentación específica 
determinará los requisitos para su funcionamiento, derechos, obligaciones, inspecciones, 
prohibiciones y sanciones a efectos de prevenir la Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos.
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II.	 Todos los casos de intermediación laboral que se originen en territorio boliviano, cuyo destino 
sea el exterior del país, deberán necesariamente ser autorizados y registrados por el Ministerio 
de Trabajo, Empleo y Previsión Social.

III.	Todas las entidades privadas que contraten servicios de personas extranjeras deberán regis-
trar los contratos de trabajo en el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social.

IV.	Las Agencias Privadas de Empleo, bajo ningún concepto podrán exigir a las y los trabajadores 
el pago de comisiones, retener sus documentos de identidad o de viaje, suscribir acuerdos de 
exclusividad, ni otorgarles pagos anticipados en dinero o especie. El pago por los servicios de 
estas agencias, será cancelado exclusivamente por el empleador.

SECCIÓN IV

ÁMBITO DE SEGURIDAD CIUDADANA

ARTÍCULO 26. (SEGURIDAD CIUDADANA).

I.	 El objeto, principios, valores y fines establecidos en la presente Ley forman parte de la política 
de seguridad ciudadana del Estado Plurinacional de Bolivia.

II.	 El Ministerio de Gobierno en coordinación con el Instituto Nacional de Estadística y otras en-
tidades públicas y privadas a nivel nacional, departamental y municipal, crearán un sistema de 
información y estadísticas que permita el registro de datos sobre delitos de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.

III.	El Ministerio de Gobierno, a través del Observatorio de Seguridad Ciudadana, realizará se-
guimiento y evaluación del cumplimiento de metas e indicadores de lucha contra la Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 27. (CONTROLES MIGRATORIOS). Para el ingreso, salida y permanencia del territo-
rio boliviano de personas nacionales y extranjeras, en especial de niños, niñas y adolescentes, el 
Ministerio a cargo de la Dirección General de Migración, en coordinación con las instituciones 
involucradas, deberá:

1.	 Diseñar e implementar protocolos de actuación nacional e internacional para la detección 
temprana de situaciones de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.
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2.	 Denunciar de forma inmediata ante las autoridades competentes aquellos hechos que 
puedan constituir delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, para su 
investigación.

3.	 Coordinar acciones con las entidades públicas que atienden y protegen a personas víctimas 
de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

CAPÍTULO III

MECANISMOS DE PROTECCIÓN, ATENCIÓN  Y REINTEGRACIÓN DE VÍCTIMAS

ARTÍCULO 28. (REVICTIMIZACIÓN).

I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia adoptará las medidas necesarias para evitar la revictimización  
de quienes hubieran sido sometidos a Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos. Estas 
medidas serán aplicadas en las políticas y estrategias de prevención, protección, atención, re-
integración y persecución penal.

II.	 Las servidoras y los servidores públicos, administradoras y administradores de justicia, fiscales, 
investigadoras e investigadores y médicos forenses, precautelarán los derechos, la dignidad y 
libertad de las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

III.	El Ministerio Público, en coordinación con el Ministerio de Justicia, adoptará un Protocolo 
Único de Atención Especializada a Víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y la ruta de inter-
vención, que será uniforme y aplicable en todo el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia, 
con validez y eficacia probatoria, evitando la revictimización, mediante interrogatorios redun-
dantes, careos, múltiples exámenes forenses u otras formas.

IV.	Las instituciones públicas y privadas que correspondan darán especial tratamiento a niños, 
niñas y adolescentes víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, a fin de no 
afectar su desarrollo integral.

ARTÍCULO 29. (PROTECCIÓN). La Política Plurinacional de Lucha contra la Trata y Tráfico de 
Personas incluirá un Programa de Protección, que contemplará las siguientes medidas:

1.	 Proteger el derecho a la intimidad, privacidad y guardar en absoluta reserva la identidad de 
las víctimas, testigos y denunciantes, así como de su entorno familiar. 
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2.	 Adoptar las Cámaras Gessell para su uso obligatorio durante el proceso de investigación.

3.	 Precautelar la dignidad de las víctimas en todas las etapas del proceso de investigación y 
juicio oral, así como en programas de reinserción.

4.	 Posibilitar el cambio de identidad de las víctimas, testigos, denunciantes o familiares, 
cuando consideren que sus vidas están en peligro, previo consentimiento y/o autorización, 
en coordinación con las instituciones públicas competentes y en estricta reserva.

5.	 Posibilitar el cambio de residencia temporal, cuando corresponda.

6. 	Brindar seguridad y protección temporal en el entorno familiar y actividades propias que 
desarrolle la víctima.

ARTÍCULO 30. (PROTECCIÓN A NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES). Además de las medidas dis-
puestas en la presente Ley:

1.	 Los niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, recibirán cuidados y atención 
especializados, adecuados e individualizados.

2.	 Los niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, deberán ser escuchados y sus opiniones 
tomadas en cuenta. La autoridad deberá informarles sobre todas las acciones que les 
afectan en cada etapa del proceso.

3.	 En los casos de duda en los que no se establezca la edad de la víctima de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos, se presumirá su minoridad en tanto no se pruebe lo contrario.

4.	 La atención a los niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, estará a cargo de 
profesionales especializados y se realizará de conformidad con sus necesidades y 
características especiales.

5.	 La información podrá proporcionarse a los niños, niñas y adolescentes, víctimas o testigos, 
por conducto de su tutor o tutora legal, o si éste fuera el supuesto responsable de la 
comisión del delito, a una persona de apoyo.

6.	 La información se proporcionará a los niños, niñas y adolescentes víctimas en su idioma y 
de manera comprensible.

7.	 En el caso de niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, las entrevistas, los exámenes y 
otro tipo de investigaciones estarán a cargo de profesionales especializados, y se realizarán 
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en un entorno adecuado y en Cámaras Gessell, en su idioma y en presencia de su padre o 
madre, su tutor o tutora legal o una persona de apoyo. 

8.	 En el caso de niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos, las actuaciones judiciales se 
realizarán en audiencia reservada, sin presencia de medios de comunicación.

9.	 Durante el proceso judicial, los niños, niñas y adolescentes recibirán el apoyo de la Unidad 
de Atención Especializada a las Víctimas y Testigos del Ministerio Público.

ARTÍCULO 31. (ATENCIÓN Y REINTEGRACIÓN).

I.	 El nivel central y las entidades territoriales autónomas, deben garantizar la atención física y 
psicológica, y la reintegración, social, económica y cultural de víctimas de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.

II.	 Las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus competencias, crearán Centros de 
Acogida especializados para la atención y la reintegración a víctimas de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 32. (TRASLADO DE VÍCTIMAS). Los operadores del servicio de transporte de pasa-
jeros, deberán trasladar de forma gratuita a las víctimas de Trata y Tráfico de Personas, y delitos 
conexos, cuando decidan retornar a su lugar de origen u otro distinto.

ARTÍCULO 33. (INSERCIÓN LABORAL). El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, a 
través del Servicio Público de Empleo, adoptará un programa especial que viabilice la inserción 
laboral de la víctima de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, de acuerdo a Reglamento.

TÍTULO III

PERSECUCIÓN PENAL

CAPÍTULO I

DELITOS DE TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS Y OTROS CONEXOS.

ARTÍCULO 34. (MODIFICACIONES AL CÓDIGO PENAL). Se modifican los Artículos 178, 281 bis, 
321, 321 bis y 323 bis del Código Penal, con el siguiente texto:
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“ARTÍCULO 178. (OMISIÓN DE DENUNCIA). El servidor o servidora pública que en razón de su 
cargo, teniendo la obligación de promover la denuncia de delitos y delincuentes, dejare de hacerlo, 
recibirá una pena privativa de libertad de uno (1) a tres (3) años. 

Si el delito tuviere como víctima a un niño, niña o adolescente, la pena se aumentará en un tercio.”

“ARTÍCULO 281 Bis. (TRATA DE PERSONAS).

I.	 Será sancionado con privación de libertad de diez (10) a quince (15) años, quien por  cual-
quier medio de engaño, intimidación, abuso de poder, uso de la fuerza o cualquier forma de 
coacción, amenazas, abuso de la situación de dependencia o vulnerabilidad de la víctima, la 
concesión o recepción de pagos por si o por tercera persona realizare, indujere o favoreciere la 
captación, traslado, transporte, privación de libertad, acogida o recepción de personas dentro 
o fuera del territorio nacional, aunque mediare el consentimiento de la víctima, con cualquie-
ra de los siguientes fines:

1.	 Venta u otros actos de disposición del ser humano con o sin fines de lucro.

2.	 Extracción, venta o disposición ilícita de fluidos o líquidos corporales, células, órganos o 
tejidos humanos.

3.	 Reducción a esclavitud o estado análogo.

4.	 Explotación laboral, trabajo forzoso o cualquier forma de servidumbre.

5.	 Servidumbre costumbrista.

6.	 Explotación sexual comercial.

7.	 Embarazo forzado.

8.	 Turismo sexual.

9.	 Guarda o adopción.

10.	Mendicidad forzada.

11.	Matrimonio servil, unión libre o de hecho servil.

12.	Reclutamiento de personas para su participación en conflictos armados o sectas religiosas.

13.	Empleo en actividades delictivas.



Ley Integral Contra la Trata y Tráfico Personas

103

14.	Realización ilícita de investigaciones biomédicas.

II.	 La sanción se agravará en un tercio cuando:

1.	 La autora o el autor, o partícipe, sea cónyuge, conviviente o pareja de la víctima, tenga pa-
rentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, tenga a su cargo 
la tutela, custodia, curatela o educación de la víctima.

2.	 La autora o el autor sea servidora o servidor público, goce de inmunidad diplomática, o sea 
profesional médico o a fin.

3.	 Se utilicen drogas, medicamentos o armas.

III.	La sanción será de quince (15) a veinte (20) años cuando la víctima fuere un niño, niña o 
adolescente, persona con discapacidad física, enfermedad o deficiencia psíquica, mujer em-
barazada, o el autor sea parte de una organización criminal, se produzca una lesión gravísima 
o se ponga en peligro la vida, la integridad o la seguridad de la víctima.

IV.	Si a causa del delito se produce la muerte de la víctima, se impondrá la sanción prevista para 
el delito de asesinato.”

“ARTÍCULO 321. (PROXENETISMO).

I.	 Quien mediante engaño, abuso de una situación de necesidad o vulnerabilidad, de una 
relación de dependencia o de poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimida-
ción o coerción, para satisfacer deseos ajenos o con ánimo de lucro o beneficio promoviere, 
facilitare o contribuyere a la prostitución de persona de uno u otro sexo, o la que obligare a 
permanecer en ella, será sancionado con privación de libertad de diez (10) a quince (15) 
años.

II.	 La pena privativa de libertad será de doce (12) a dieciocho (18) años cuando la víctima fuere 
menor de dieciocho (18) años de edad, persona que sufra de cualquier tipo de discapacidad.

III.	La pena privativa de libertad será de quince (15) a veinte (20) años, si la víctima fuere menor 
de catorce (14) años de edad, aunque fuere con su consentimiento y no mediaren las cir-
cunstancias previstas en el parágrafo I, o el autor o participe fuere el ascendiente, cónyuge, 
conviviente, hermano, tutor, curador o encargado de la custodia de la víctima. Igual sanción 
se le impondrá a la autora, autor o participe que utilizare drogas, medicamentos y otros para 
forzar, obligar o someter a la víctima.
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IV.	La pena privativa de libertad será de ocho (8) a doce (12) años, a quien por cuenta propia 
o por terceros mantuviere ostensible o encubiertamente una casa o establecimiento donde se 
promueva la explotación sexual y/o violencia sexual comercial.”

“ARTÍCULO 321 Bis. (TRÁFICO DE PERSONAS).

I.	 Quien promueva, induzca, favorezca y/o facilite por cualquier medio la entrada o salida ilegal 
de una persona del Estado Plurinacional de Bolivia a otro Estado del cual dicha persona no 
sea nacional o residente permanente, con el fin de obtener directa o indirectamente beneficio 
económico para sí o para un tercero, será sancionado con privación de libertad de cinco (5) a 
diez (10) años.

	 La sanción se agravará en la mitad, cuando:

1.	 Las condiciones de transporte pongan en peligro su integridad física y/o psicológica.

2.	 La autora o el autor sea servidor o servidora pública.

3.	 La autora o el autor sea la persona encargada de proteger los derechos e integridad de las 
personas en situación vulnerable.

4.	 La autora o el autor hubiera sido parte o integrante de una delegación o misión diplomática, 
en el momento de haberse cometido el delito.

5.	 El delito se cometa contra más de una persona.

6.	 La actividad sea habitual y con fines de lucro.

7.	 La autora o el autor sea parte de una organización criminal.

II.	 La sanción se agravará en dos tercios cuando la víctima sea un niño, niña o adolescente, 
persona con discapacidad física, enfermedad o deficiencia psíquica o sea una mujer 
embarazada.

III.	 Quién promueva, induzca, favorezca y/o facilite por cualquier medio el ingreso o salida 
ilegal de una persona de un departamento o municipio a otro del cual dicha persona no sea 
residente permanente, mediante engaño, violencia, amenaza, con el fin de obtener directa o 
indirectamente beneficio económico para sí o para un tercero, será sancionada con privación 
de libertad de cuatro (4) a siete (7) años.
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IV.	Si con el propósito de asegurar el resultado de la acción se somete a la víctima a cualquier 
forma de violencia o situación de riesgo que tenga como consecuencia su muerte, incluido el 
suicidio, se impondrá la pena establecida para el delito de asesinato.”

“ARTÍCULO 323 Bis. (PORNOGRAFÍA).

I.	 Quien procure, obligue, facilite o induzca por cualquier medio, por si o tercera persona 
a otra que no dé su consentimiento a realizar actos sexuales o de exhibicionismo corporal 
con fines lascivos con el objeto de video grabarlos, fotografiarlos, filmarlos, exhibirlos o 
describirlos a través de anuncios impresos, transmisión de archivos de datos en red pública o 
de comunicaciones, sistemas informáticos, electrónicos o similares, será sancionada con pena 
privativa de libertad de diez (10) a quince (15) años.

	 Igual sanción será impuesta cuando el autor o participe reproduzca o almacene, distribuya o 
venda material pornográfico.

II.	 La pena privativa de libertad será agravada en un tercio cuando:

1.	 La víctima sea niño, niña o adolescente o persona con discapacidad.

2.	 La autora o el autor sea cónyuge, conviviente, padre, madre o la persona que ejerza algún 
tipo de autoridad o responsabilidad legal sobre la víctima.

3.	 La autora o el autor mantenga una relación laboral, de parentesco consanguíneo o de 
afinidad con la víctima.

4.	 La víctima sea una mujer embarazada.

5.	 La autora o el autor sea servidora o servidor público.

6.	 La autora o el autor sea la persona encargada de proteger los derechos e integridad de las 
personas en situación vulnerable.

7.	 La autora o el autor hubiera sido parte o integrante de una delegación o misión diplomática, 
en el momento de haberse cometido el delito.

8.	 El delito se cometa contra más de una persona.

9.	 La actividad sea habitual y con fines de lucro.

10.	La autora o el autor sea parte de una organización criminal.
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III.	Quien compre, arriende o venda material pornográfico, donde se exhiba imágenes de niños, niñas 
y adolescentes, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco (5) a ocho (8) años.”

ARTÍCULO 35. (INCORPORACIÓN DE ARTÍCULOS AL CÓDIGO PENAL). Se incorporan al Código 
Penal los Artículos 203 bis, 321 ter y 322, con el siguiente texto:

“ARTÍCULO 203 bis. (AGRAVANTES). La pena privativa de libertad de los delitos de falsedad 
material, falsedad ideológica o uso de instrumento falsificado, será agravada en un tercio cuando 
se cometan para facilitar la comisión de los delitos de Trata y Tráfico de Personas, y otros delitos 
conexos.

ARTÍCULO 321 ter. (REVELACIÓN DE IDENTIDAD DE VÍCTIMAS, TESTIGOS O DENUNCIAN-
TES). La servidora o servidor público que sin debida autorización revele información obtenida en 
el ejercicio de sus funciones que permita o dé lugar a la identificación de una víctima, testigo o 
denunciante de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, será sancionado con pena privativa 
de libertad de tres (3) a ocho (8) años.

ARTÍCULO 322. (VIOLENCIA SEXUAL COMERCIAL). Quien pagare en dinero o especie, 
directamente a un niño, niña o adolescente o a tercera persona, para mantener cualquier tipo 
de actividad sexual, erótica o pornográfica con un niño, niña y adolescente, para la satisfacción 
de sus intereses o deseos sexuales, será sancionado con privación de libertad de ocho (8) a doce 
(12) años.

La pena privativa de libertad se agravará en dos tercios, cuando:

1.	 La víctima sea un niño o niña menor de 14 años.

2.	 La víctima tenga discapacidad física o mental.

3.	 La autora o el autor utilice cualquier tipo de sustancia para controlar a la víctima.

4.	 La autora o el autor tenga una enfermedad contagiosa.

5.	 Como consecuencia del hecho, la víctima quedara embarazada.

6.	 La autora o el autor sea servidora o servidor público.”

ARTÍCULO 36. (POLICÍA BOLIVIANA). Se fortalecerán las Divisiones de Trata y Tráfico de 
Personas de la Fuerza Especial de Lucha Contra el Crimen de la Policía Boliviana, en todos los 
departamentos y fronteras del Estado Plurinacional. 
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El Ministerio Público en coordinación con las Divisiones de Trata y Tráfico de Personas, de la 
Fuerza Especial de Lucha Contra el Crimen de la Policía Boliviana, además de las atribuciones es-
tablecidas en la ley y la legislación vigente, tendrán las siguientes responsabilidades: 

1.	 Realizar patrullajes de recorrido en lenocinios, bares, cantinas, salas de masajes, clubes noc-
turnos, fábricas, negocios, y otros; así como controlar en retenes de peaje y/o puestos de 
control en carreteras, para detectar hechos relacionados con los delitos de Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.

2.	 Verificar las instalaciones particulares de los inmuebles donde se oferten servicios sexuales y/o 
laborales, previa orden judicial de allanamiento emitida en el día, en casos de denuncias por el 
delito de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

3.	 Examinar minuciosamente y utilizar los bienes informáticos secuestrados e incautados con el 
fin de identificar y desarticular las fuentes de origen de la red y ciber red criminales de Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos. Los documentos electrónicos obtenidos serán conside-
rados como medios de prueba.

4.	 Realizar patrullaje cibernético en páginas públicas de internet, con la finalidad de prevenir y 
detectar delitos de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 37. (POLÍTICA INSTITUCIONAL). En el marco de su Ley Orgánica, el Ministerio Público 
diseñará, formulará y ejecutará políticas y estrategias institucionales de persecución penal de 
lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos.

El Ministerio Público designará en cada Departamento Fiscales Especializados contra la Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos.

ARTÍCULO 38. (APOYO EN FRONTERAS). Las Fuerzas Armadas cooperarán en las acciones de 
patrullaje y control de fronteras y lugares alejados del país, en coordinación con la Policía Boliviana 
y el Ministerio Público para apoyar las acciones de lucha contra la Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos.

ARTÍCULO 39. (SECUESTRO Y DESTRUCCIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO). Todo material 
pornográfico secuestrado en medio físico o digital será destruido por el Ministerio Público y la 
Policía Boliviana, en un plazo no mayor a los diez (10) días hábiles de ejecutoriada la sentencia. 
El material pornográfico en el que aparezcan niños, niñas y adolescentes, será destruido por el 
Ministerio Público y la Policía Boliviana, a las 24 horas de su secuestro, con intervención de un 
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Notario de Fe Pública. El acta circunstanciada de esta diligencia, será adjuntada al proceso en 
calidad de prueba preconstituida, separando para este efecto, una muestra no mayor al cinco por 
ciento (5%) de este material.

ARTÍCULO 40. (MODIFICACIONES AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL). Se modifican los 
Artículos 19 y 282 del Código de Procedimiento Penal, con los siguientes textos respectivos:

“ARTÍCULO 19. (DELITOS DE ACCIÓN PÚBLICA A INSTANCIA DE PARTE). Son delitos de acción 
pública a instancia de parte: abandono de familia, incumplimiento de deberes de asistencia, 
abandono de mujer embarazada, violación, abuso deshonesto, estupro, rapto impropio, rapto con 
mira matrimonial, corrupción de mayores, violencia y acoso político.

ARTÍCULO 282. (AGENTE ENCUBIERTO). En la investigación de delitos vinculados al tráfico 
ilícito de sustancias controladas, trata y tráfico de personas, en caso de ausencia o insuficiencia de 
medios de prueba, el Ministerio Público podrá solicitar fundadamente, bajo su responsabilidad, al 
Juez o la Jueza de Instrucción en lo Penal, la autorización de intervención de agentes encubiertos, 
de miembros de la Policía Boliviana especializados, sin antecedentes penales o disciplinarios que 
presten su consentimiento al efecto.

La resolución de la autoridad jurisdiccional que autorice la intervención de la o el agente encubierto, 
consignará la identidad supuesta del mismo, que será mantenida en reserva y se conservará fuera 
de las actuaciones con la debida seguridad, en sobre cerrado y lacrado, que contendrá además la 
identidad verdadera de la o el agente.

La o el agente encubierto mantendrá informado a la o el Fiscal que tiene a su cargo la dirección 
funcional de la investigación sobre las actividades realizadas y a realizarse en el curso de la misma 
y sobre la información que vaya obteniéndose.

Las declaraciones testimoniales de la o el agente encubierto, no serán suficientes para fundar una 
condena si no cuenta con prueba adicional incorporada válidamente al proceso.

La o el agente encubierto no estará exenta o exento de la responsabilidad que corresponda, si en 
el curso de la investigación realiza actos distintos a los específicamente encomendados, o con 
evidente exceso o desproporcionalidad, con relación a las necesidades o finalidades de la misma.”

ARTÍCULO 41. (INTERCEPTACION Y GRABACIÓN DE LLAMADAS TELEFÓNICAS). La o el Fiscal 
de Materia podrá solicitar a la autoridad jurisdiccional competente la intercepción y grabación de 
llamadas telefónicas, de manera fundada, cuando existan serios indicios de la participación de una 
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persona en asociaciones u organizaciones delictivas, en los hechos delictivos relacionados con los 
delitos de Trata y Tráfico de Personas.

ARTÍCULO 42. (NO FORMALISMO). La denuncia por el delito de Trata y Tráfico de Personas, y 
delitos conexos podrá ser interpuesta de forma verbal o escrita por las víctimas o terceros, sin el 
cumplimiento de los requisitos procesales formales.

ARTÍCULO 43. (NO PUNIBILIDAD). La víctima de Trata y Tráfico de Personas está exenta de ser 
investigada y acusada por la comisión de otros delitos que sean resultado directo de su situación.

ARTÍCULO 44. (IMPRESCRIPTIBILIDAD). Los delitos de Trata y Tráfico de Personas son 
imprescriptibles.

CAPÍTULO II

COOPERACIÓN INTERNACIONAL, REPATRIACIÓN Y RECIPROCIDAD

ARTÍCULO 45. (GESTIÓN DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL). El Estado Plurinacional de 
Bolivia mediante los Ministerios de Relaciones Exteriores, y de Gobierno, procurará y fortalecerá 
las relaciones bilaterales, multilaterales o regionales para la protección de las víctimas de Trata y 
Tráfico de Personas, y delitos conexos, y la persecución y sanción de estos delitos.

ARTÍCULO 46. (REPATRIACIÓN).

I.	 Cuando la víctima de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, sea de nacionalidad boli-
viana y se encuentre en territorio extranjero, el Ministerio de Relaciones Exteriores, las emba-
jadas y los consulados bajo su dependencia, propiciarán su repatriación voluntaria, caso con-
trario gestionará la cooperación del Estado de residencia o permanencia, garantizando sus 
derechos humanos.

II.	 Cuando la víctima de Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos, sea de nacionalidad ex-
tranjera y se encuentre en territorio boliviano, el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Minis-
terio de Gobierno facilitarán su repatriación voluntaria en coordinación con la representación 
diplomática o consular respectiva, caso contrario garantizará su permanencia y la vigencia 
plena de sus derechos humano.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. El Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, deberá convocar a su 
primera Sesión Plenaria, en el plazo de Treinta (30) días computables a partir de la publicación de 
la presente Ley.

SEGUNDA. Una vez constituido el Consejo Plurinacional contra la Trata y Tráfico de Personas, 
en un plazo no mayor a noventa (90) días formulará la Política Plurinacional de Lucha Contra la 
Trata y Tráfico de Personas, y delitos conexos y el Plan Plurinacional contra la Trata y Tráfico de 
Personas, y delitos conexos.

TERCERA. El Ministerio Público en coordinación con el Ministerio de Justicia, aprobará el Protoco-
lo Único de Atención de Víctimas y la ruta de intervención previstos en el Artículo 28, en un plazo 
no mayor a noventa (90) días, computable a partir de publicación de la presente Ley.

CUARTA. Para efectividad de la presente Ley los reglamentos serán elaborados en un plazo no 
mayor de noventa (90) días, a partir de su publicación.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. El nivel central y las entidades territoriales autónomas realizarán las modificaciones pre-
supuestarias correspondientes, para la implementación de la presente Ley.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA Y ABROGATORIA

ÚNICA.

I. Quedan derogados los Artículos 1, 3 y 4 de la Ley Nº 3325 de 18 de enero de 2006, de Trata y 
Tráfico de Personas y otros delitos relacionados.

II. Quedan abrogadas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dado en la Sala de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los trece días del mes de julio del año 
dos mil doce.
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Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Rebeca Elvira Delgado Burgoa, Mary Medina Zabaleta, David 
Sánchez Heredia, Luis Alfaro Arias, Ángel David Cortéz Villegas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los treinta y un días del mes de julio del año dos mil 
doce.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana Taborga, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Elba Viviana Caro Hinojosa, Luis Alberto Arce Catacora, Cecilia 
Luisa Ayllon Quinteros, Daniel Santalla Torrez, Juan Carlos Calvimontes Camargo, Roberto Iván 
Aguilar Gómez, Amanda Dávila Torres.
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LEY N° 045
LEY DE 8 DE OCTUBRE DE 2010

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, DECRETA:

LEY CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. (OBJETO Y OBJETIVOS).

I.	 La presente Ley tiene por objeto establecer mecanismos y procedimientos para la prevención 
y sanción de actos de racismo y toda forma de discriminación en el marco de la Constitución 
Política del Estado y Tratados Internacionales de Derechos Humanos.

II.	 La presente Ley tiene por objetivos eliminar conductas de racismo y toda forma de discrimi-
nación y consolidar políticas públicas de protección y prevención de delitos de racismo y toda 
forma de discriminación.

Artículo 2. (PRINCIPIOS GENERALES). La presente Ley se rige bajo los principios de:

a)	 Interculturalidad. Entendida como la interacción entre las culturas, que se constituye en 
instrumento para la cohesión y convivencia armónica y equilibrada entre todos los pueblos 
y naciones para la construcción de relaciones de igualdad y equidad de manera respetuosa.

b)	 Igualdad. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derecho. El Estado 
promoverá las condiciones necesarias para lograr la igualdad real y efectiva adoptando 
medidas y políticas de acción afirmativa y/o diferenciada que valoren la diversidad, 
con el objetivo de lograr equidad y justicia social, garantizando condiciones equitativas 
específicas para el goce y ejercicio de los derechos, libertades y garantías reconocidas en 
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la Constitución Política del Estado, leyes nacionales y normativa internacional de Derechos 
Humanos.

c)	 Equidad. Entendida como el reconocimiento a la diferencia y el valor social equitativo de las 
personas para alcanzar la justicia social y el ejercicio pleno de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales. 

d)	 Protección. Todos los seres humanos tienen derecho a igual protección contra el racismo 
y toda forma de discriminación, de manera efectiva y oportuna en sede administrativa y/o 
jurisdiccional, que implique una reparación o satisfacción justa y adecuada por cualquier 
daño sufrido como consecuencia del acto racista y/o discriminatorio.

Artículo 3. (ALCANCES Y ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley se aplicará en todo el 
territorio nacional y en los lugares sometidos a su jurisdicción.

No reconoce inmunidad, fuero o privilegio alguno y se aplica a:

a).	Todos los bolivianos y bolivianas de origen o nacionalizados y a todo estante y habitante en 
territorio nacional que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado.

b).	Autoridades, servidores y ex servidores públicos de los órganos Ejecutivo, Legislativo, 
Judicial y Electoral del Estado Plurinacional de Bolivia, sus entidades e instituciones del nivel 
central, descentralizadas o desconcentradas y de las entidades territoriales autónomas, 
departamentales, municipales, regionales e indígena originario campesinas.

c).	Ministerio Público, Procuraduría General del Estado, Defensoría del Pueblo, Universidades, 
Policía Boliviana, Fuerzas Armadas y toda entidad de la estructura estatal.

d).	Personas privadas jurídicas, instituciones no gubernamentales nacionales o extranjeras a 
través de sus representantes.

e).	Organizaciones sociales y mecanismos de control social. 

f).	Misiones diplomáticas bilaterales, multilaterales y especiales ejerciendo funciones en terri-
torio boliviano, de acuerdo a normas de derecho internacional.

Artículo 4. (OBSERVACIÓN). Las autoridades nacionales, departamentales, regionales, munici-
pales e indígena originario campesinas o de cualquier jerarquía, observarán la presente Ley, de 
conformidad a la Constitución Política del Estado y normas e instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos, contra el racismo y toda forma de discriminación, ratificados por el Estado 
Plurinacional de Bolivia.
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Artículo 5. (DEFINICIONES). Para efectos de aplicación e interpretación de la presente Ley, se 
adoptan las siguientes definiciones:

a)	 Discriminación. Se define como “discriminación” a toda forma de distinción, exclusión, 
restricción o preferencia fundada en razón de sexo, color, edad, orientación sexual e 
identidad de géneros, origen, cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, 
ideología, filiación política o filosófica, estado civil, condición económica, social o de 
salud, profesión, ocupación u oficio, grado de instrucción, capacidades diferentes y/o 
discapacidad física, intelectual o sensorial, estado de embarazo, procedencia, apariencia 
física, vestimenta, apellido u otras que tengan por objetivo o resultado anular o menoscabar 
el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de derechos humanos y 
libertades fundamentales reconocidos por la Constitución Política del Estado y el derecho 
internacional. No se considerará discriminación a las medidas de acción afirmativa.

b)	 Discriminación Racial. Se entiende por “discriminación racial” a toda distinción, exclusión, 
restricción o preferencia basada en motivos de raza o por el color, ascendencia u origen 
nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar, directa o 
indirectamente el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los 
derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos en la Constitución Política 
del Estado y las normas internacionales de Derechos Humanos, en las esferas política, 
económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y/o privada.

c)	 Racismo. Se considera “racismo” a toda teoría tendente a la valoración de unas diferencias 
biológicas y/o culturales, reales o imaginarias en provecho de un grupo y en perjuicio 
del otro, con el fin de justificar una agresión y un sistema de dominación que presume la 
superioridad de un grupo sobre otro.

d)	 Raza. La “raza” es una noción construida socialmente, desarrollada a lo largo de la 
historia como un conjunto de prejuicios que distorsiona ideas sobre diferencias humanas 
y comportamiento de grupo. Utilizada para asignar a algunos grupos un estatus inferior 
y a otros un estatus superior que les dio acceso al privilegio, al poder y a la riqueza. 
Toda doctrina de superioridad basada en la diferenciación racial es científicamente falsa, 
moralmente condenable, socialmente injusta y peligrosa y nada en la teoría o en la práctica 
permite justificar la discriminación racial.

e)	 Equidad de Género. Es el reconocimiento y valoración de las diferencias físicas y biológicas 
de mujeres y hombres, con el fin de alcanzar justicia social e igualdad de oportunidades que 
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garantice el beneficio pleno de sus derechos sin perjuicio de su sexo en los ámbitos de la 
vida social, económica, política, cultural y familiar.

f)	 Equidad Generacional. Es el reconocimiento y valoración de las diferencias generaciona-
les de mujeres y hombres, con el fin de alcanzar justicia social que garantice el beneficio 
pleno de sus derechos sin perjuicio de su edad en los ámbitos de la vida social, económica, 
política, cultural y familiar.

g)	 Homofobia. Se refiere a la aversión, odio, prejuicio o discriminación contra hombres o 
mujeres homosexuales, también se incluye a las demás personas que integran a la diversidad 
sexual.

h)	 Transfobia. Se entiende como la discriminación hacia la transexualidad y las personas 
transexuales o transgénero, basada en su identidad de género.

i)	 Xenofobia. Se entiende como el odio y rechazo al extranjero o extranjera, con 
manifestaciones que van desde el rechazo más o menos manifiesto, el desprecio y las 
amenazas, hasta las agresiones y diversas formas de violencia.

j)	 Misoginia. Se entiende por misoginia cualquier conducta o comportamiento de odio 
manifiesto hacia las mujeres o género femenino, independientemente de la edad, origen 
y/o grado de instrucción que logre o pretenda vulnerar directa o indirectamente los 
Derechos Humanos y los principios de la presente Ley.

k)	 Acción Afirmativa. Se entiende como acción afirmativa aquellas medidas y políticas de 
carácter temporal adoptadas en favor de sectores de la población en situación de desventaja 
y que sufren discriminación en el ejercicio y goce efectivo de los derechos reconocidos en 
la Constitución Política del Estado y en los instrumentos internacionales. Constituyen un 
instrumento para superar los obstáculos que impiden una igualdad real.

l)	 Acción Preventiva. Son aquellas medidas públicas traducidas en campañas de concientización, 
educación y difusión de derechos humanos protectivos contra la discriminación y cualquier 
forma de manifestación.

m)	Acción Correctiva. La efectiva imposición de medidas sancionatorias o disciplinarias a los 
infractores, realizando el seguimiento a su aplicación y los resultados obtenidos.
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CAPÍTULO II

DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y EDUCACIÓN, DESTINADAS A 
ERRADICAR EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 6. (PREVENCIÓN Y EDUCACIÓN). Es deber del Estado Plurinacional de Bolivia definir 
y adoptar una política pública de prevención y lucha contra el racismo y toda forma de discrimi-
nación, con perspectiva de género y generacional, de aplicación en todos los niveles territoriales 
nacionales, departamentales y municipales, que contengan las siguientes acciones:

I. En el ámbito educativo:

a).	Promover el diseño e implementación de políticas institucionales de prevención y lucha 
contra el racismo y la discriminación en las Universidades, Institutos Normales Superio-
res Nacionales públicos y privados, Sistema Educativo Nacional en los niveles preescolar, 
primario y secundario.

b).	Diseñar y poner en marcha políticas educativas, culturales, comunicacionales y de diálogo 
intercultural, que ataquen las causas estructurales del racismo y toda forma de discrimi-
nación; que reconozcan y respeten los beneficios de la diversidad y la plurinacionalidad y 
que incluyan en sus contenidos la historia y los derechos de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos y el pueblo afroboliviano.

c).	Promover la implementación de procesos de formación y educación en derechos humanos 
y en valores, tanto en los programas de educación formal, como no formal, apropiados a 
todos los niveles del proceso educativo, basados en los principios señalados en la presente 
Ley, para modificar actitudes y comportamientos fundados en el racismo y la discrimina-
ción; promover el respeto a la diversidad; y contrarrestar el sexismo, prejuicios, estereoti-
pos y toda práctica de racismo y/o discriminación.

II. En el ámbito de la administración pública.

a).	 Capacitar a las servidoras y servidores de la administración pública sobre las medidas de 
prevención, sanción y eliminación del racismo y toda forma de discriminación.

b).	 Gestionar y apoyar la inclusión curricular de la prevención contra el racismo y la 
discriminación en los Institutos Militares y Policiales.
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c).	 Promover políticas institucionales de prevención y lucha contra el racismo y la discriminación 
en los sistemas de educación, salud y otros de prestación de servicios públicos, que incluyan.

d).	 Adopción de procedimientos o protocolos para la atención de poblaciones específicas.

e).	 Promover la ética funcionaria y el buen trato en la atención de la ciudadanía.

f).	 Garantizar que los sistemas políticos y jurídicos reflejen la plurinacionalidad del Estado 
boliviano en el marco de los Derechos Humanos.

g).	 Promover el reconocimiento de los héroes y las heroínas nacionales pertenecientes a las 
naciones pueblos indígena originario campesinos, el pueblo afroboliviano y de comunidades 
interculturales.

III. En el ámbito de la comunicación, información y difusión.

a).	 El Estado deberá promover la producción y difusión de datos estadísticos, sobre racismo y 
toda forma de discriminación con el fin de eliminar las desigualdades sociales.

b).	 Promover la realización de investigaciones y estudios cuantitativos y cualitativos, sobre el 
racismo y toda forma de discriminación, así como los efectos de estos fenómenos sobre sus 
víctimas, con el fin de definir políticas y programas encaminados a combatirlos.

c).	 Los medios de comunicación públicos y privados deberán proveerse de mecanismos internos 
que garanticen la eliminación del racismo y toda forma de discriminación, en relación a su 
responsabilidad de generar opinión pública conforme a la Constitución Política del Estado.

d).	 Disponer que los medios de comunicación, radiales, televisivos, escritos y las nuevas 
tecnologías de la información y comunicación, como el internet, eliminen de sus 
programaciones, lenguajes, expresiones y manifestaciones racistas, xenófobas y otros de 
contenido discriminatorio.

e).	 Difundir el contenido de la presente Ley; los instrumentos nacionales e internacionales 
contra el racismo y toda forma de discriminación; y las políticas públicas relacionadas con 
el tema.

f).	 Los medios de comunicación deberán apoyar las medidas y acciones en contra del racismo 
y toda forma de discriminación.

IV. En el ámbito económico.
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a).	El Estado promoverá la inclusión social a través de la ejecución de las inversiones públicas 
y privadas, para generar oportunidades y la erradicación de la pobreza; orientada especial-
mente a los sectores más vulnerables.

CAPÍTULO III

DEL COMITÉ NACIONAL CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA 
DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 7. (COMITÉ). Se crea el Comité Nacional contra el Racismo y toda Forma de Discrimi-
nación, encargado de promover, diseñar e implementar políticas y normativa integrales contra el 
racismo y toda forma de discriminación. 

El Comité Nacional contra el Racismo y toda Forma de Discriminación, estará bajo la tuición del 
Ministerio de Culturas a través del Viceministerio de Descolonización.

El Comité estará conformado por dos comisiones:

a).	Comisión de Lucha contra el Racismo.

b).	Comisión de Lucha contra toda forma de Discriminación.

El funcionamiento de ambas comisiones estará a cargo de la Dirección General de Lucha Contra 
el Racismo y toda forma de Discriminación, del Viceministerio de Descolonización, dependiente 
del Ministerio de Culturas.

Artículo 8. (INTEGRANTES DEL COMITÉ CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE 
DISCRIMINACIÓN).

I.	 Para efectos de esta Ley, el Comité contra el Racismo y toda forma de Discriminación estará 
conformado por:

a).	Instituciones públicas: 1. Órgano Ejecutivo: Ministerio de Culturas, Ministerio de la Presi-
dencia, Ministerio de Justicia, Ministerio de Gobierno, Ministerio de Educación, Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas, Ministerio de Planificación del Desarrollo y Ministerio 
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de Defensa; 2. Órgano Judicial; 3. Órgano Electoral; 4. Órgano Legislativo: Comisión de 
Derechos Humanos de la Cámara de Diputados; 5. Gobiernos Autónomos Departamenta-
les; 6. Gobiernos Autónomos Municipales; 7. Autonomías Indígena Originaria Campesinas.

b).	Organizaciones Sociales.

c).	Organizaciones Indígena Originaria Campesinas.

d).	Comunidades Interculturales y Comunidades Afrobolivianas.

e).	Organizaciones defensoras de los derechos de las mujeres, la juventud, la niñez y adoles-
cencia, personas con discapacidad y sectores vulnerables de la sociedad.

f).	Otras instituciones y/o organizaciones defensoras de los Derechos Humanos y de la 
sociedad civil.

II.	 La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de Bolivia y la Defensoría del 
Pueblo como órganos observadores y de acompañamiento técnico.

III.	Los miembros del Comité, por estas funciones, no percibirán salario alguno que provenga del 
Tesoro General de la Nación.

IV.	El Viceministerio de Descolonización podrá contratar personal técnico, profesional o no 
profesional, para apoyar el funcionamiento del Comité Nacional contra el Racismo y toda 
forma de Discriminación.

V.	 Las comisiones: a) de lucha contra el racismo y b) lucha contra toda forma de discriminación, 
estarán conformadas por los delegados del comité, de acuerdo a un reglamento interno.

Artículo 9. (DE LAS FUNCIONES DEL COMITE). El Comité contra el Racismo y toda forma de 
Discriminación tendrá como tareas principales:

a).	Dirigir la elaboración de un Diagnóstico y un Plan Nacional de Acción contra el Racismo y 
toda Forma de Discriminación, sobre la base de los lineamientos propuestos en el Artículo 
6 de la presente Ley.

b).	Promover, desarrollar e implementar políticas públicas de prevención y lucha contra el 
racismo y toda forma de discriminación.

c).	Precautelar el respeto a la igualdad y no discriminación en las propuestas de políticas 
públicas y proyectos de ley.
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d).	Realizar seguimiento, evaluación y monitoreo a la implementación de políticas públicas y 
normativa vigente contra el racismo y toda forma de discriminación.

e).	Velar porque los Reglamentos Internos de Personal, Reglamentos disciplinarios u otros al 
interior de la Administración Pública, Policía Boliviana y Fuerzas Armadas, incluyan como 
causal de proceso interno, faltas relativas al racismo y toda forma de discriminación, 
conforme a la presente Ley.

f).	Promover en todas las entidades públicas, la creación de instancias de prevención contra el 
racismo y toda forma de discriminación, así como la recepción de denuncias e impulso de 
procesos administrativos hasta su conclusión, de acuerdo a reglamento.

g).	Promover la conformación de Comisiones y Comités contra el Racismo y toda forma de 
Discriminación, con el propósito de implementar medidas de prevención en el marco de las 
autonomías.

h).	Promover el reconocimiento público de personas naturales y/o jurídicas estatales o privadas 
que se hayan destacado por su labor en contra de la discriminación racial o toda forma de 
discriminación.

i).	 Promover el reconocimiento de los héroes y heroínas bolivianas y bolivianos, pertenecientes 
a las naciones pueblos indígena originario campesinos, el pueblo afroboliviano y de 
comunidades interculturales.

Artículo 10. (REGISTRO Y SEGUIMIENTO DE PROCESOS ADMINISTRATIVOS Y JUDICIALES POR 
RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN). Con fines de registro y seguimiento, el Comité 
Nacional Contra el Racismo y toda forma de Discriminación; el Ministerio de Culturas a través 
del Viceministerio de Descolonización, sistematizará y producirá información sobre los procesos 
administrativos y judiciales iniciados por causa de racismo y toda forma de discriminación.

Artículo 11. (PRESUPUESTO). El Tesoro General de la Nación, otorgará los recursos económicos 
necesarios anualmente, al Ministerio de Culturas para el cumplimiento de las funciones señaladas 
en la presente Ley.
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CAPÍTULO IV

INSTANCIAS COMPETENTES DE PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS DE RACISMO 
Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 12. (INSTANCIAS COMPETENTES). Las personas que hubiesen sufrido actos de racismo 
o discriminación podrán optar por la vía constitucional, administrativa o disciplinaria y/o penal, 
según corresponda.

Artículo 13. (VÍA ADMINISTRATIVA O DISCIPLINARIA EN INSTITUCIONES PÚBLICAS).

I.	 Constituyen faltas en el ejercicio de la función pública, las siguientes conductas:

a).	Agresiones verbales fundadas en motivos racistas y/o discriminatorios,

b).	Denegación de acceso al servicio por motivos racistas y/o discriminatorios,

c).	Maltrato físico, psicológico y sexual por motivos racistas y discriminatorios, que no consti-
tuya delito.

Siempre que estas faltas se cometan en el ejercicio de funciones, en la relación entre compa-
ñeros de trabajo o con las y los usuarios del servicio.

II.	 Los motivos racistas y/o discriminatorios a los que se refiere el parágrafo precedente, se en-
cuentran descritos en los Artículos 281 Bis y 281 Ter del Código Penal.

III.	La institución pública podrá disponer que la servidora o el servidor, infractor se someta a 
tratamiento psicológico, cuyos gastos correrán a cargo de la misma institución.

IV.	Todas las instituciones públicas deberán modificar sus Reglamentos Internos de Personal, 
Reglamentos Disciplinarios u otros que correspondan, de manera que se incluyan las faltas 
descritas en el parágrafo I del presente Artículo, como causal de inicio de proceso interno y 
motivo de sanción administrativa o disciplinaria.

V.	 En caso de que en el proceso administrativo o interno, se determine la existencia de responsa-
bilidad penal, la institución pública deberá remitir el caso al Ministerio Público.

VI.	 Los actos de racismo y toda forma de discriminación que constituyan faltas cometidas por 
servidoras y servidores públicos serán denunciados ante la misma institución a la que perte-
necen, a fin de aplicar las sanciones administrativas o disciplinarias correspondientes.



Ley Contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación

125

VII.	 La institución pública que conoce denuncias sobre racismo y toda forma de discriminación 
deberá remitir copia de las mismas a la Dirección General de Lucha contra el Racismo y toda 
forma de Discriminación del Viceministerio de Descolonización, del Ministerio de Culturas, 
para fines de registro y seguimiento.

VIII. La denunciante o el denunciante, podrá remitir copia de la denuncia contra la servidora o 
servidor público, al Ministerio de Culturas para fines de registro y seguimiento.

Artículo 14. (INSTITUCIONES PRIVADAS).

I.	 Todas las instituciones privadas deberán adoptar o modificar sus Reglamentos Internos de 
manera que incluyan como faltas, conductas racistas y/o discriminatorias, tales como:

a).	Agresiones verbales por motivos racistas y/o discriminatorios,

b).	Denegación de acceso al servicio por motivos racistas y/o discriminatorios,

c).	Maltrato físico, psicológico y sexual por motivos racistas y discriminatorios, que no consti-
tuya delito,

d).	Acciones denigrantes.

II.	 Los motivos racistas y/o discriminatorios a los que se refiere el parágrafo precedente, se en-
cuentran descritos en los Artículos 281 Bis y 281 Ter del Código Penal.

III.	En caso de existir indicios de responsabilidad penal, deberá remitirse a conocimiento del Minis-
terio Público.

IV.	La institución privada que conozca denuncias sobre racismo y toda forma de discriminación 
contra sus empleados, deberá remitir copia de las mismas a la Dirección General de Lucha 
contra el Racismo y toda forma de Discriminación del Viceministerio de Descolonización, del 
Ministerio de Culturas, para fines de registro y seguimiento.

Artículo 15. (PROHIBICIÓN DE RESTRINGIR EL ACCESO A LOCALES PÚBLICOS).

I.	 Queda prohibida toda restricción de ingreso y colocado de carteles con este propósito, a 
locales o establecimientos de atención, servicio o entretenimiento abiertos al público, bajo 
sanción de clausura por tres días en la primera vez, de treinta días en la segunda y definitiva en 
la tercera. Salvando aquellas prohibiciones previstas por ley que protejan derechos o para las 
actividades que no estén dirigidas al público en general por su contenido.
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II.	 Esta medida será aplicada por los Gobiernos Autónomos Municipales de acuerdo a reglamen-
tación especial, quienes deberán verificar los extremos de la denuncia.

III.	Se declara la obligatoriedad de exhibir carteles en el ingreso a los establecimientos públicos 
y privados de atención, servicio o entretenimiento abiertos al público, en forma visible el si-
guiente texto: “Todas las personas son iguales ante la Ley”. En caso de restringirse ilegalmente 
el acceso a locales públicos, podrá presentar su denuncia ante los Gobiernos Autónomos Mu-
nicipales.

Artículo 16. (MEDIOS MASIVOS DE COMUNICACIÓN). El medio de comunicación que autorizare 
y publicare ideas racistas y discriminatorias será pasible de sanciones económicas y de suspensión 
de licencia de funcionamiento, sujeto a reglamentación.

Artículo 17. (OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR). La persona que en ejercicio de la función pública 
conociere hechos de racismo y toda forma de discriminación, está en la obligación de denunciar 
ante las autoridades correspondientes; en caso de no hacerlo será pasible a la sanción dispuesta 
en el Artículo 178 del Código Penal.

Artículo 18. (PROTECCIÓN DE VÍCTIMAS, TESTIGOS Y DENUNCIANTES). El Estado garantizará 
la seguridad física y psicológica de las víctimas, testigos y denunciantes de delitos de racismo y 
toda forma de discriminación.

Artículo 19. (SALIDAS ALTERNATIVAS). Conforme a lo establecido por el Artículo 26 del Código 
de Procedimiento Penal, el Ministerio Público buscará en el marco de la legalidad la solución del 
conflicto penal, mediante la aplicación de las salidas alternativas previstas por ley.

Artículo 20. (DENUNCIA FALSA O TEMERARIA). La persona que a sabiendas acusare o denuncia-
re como autor o autora, o partícipe de un delito de racismo o cualquier forma de discriminación a 
una persona que no lo cometió, dando lugar a que se inicie el proceso penal correspondiente, será 
sancionado conforme a lo previsto en el Artículo 166 del Código Penal.

CAPÍTULO V

DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD DEL SER HUMANO

Artículo 21. (DELITOS). Se incorpora en el Capítulo II, del Título III del Libro Primero del Código 
Penal, la disposición siguiente:
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“Artículo 40 Bis.- (Agravante General). Se elevarán en un tercio el mínimo y en un medio el 
máximo, las penas de todo delito tipificado en la Parte Especial de este Código y otras leyes 
penales complementarias, cuando hayan sido cometidos por motivos racistas y/o discriminatorios 
descritos en los Artículos 281 bis y 281 ter de este mismo Código. En ningún caso la pena podrá 
exceder el máximo establecido por la Constitución Política del Estado.”

Artículo 22. Se modifica el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal cuyo texto quedará 
redactado en los siguientes términos:

“Delitos Contra la Vida, la Integridad y la Dignidad del Ser Humano”.

Artículo 23. Se incorpora en el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal, el “Capítulo V” 
denominado: “Delitos contra la Dignidad del Ser Humano”, el mismo que comprenderá las 
siguientes disposiciones:

Artículo 281 bis.- (Racismo).

I.	 La persona que arbitrariamente e ilegalmente, restrinja, anule, menoscabe o impida el ejerci-
cio de derechos individuales o colectivos por motivos de raza, origen nacional o étnico, color, 
ascendencia, pertenencia a naciones y pueblos indígena originario campesinos o el pueblo 
afroboliviano o uso de su vestimenta o idioma propio, será sancionado con pena privativa de 
libertad de tres a siete años.

II.	 La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el máximo cuando:

a).	El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o autoridad pública.

b).	El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio público.

c).	El hecho sea cometido con violencia.

Artículo 281 ter.- (Discriminación).

La persona que arbitrariamente e ilegalmente obstruya, restrinja, menoscabe, impida o anule 
el ejercicio de los derechos individuales y colectivos, por motivos de sexo, edad, género, orienta-
ción sexual e identidad de género, identidad cultural, filiación familiar, nacionalidad, ciudadanía, 
idioma, credo religioso, ideología, opinión política o filosófica, estado civil, condición económica 
o social, enfermedad, tipo de ocupación, grado de instrucción, capacidades diferentes o discapa-
cidad física, intelectual o sensorial, estado de embarazo, procedencia regional, apariencia física y 
vestimenta, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a cinco años.
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I.	 La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el máximo cuando:

a).	El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o autoridad pública.

b).	El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio público.

c).	El hecho sea cometido con violencia.

Artículo 281 quater.- (Difusión e Incitación al Racismo o a la Discriminación).

La persona que por cualquier medio difunda ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, 
o que promuevan y/o justifiquen el racismo o toda forma de discriminación, por los motivos des-
critos en los Artículos 281 bis y 281 ter, o incite a la violencia, o a la persecución, de personas o 
grupos de personas, fundados en motivos racistas o discriminatorios, será sancionado con la pena 
privativa de libertad de uno a cinco años.

I.	 La sanción será agravada en un tercio del mínimo y en una mitad del máximo, cuando el 
hecho sea cometido por una servidora o servidor público, o autoridad pública.

II. Cuando el hecho sea cometido por una trabajadora o un trabajador de un medio de comunicación 
social, o propietario del mismo, no podrá alegarse inmunidad ni fuero alguno.

Artículo 281 septieser.- (Organizaciones o Asociaciones Racistas o Discriminatorias.

La persona que participe en una organización o asociación que promuevan y/o justifiquen el 
racismo o la discriminación descritos en los Artículos 281 bis y 281 ter o incite al odio, a la violen-
cia o la persecución de personas o grupos de personas fundados en motivos racistas o discrimina-
torios, serán sancionados con pena privativa de libertad de uno a cuatro años.

La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el máximo, cuando el hecho sea 
cometido por una servidora o servidor público o autoridad pública.

Articulo 281 octies.- (Insultos y otras agresiones verbales por motivos racistas o discrimina-
torios)

El que por cualquier medio realizare insultos u otras agresiones verbales, por motivos racistas o 
discriminatorios descritos en los Artículos 281 bis y 281 ter, incurrirá en prestación de trabajo de 
cuarenta días a dieciocho meses y multa de cuarenta a ciento cincuenta días.

I.	 Si este delito fuera cometido mediante impreso, manuscrito o a través de medios de comuni-
cación, la pena será agravada en un tercio el mínimo y en un medio el máximo.
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II.	 Si la persona sindicada de este delito se retractare, antes o a tiempo de la imputación formal, 
la acción penal quedará extinguida. No se admitirá una segunda retractación sobre el mismo 
hecho.

III.	La retractación deberá realizarse por el mismo medio, en iguales condiciones y alcance por el 
cual se realizó el insulto o la agresión verbal, asumiendo los costos que ello implique.

Artículo 24. (ACCIÓN PENAL). Se modifican los Artículos 20 y 26 del Título II del Libro Primero 
del Código de Procedimiento Penal, cuyo texto quedará redactado en los siguientes términos:

Artículo 20º.- (Delitos de acción privada). Son delitos de acción privada: el giro de cheque 
en descubierto, giro defectuoso de cheque, desvío de clientela, corrupción de dependientes, 
apropiación indebida, abuso de confianza, los delitos contra el honor, destrucción de cosas 
propias para defraudar, defraudación de servicios o alimentos, alzamiento de bienes o falencia 
civil, despojo, alteración de linderos, perturbación de posesión, daño simple e insultos y otras 
agresiones verbales por motivos racistas o discriminatorios.

Los demás delitos son de acción pública.

Artículo 26º.- (Conversión de acciones). A pedido de la víctima, la acción penal pública podrá 
ser convertida en acción privada en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de un delito que requiera instancia de parte, salvo las excepciones previstas en 
el Artículo 17º de este Código;

2. Cuando se trate de delitos de contenido patrimonial o de delitos culposos que no tengan por 
resultado la muerte siempre que no exista un interés público gravemente comprometido; y,

3. Cuando se trate de “Delitos contra la Dignidad del Ser Humano” siempre que no exista un 
interés público gravemente comprometido,

4. Cuando se haya dispuesto el rechazo previsto en el Artículo 304º o la aplicación del criterio de 
oportunidad previsto en el numeral 1) del Artículo 21º de este Código y la víctima o el quere-
llante hayan formulado oposición.

En los casos previstos en los numerales 1) y 2) la conversión será autorizada por el Fiscal de 
Distrito o por quien él delegue, autorización que será emitida dentro de los tres días de solicitada. 
En el caso del numeral 3) la conversión será autorizada por el juez competente.
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DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. El Órgano Ejecutivo, se encargará de la reglamentación de la presente Ley, en lo que 
corresponda en un plazo de 90 días a partir de su promulgación, en base a un amplio proceso de 
concertación y participación social.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

ÚNICA. Se encomienda al Ministerio de Justicia, la elaboración de un texto ordenado del Código 
Penal, incluyendo las modificaciones incorporadas por la presente Ley.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA

ÚNICA. Quedan abrogadas todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los ocho días del mes de 
octubre del año dos mil diez.

Fdo. René Oscar Martínez Callahuanca, Héctor Enrique Arce Zaconeta, Andrés A. Villca Daza, 
Clementina Garnica Cruz, Pedro Nuny Caity, José Antonio Yucra Paredes.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de octubre de dos mil diez 
años.

FDO. EVO MORALES AYMA, Oscar Coca Antezana, Sacha Sergio Llorentty Soliz, Walter Juvenal 
Delgadillo Terceros MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, SERVICIOS Y VIVIENDA E INTERINO DE 
PLANIFICACION DEL DESARROLLO, Antonia Rodríguez Medrano MINISTRA DE DESARRO-
LLO PRODUCTIVO Y ECONOMIA PLURAL E INTERINA DE ECONOMIA Y FINANZAS PUBLICAS, 
Roberto Iván Aguilar Gómez, Nilda Copa Condori, Elizabeth Arismendi Chumacero MINISTRA DE 
DEFENSA LEGAL DEL ESTADO E INTERINA DE AUTONOMIA, Zulma Yugar Párraga.
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LEY Nº 341
LEY DE 5 DE FEBRERO DE 2013 

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, DECRETA:

LEY DE PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. (OBJETO).  La presente Ley tiene por objeto establecer el marco general de la Par-
ticipación y Control Social definiendo los fines, principios, atribuciones, derechos, obligaciones 
y formas de su ejercicio, en aplicación de los Artículos 241 y 242 de la Constitución Política del 
Estado.

Artículo 2. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley se aplicará a:

I.	 Todas las entidades públicas de los cuatro Órganos del Estado, Ministerio Público, Defensoría 
del Pueblo, Contraloría General del Estado, Procuraduría General del Estado, Fuerzas Armadas 
y Policía Boliviana.

II.	 Las empresas e instituciones públicas descentralizadas, desconcentradas, autárquicas, 
empresas mixtas y empresas privadas que presten servicios básicos o que administren recursos 
fiscales y/o recursos naturales.
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III.	Las entidades territoriales autónomas departamentales, regionales, municipales e indígena 
originario campesinas. En las autonomías indígena originario campesinas, la presente Ley se 
aplicará de acuerdo a normas y procedimientos propios.

Artículo 3. (FINES). La presente Ley tiene por fines:

1.	 Fortalecer la democracia participativa, representativa y comunitaria, basada en el principio 
de soberanía popular, en el marco del ejercicio activo de los derechos establecidos en la 
Constitución Política del Estado.

2.	  Consolidar la Participación y Control Social como elementos transversales y continuos de la 
gestión pública; y en los procesos de planificación, seguimiento a la ejecución y evaluación de 
las políticas públicas y las acciones del Estado Plurinacional, en todos sus ámbitos y niveles 
territoriales.

3. 	Transparentar la gestión pública y el apropiado manejo de los recursos públicos del Estado.

4. 	Garantizar y promover la Participación y Control Social en la provisión y calidad de los servicios 
públicos.

5. 	Garantizar y promover la Participación y Control Social en la calidad de los servicios básicos 
que prestan las empresas privadas o de aquellas que administren recursos fiscales y/o recursos 
naturales.

6. 	Garantizar todas las formas de Participación y Control Social.

7. 	Fomentar y fortalecer las formas de Participación y Control Social de los sectores sociales y/o 
sindicales organizados, juntas vecinales, naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
las comunidades interculturales y afrobolivianas, en la formulación, seguimiento a la ejecución 
y evaluación de políticas públicas del Estado Plurinacional, de acuerdo a su propia organización 
y de conformidad a sus normas, procedimientos propios y formas de gestión.

8.	 Fomentar y facilitar el ejercicio plural, efectivo, equitativo del derecho de Participación y 
Control Social en la gestión pública.

Artículo 4. (PRINCIPIOS). Son principios de cumplimiento obligatorio:

I.	 Principios Generales:

1.	V ivir Bien, sumaj kansay, suma qamaña (Vivir Bien), ñandereko (Vida armoniosa), 
teko kavi (Vida buena), ivi maraci (tierra sin mal), qhapaj ñan (camino o villa noble). 
Se fundamenta y justifica en el interés colectivo, sirviendo con objetividad a los intereses 
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generales de nuestro país intercultural, con acceso y disfrute de los bienes materiales y 
la realización efectiva, subjetiva, intelectual y espiritual de la población, garantizando la 
satisfacción de las necesidades básicas, en armonía con la Madre Tierra y en comunidad con 
los seres humanos.

2.	 Ama Qhilla, Ama Llulla, Ama Suwa (no seas flojo, no seas mentiroso, no seas ladrón). 
Accionar probo, íntegro e independiente de la Sociedad y del Estado, que se traduce en el 
bienestar colectivo.

3.	 Mandar obedeciendo. Relación por el cual el mandatario le da el poder al mandante, para 
que éste ejecute o dé cumplimiento a la voluntad del mandante, para la consecución del 
bien común.

4.	 Plurinacionalidad. Existencia plena de las naciones y pueblos indígena originario campesi-
nas y comunidades interculturales y afrobolivianas, que conforman el Estado Plurinacional 
de Bolivia.

5.	 Interculturalidad. Él reconocimiento, la expresión y la convivencia de la diversidad cultural, 
institucional, normativa y lingüística de las bolivianas y los bolivianos, y las naciones y 
pueblos indígenas originarios campesinos del Estado Plurinacional, el ejercicio pleno de 
los derechos individuales y colectivos garantizados en la Constitución Política del Estado, 
constituyendo una sociedad basada en el respeto y la igualdad entre todas y todos, donde 
predomínela búsqueda conjunta del Vivir Bien.

6.	 Responsabilidad. La práctica de la Participación y Control Social, se realizará como un 
compromiso adquirido acompañando la gestión institucional.

II.	 Principios Esenciales:

1.	 Transparencia. El manejo honesto y adecuado de los recursos públicos, así como la facilita-
ción de información pública desde los Órganos del Estado y las entidades privadas que ad-
ministran recursos fiscales y/o recursos naturales, de forma veraz, oportuna, comprensible 
y confiable.

2.	 Ética. Es el comportamiento de la persona conforme a los principios morales de servicio a 
la comunidad reflejados en valores de honestidad, transparencia integridad, probidad, res-
ponsabilidad y eficiencia.

3.	 Compromiso Social. Las acciones se desarrollarán en función del bien común y los intereses 
de la sociedad.
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4.	 Independencia y Autonomía. Capacidad para decidir y actuar con libertad y sin depender 
de un mando o autoridad. Las acciones de la Participación y Control Social no se subordi-
narán a ningún Órgano y/o autoridad del Estado, ni recibirá instrucciones o presiones de 
ningún poder fáctico, que vele por intereses particulares contrarios al interés general.

5.	V aloración de Saberes Propios. Se respetará el uso de las normas y procedimientos propios 
ancestrales de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, y las comunidades 
interculturales y afrobolivianas, para la gestión y solución de problemas de interés público.

6.	 Complementariedad. El ejercicio de la Participación y Control Social, coadyuvará a la fisca-
lización y control gubernamental, en todos los niveles del Estado Plurinacional, para evitar 
la corrupción y la apropiación de instituciones estatales por intereses particulares.

Artículo 5. (DEFINICIONES).

1.	 Participación. Es un derecho, condición y fundamento de la democracia, que se ejerce de 
forma individual o colectiva, directamente o por medio de sus representantes; en la conforma-
ción de los Órganos del Estado, en el diseño, formulación y elaboración de políticas públicas, 
en la construcción colectiva de leyes, y con independencia en la toma de decisiones.

2. 	Control Social. Es un derecho constitucional de carácter participativo y exigible, mediante el 
cual todo actor social supervisará y evaluará la ejecución de la Gestión Estatal, el manejo apro-
piado de los recursos económicos, materiales, humanos, naturales y la calidad de los servicios 
públicos y servicios básicos, para la autorregulación del orden social.

3.	 Servicio Público. Es entendido por el servicio que emerge de las atribuciones del Estado en 
todos sus niveles, descritas en el Artículo 2 de la presente Ley.

4. 	Servicios Públicos. Son aquellos servicios que pueden ser prestados tanto por instancias 
públicas como por instancias privadas, incluyendo las cooperativas, que buscan el bien común 
y son de interés colectivo.

5.	 Servicios Básicos. De acuerdo a lo establecido en el Artículo 20 de la Constitución Política del 
Estado, se entiende por Servicios Básicos a aquellos que se refieren a agua potable, alcantari-
llado, electricidad, gas domiciliario, postal y telecomunicaciones.

6.	 Actores del Control Social. Son todos los establecidos en el Artículo 7 de la presente Ley, 
mismos que ejercen la Participación y Control Social a la gestión pública en todos los niveles 
del Estado y a las empresas e instituciones públicas, mixtas y privadas que administren recursos 
fiscales.
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TÍTULO II

BASES FUNDAMENTALES DE LA PARTICIPACIÓN Y 
CONTROL SOCIAL

CAPÍTULO I 

DERECHOS, ATRIBUCIONES, OBLIGACIONES DE LOS ACTORES DE LA 
PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL

Artículo 6. (ACTORES DE LA PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL). Son actores de la Participa-
ción y Control Social, la sociedad civil organizada, sin ningún tipo de discriminación de sexo, color, 
edad, orientación sexual, identidad de género, origen, cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, 
credo religioso, ideología, filiación política o filosófica, estado civil, condición económica o social, 
grado de instrucción y capacidades diferenciadas.

Artículo 7. (TIPOS DE ACTORES). Existen los siguientes tipos de actores en la Participación y 
Control Social:

1.	 Orgánicos. Son aquellos que corresponden a sectores sociales, juntas vecinales y/o sindicales 
organizados, reconocidos legalmente.

2.	 Comunitarios. Son aquellos que corresponden a las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, las comunidades interculturales y afrobolivianas, y todas las reconocidas por la 
Constitución Política del Estado, que tienen su propia organización.

3.	 Circunstanciales. Son aquellos que se organizan para un fin determinado; y que cuando el 
objetivo ha sido alcanzado, dejan de existir.

Artículo 8. (DERECHOS DE LOS ACTORES). En el marco de la presente Ley, el derecho de la Par-
ticipación y Control Social se efectúa a través de:

1.	 Participar en la formulación de políticas, planes, programas, proyectos, y en la toma de deci-
siones en los procesos de planificación, seguimiento a la ejecución y evaluación de la gestión 
pública en todos los niveles del Estado.
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2.	 Realizar Control Social a la ejecución de planes, programas y proyectos en todos los niveles del 
Estado y/o de las entidades privadas que administran recursos fiscales, y/o recursos naturales.

3.	 Realizar Control Social y acceder a información documentada sobre la calidad de los servicios 
básicos que prestan las empresas públicas, privadas, incluyendo las cooperativas u otro tipo de 
entidades.

4.	 Ser informados sobre los convenios que se suscriban con las instituciones y agencias de coope-
ración externa, que desarrollen actividades en el territorio del Estado Plurinacional.

5.	 No ser discriminada o discriminado en el ejercicio de la Participación y Control Social.

6.	 Acceder a información documentada y estadística, de todas las entidades públicas y de las 
privadas que administran recursos fiscales y/o recursos naturales.

7.	 Ser asistidas y asistidos en la búsqueda de información por las y los servidores públicos de 
las entidades estatales, y las y los empleados de las empresas privadas que presten servicios 
básicos o administren recursos fiscales y/o recursos naturales.

8.	 Presentar iniciativas legislativas u otra normativa.

9.	 Participar en los procesos de rendición pública de cuentas de las entidades del Estado Plurina-
cional.

10.	Acceder a información formal y oportuna de todos los recursos económicos, programas y 
asistencia de los organismos de la cooperación internacional.

11.	Participar en la toma de decisiones y en la gestión de todo el sistema público de salud.

12.	Participar en el sistema educativo, mediante organismos representativos en todos los niveles 
del Estado.

13.	Participar en la gestión ambiental, y ser consultado e informado previamente sobre decisiones 
que pudieran afectar a la calidad del medio ambiente y la conservación de los ecosistemas.

14.	Participar y ejercer Control Social en el desarrollo energético, hidrocarburífero y forestal, a 
empresas, instituciones y comunidades.

15.	Participar y ejercer Control Social en el desarrollo de la cadena productiva minera en todas sus 
etapas.
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16.	Formar parte activa del Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento 
Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas, a través de los representantes de la sociedad civil 
organizada reconocidas legalmente a nivel nacional, manteniendo independencia en el cum-
plimiento de sus atribuciones específicas, en el marco de la Ley Nº 004, Ley de Lucha contra 
la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa 
Cruz”, de 31 de marzo de 2010.

17.	Ser parte activa de la entidad de planificación participativa, prevista en el Artículo 317 de la 
Constitución Política del Estado.

Artículo 9. (ATRIBUCIONES DE LOS ACTORES). En el marco de la Constitución Política del Estado 
y de la presente Ley, los actores de la Participación y Control Social tienen las siguientes atribu-
ciones:

1.	 Denunciar actos irregulares, promover el procesamiento y exigir el cumplimiento de 
resoluciones en contra de autoridades, servidoras o servidores públicos y de empleados y 
empleadas de entidades privadas que administren recursos fiscales y/o recursos naturales, o 
presten servicios básicos, ante las autoridades o instancias competentes.

2.	 Proponer proyectos normativos y apoyar a los Órganos Legislativos en la construcción colectiva 
de leyes.

3.	 Promover políticas públicas nacionales, departamentales, regionales, municipales e indígena 
originario campesinos, orientadas a la prevención y lucha contra la corrupción.

4.	 Proponer, promover y difundir políticas, planes, programas y proyectos en los diferentes 
niveles del Estado, orientadas a fortalecer el desarrollo de la ciudadanía intercultural y la 
corresponsabilidad en la gestión pública.

5.	 Conocer el manejo técnico y económico en las entidades del Estado Plurinacional.

6.	 Articular a la sociedad civil con las entidades del Estado Plurinacional.

7.	 Gestionar demandas de la sociedad civil, ante los diferentes niveles del Estado y las entidades 
territoriales autónomas, y las entidades privadas que administren recursos fiscales y/o recursos 
naturales.

8.	 Interponer las acciones constitucionales correspondientes contra todo acto de servidoras 
y servidores públicos y/o personas naturales o jurídicas públicas o privadas que vulneren o 
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amenacen vulnerar derechos e intereses colectivos, de conformidad a lo establecido en la Ley 
Nº 254 de 5 de julio de 2012, “Código Procesal Constitucional”.

9.	 Coadyuvar a las autoridades competentes en los procesos administrativos y judiciales, por 
hechos y delitos de corrupción.

10.	Identificar y denunciar hechos de corrupción, falta de transparencia y negación de acceso a la 
información ante las autoridades competentes, conforme a la Constitución Política del Estado 
y las leyes vigentes.

11.	Promover la transparencia sobre el origen del financiamiento de los recursos económicos de 
las organizaciones políticas por medio del Órgano Electoral Plurinacional.

12.	Formular informes que fundamenten la solicitud de la revocatoria de mandato, de acuerdo al 
procedimiento establecido en la Constitución Política del Estado y la Ley.

Artículo 10. (OBLIGACIONES DE LOS ACTORES DE LA PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL). 
Los actores de la Participación y Control Social tienen las siguientes obligaciones:

1.	 Cumplir el mandato de quienes los eligieron, de conformidad a la Constitución Política del 
Estado, las Leyes, Estatutos Autonómicos, Cartas Orgánicas, las normas y procedimientos 
propios de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, comunidades interculturales 
y afrobolivianas, según corresponda.

2.	 Rendir cuentas e informar a quienes los eligieron, al menos dos veces al año, de las acciones 
y responsabilidades que desarrollen en diferentes temáticas y procedimientos de la gestión 
pública y competencias del Órgano o entidad en la que estén ejerciendo Participación y Control 
Social.

3.	 Utilizar la información obtenida con transparencia, honestidad y responsabilidad únicamente 
para fines de Participación y Control Social.

4.	 Velar por el cuidado, protección y recuperación de los bienes públicos, y el patrimonio natural, 
económico y cultural de Bolivia.

5.	 Denunciar fundamentadamente los supuestos hechos y actos de corrupción u otros, ante las 
autoridades competentes.

6.	 Promover el inicio de procesos ejecutivos, administrativos, civiles, penales, auditorías o perita-
jes técnicos contra supuestos actos irregulares cometidos por servidoras o servidores públicos 
en el ejercicio de sus funciones.
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7.	 Velar porque las instituciones públicas respondan al bien común de la sociedad en general y no 
así a intereses particulares o sectoriales.

8.	 Generar procesos previos de deliberación y concertación para la formulación de propuestas de 
políticas públicas, acciones y políticas de Estado.

9.	 Participar en las diferentes instancias de capacitación desarrolladas por el Estado.

CAPÍTULO II 

RESTRICCIONES Y PROHIBICIONES A LA PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL

Artículo 11. (RESTRICCIONES A LA PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL). La Participación y el 
Control Social, tendrán carácter amplio y participativo, salvo las siguientes restricciones:

1. 	  No podrán participar y ejercer Control Social en temas de seguridad del Estado, sea interna o 
externa.

2.	 No podrá acceder a la información de carácter secreto, reservado y/o confidencial definidos 
por Ley.

3.	 En el Órgano Judicial y en el Ministerio Público, no podrá dilatar o entorpecer el curso normal 
de la tramitación y resolución de los procesos judiciales.

4.	 En el Órgano Electoral, no podrá intervenir en el proceso electoral.

5.	 El Control Social no retrasará, impedirá o suspenderá, la ejecución o continuidad de planes, 
programas, proyectos y actos administrativos, salvo que se demuestre un evidente y potencial 
daño al Estado, a los intereses o derechos colectivos, específicos y concretos. El potencial daño 
será determinado por autoridad competente.

Artículo 12. (PROHIBICIONES DE LA PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL).

I.	 En el ejercicio de la Participación y Control Social:

1.	 Los actores de la Participación y Control Social no recibirán ningún tipo de remunera-
ción, regalo, premio, ni aceptarán ofrecimientos o promesas de las entidades sobre las que 
ejercen la Participación y Control Social o de terceros.
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2.	 Los actores de la Participación y Control Social no podrán involucrar sus intereses persona-
les y los intereses de sus mandantes, con los intereses personales o políticos de los contro-
lados; prevalecerá siempre el bien común que velan.

3.	 Los actores de la Participación y Control Social no podrán utilizar o destinar la información 
y los documentos recibidos, para otros fines ajenos a la Participación y Control Social.

4.	 Los representantes de los actores colectivos de la Participación y Control Social, no podrán 
desempeñar esta función por más de dos años consecutivos.

5.	 Tener algún interés en los procesos de contratación pública.

II.	 En caso de contravención al parágrafo precedente, los actores de la Participación y Control 
Social, de acuerdo a las prohibiciones, serán suspendidos inmediatamente y/o remitidos los 
antecedentes a las instancias o autoridades correspondientes.

TÍTULO III 

FORMAS Y EJERCICIO DE LA PARTICIPACIÓN Y 
CONTROL SOCIAL

CAPÍTULO I 

FORMAS DE PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL

Artículo 13. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL).

I.	 Toda persona de manera individual puede adscribirse de manera circunstancial al Control 
Social sea éste territorial o funcional, ejercido a la gestión pública, a una determinada política, 
plan, programa o proyecto.

II.	 La Participación y Control Social goza de legitimidad y de reconocimiento por el Estado, para 
el ejercicio de sus derechos.
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Artículo 14. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL COLECTIVO).

I.	 Se denomina Participación y Control Social colectivo al que se ejerce de manera orgánica, 
comunitaria y circunstancial.

II.	 La Participación y Control Social colectivo se ejercerá a la gestión territorial y/o funcional, en 
los niveles nacional, departamental, municipal y regional.

III.	La Participación y Control Social comunitario e intercultural se ejercerá en el ámbito indígena 
originario campesino, según corresponda.

CAPÍTULO II 

ESPACIOS Y REPRESENTACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL

Artículo 15. (ESPACIOS PERMANENTES). Las instancias establecidas en el Artículo 2 de la 
presente Ley, crearán espacios permanentes de Participación y Control Social, conformados por 
actores sociales colectivos.

Artículo 16. (REPRESENTACIÓN).	

I.	 Los actores sociales colectivos reconocidos legalmente a nivel nacional, departamental, 
regional, municipal e indígena originario campesino e intercultural, según corresponda, 
delegarán a sus representantes.

II.	 Cualquier persona podrá adscribirse voluntariamente de manera circunstancial, a los espacios 
permanentes de Participación y Control Social.

Artículo 17. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL EN EL ÓRGANO LEGISLATIVO). El Órgano 
Legislativo garantizará la Participación y Control Social a través del acceso a la información, la 
rendición pública de cuentas, la construcción colectiva de normas, la evaluación a su gestión y a 
la función de control y fiscalización, de acuerdo a su reglamentación.

Artículo 18. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL A LAS INSTITUCIONES DEL ÓRGANO 
EJECUTIVO). El Órgano Ejecutivo mediante sus Ministerios, entidades públicas descentralizadas, 
desconcentradas, autárquicas y empresas, públicas, garantizará la Participación y Control Social 
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a través del acceso a la información, la rendición pública de cuentas, las iniciativas legislativas, 
normativas y las políticas públicas, de acuerdo a su reglamentación.

Artículo 19. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL EN EL ÓRGANO JUDICIAL Y TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL).

I.	 El Órgano Judicial mediante el Consejo de la Magistratura, garantizará la Participación y 
Control Social, en el acceso a la información, rendición pública de cuentas, la evaluación de 
gestión, el control disciplinario y los procesos de postulación, preselección y selección de las y 
los servidores judiciales.

II.	 El Tribunal Constitucional Plurinacional garantizará la Participación y Control Social a través 
del acceso a la información, rendición pública de cuentas, evaluación de gestión, y ante la 
entidad correspondiente, en los procesos de postulación, preselección y selección de las y los 
magistrados.

Articulo 20. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL EN EL ÓRGANO ELECTORAL PLURINACIONAL). 
El Órgano Electoral Plurinacional, garantizará la Participación y Control Social a través del acceso 
a la información, rendición pública de cuentas, definición de políticas, estrategias interculturales, 
misiones de acompañamiento, fases del proceso de designación de vocales del Tribunal Supremo 
Electoral, Tribunales Electorales Departamentales, de acuerdo a su Ley especial.

Artículo 21. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL EN LAS FUERZAS ARMADAS). Las Fuerzas 
Armadas garantizarán la Participación y Control Social a través de la rendición pública de cuentas, 
la verificación del cumplimiento de los derechos humanos en el servicio militar y pre-militar, 
y el acceso a la información, siempre que la misma no sea considerada secreta, reservada y/o 
confidencial de acuerdo a Ley.

Artículo 22. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL EN LA POLICÍA BOLIVIANA). La Policía 
Boliviana garantizará la Participación y Control Social a través de la rendición, pública de cuentas, 
la evaluación de las políticas y acciones desarrolladas en seguridad ciudadana, la verificación del 
cumplimiento de los derechos humanos y el acceso a la información, siempre que la misma no sea 
considerada secreta, reservada y/o confidencial de acuerdo a Ley.

Artículo 23. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL EN LAS ENTIDADES TERRITORIALES 
AUTÓNOMAS).

I.	 Las entidades territoriales autónomas garantizarán el ejercicio de la Participación y Control 
Social, de acuerdo a la Ley Marco de Autonomías y Descentralización y sus estatutos, a través 
de sus Estatutos Autonómicos Departamentales, Cartas Orgánicas Municipales y Estatutos 
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Regionales y Estatutos Indígena Originario Campesinos, en el marco de la Constitución Política 
del Estado, la presente Ley y demás normas aplicables.

II.	 Los gobiernos autónomos departamentales, municipales y regionales, garantizarán la Parti-
cipación y Control Social, en la construcción participativa de legislación y normativa según 
corresponda, en la planificación, seguimiento, ejecución y evaluación de la gestión pública, en 
la relación de gasto e inversión y otras en el ámbito de su jurisdicción y competencia.

III.	Las autonomías indígena originario campesinas, garantizarán a través de sus Estatutos la 
Participación y Control Social de acuerdo a la organicidad, identidad y visión de cada pueblo; en 
la definición y gestión de formas propias de desarrollo económico, social, político, organizativo, 
cultural; en la administración de los recursos naturales en el marco de la Constitución Política 
del Estado, la presente Ley y demás normas aplicables.

Artículo 24. (ALCANCE DE LA PARTICIPACIÓN Y EL CONTROL SOCIAL).

I.	 La Participación se ejercerá de manera amplia y decisoria sobre la gestión pública en todos los 
niveles de Estado, siendo el Control Social complementario y consecuencia de aquella.

II.	 El Control Social coadyuvará y complementará a la fiscalización y/o control gubernamental 
y recomendará con carácter vinculante a las autoridades competentes, el inicio de peritajes 
técnicos, auditorías y/o en su caso, los procesos correspondientes.

III.	La fiscalización y/o control gubernamental es función y competencia del Estado, que le faculta 
a investigar, controlar y sancionar la administración de las entidades públicas y de aquellas en 
las que el Estado tenga participación o interés económico, con el fin de impedir, identificar y 
comprobar el manejo incorrecto de los recursos del Estado.

Artículo 25. (ESTRUCTURA Y COMPOSICIÓN). La sociedad civil se organizará y definirá la es-
tructura y composición de la Participación y Control Social para todos los niveles del Estado; a 
tal efecto se presentará ante las instancias contempladas en el Artículo 2 de la presente Ley, para 
ejercer los derechos y atribuciones en el marco de la Constitución Política del Estado, la presente 
Ley y demás normas aplicables.
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CAPÍTULO III 

PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL A LA CALIDAD DE LOS SERVICIOS 
PÚBLICOS Y SERVICIOS BÁSICOS

Artículo 26. (EJERCICIO DE CONTROL SOCIAL A LA CALIDAD DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
Y SERVICIOS BÁSICOS). Los actores de la Participación y Control Social, y las usuarias y los 
usuarios ejercerán Control Social a la administración y calidad de los servicios públicos prestados 
por empresas públicas; y a la calidad de los servicios públicos básicos prestados por entidades 
privadas, sujetos a la autorización, control y fiscalización del Estado.

Artículo 27. (ENTIDADES COMPETENTES). Los actores de la Participación y Control Social y 
las usuarias y los usuarios, podrán acudir ante las instancias competentes y a la Defensoría del 
Pueblo, para presentar denuncias por incumplimiento de normas y regulaciones que afecten la 
calidad en la prestación de servicios públicos. Las entidades competentes podrán requerir infor-
mación documentada y estadística formal, pronta, completa y comprensible a los proveedores 
de servicios públicos y facilitarla a tos actores de la Participación y Control Social, y a cualquier 
usuaria y/o usuario.

Artículo 28. (RECLAMOS ANTE PROVEEDORES DE SERVICIOS). Las y los actores de la Participación 
y Control Social, las usuarias y usuarios, independientemente de la denuncia presentada ante las 
entidades competentes, podrán presentar reclamos ante las entidades que suministran servicios 
públicos y/o ante las instituciones de regulación de estos servicios.

Artículo 29. (INCUMPLIMIENTO). El incumplimiento del servicio por parte del proveedor, salvo 
que se trate de caso fortuito o fuerza mayor, facultará a los actores de la Participación y Control 
Social, a la usuaria o usuario a exigir el cumplimiento de la prestación, a recibir una prestación 
equivalente o exigir la restitución y la reparación integral de la vulneración del derecho ante las 
autoridades competentes. En los casos en que el incumplimiento del servicio derivare en indicios 
de la comisión de un delito, deberán remitirse o presentarse los antecedentes al Ministerio Publico, 
para el inicio de la investigación correspondiente.

Artículo 30. (SANCIONES). La sanción derivada del incumplimiento por parte de los proveedo-
res de servicios será aplicada por la autoridad competente de acuerdo a Ley. Los actores de la 
Participación y Control Social velarán y en su caso promoverán el cumplimiento de las sanciones 
impuestas, ante la autoridad que corresponda.
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Artículo 31. (EJERCICIO TRANSITORIO DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS). En 
caso de que la prestación de un servicio público deje de ser provisto por una entidad territorial 
autónoma, las y los actores de la Participación y Control Social, previo informe, podrán solicitar a 
la Asamblea Legislativa Plurinacional, la aprobación de una Ley que autorice el ejercicio transitorio 
de la competencia, en la que se fije las condiciones, plazos para su ejercicio y las condiciones de 
restitución al gobierno autónomo impedido.

Artículo 32. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL A EMPRESAS PRIVADAS QUE PRESTEN SER-
VICIOS PÚBLICOS). La Participación y Control Social a empresas privadas que presten servicios 
públicos se realizará a través de los tipos de actores establecidos en la presente Ley.

TÍTULO IV 

OBLIGACIONES DEL ESTADO

CAPÍTULO I 

ACCESO A LA INFORMACIÓN, RENDICIÓN PÚBLICA DE CUENTAS, DIÁLOGO 
Y PROPUESTAS

Artículo 33. (OBLIGACIONES DEL ESTADO). Son obligaciones del Estado respecto a la Participa-
ción y Control Social, las siguientes:

1.	 Actuar con transparencia.

2.	 Capacitar y promover la Participación y Control Social.

3.	 Crear espacios permanentes para la Participación y Control Social en todos los niveles del 
Estado.

4.	 Planificar y evaluar políticas estatales con participación de la sociedad civil organizada.

5.	 Realizar periódicamente procesos de rendición pública de cuentas económicas, políticas, 
técnicas, administrativas y evaluación abierta de resultados de gestión en el marco del plan 
estratégico institucional y la planificación operativa anual.
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Artículo 34. (ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA).

I.	 El Estado en sus diferentes niveles y ámbitos territoriales, a través de todas sus entidades 
pondrá a disposición y facilitará de manera efectiva y oportuna a todos los actores de la Parti-
cipación y Control Social, la información de acuerdo a lo establecido en la Ley.

II.	 El Estado en sus diferentes niveles y ámbitos territoriales, implementará centros de documen-
tación, redes de información, gobierno electrónico, telecentros y otros instrumentos similares, 
que facilitarán el acceso y comprensión de la documentación e información pública.

Artículo 35. (CAPACITACIÓN Y PROMOCIÓN).

I.	 El Estado en sus diferentes niveles y ámbitos territoriales, promoverá, generará y ejecutará 
políticas, planes, programas y proyectos de capacitación para el ejercicio de la Participación y 
Control Social de manera amplia, activa, plural e intercultural.

II.	 La capacitación a las y los actores de la Participación y Control Social en todos los niveles del 
Estado, será impartida de manera sistemática y sostenida por todas las entidades contempla-
das en el Artículo 2 de la presente Ley.

III.	El Estado promoverá la capacitación de las y los servidores públicos sobre el rol de la Participa-
ción y Control Social en la gestión pública, a través de la Escuela de Gestión Pública Plurinacio-
nal y otras entidades competentes.

IV.	El Ministerio de Educación incluirá en la currícula educativa la temática de Participación y 
Control Social, y promoverá el ejercicio de una ciudadanía democrática intercultural.

Artículo 36. (PLANIFICACIÓN PARTICIPATIVA Y EJECUCIÓN CON CONTROL SOCIAL).

I.	  Las autoridades del Estado en sus diferentes niveles y ámbitos territoriales, elaborarán 
políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos con participación activa de los actores 
de la Participación y Control Social.

II.	 Previamente a la elaboración de planes, programas, proyectos y presupuestos, las autoridades 
del Estado en sus diferentes niveles y ámbitos territoriales, difundirán y pondrán a conocimiento 
de la sociedad, el cronograma de las actividades de planificación participativa, para la toma de 
decisiones.

III.	Las autoridades de las empresas e instituciones públicas, mixtas y privadas que administren 
recursos fiscales, garantizarán la Participación y Control Social a la ejecución de políticas, 
planes, programas y proyectos.
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Artículo 37. (RENDICIÓN PÚBLICA DE CUENTAS Y EVALUACIÓN DE RESULTADOS DE GESTIÓN).

I.	 Los Órganos del Estado, las entidades territoriales autónomas y las entidades públicas del 
Estado Plurinacional, realizarán rendiciones públicas de cuentas y evaluación de resultados de 
gestión, ante la sociedad en general y ante los actores que ejercen Control Social en particular.

II.	 Las entidades públicas y privadas que administran recursos fiscales y/o recursos naturales, 
tienen la obligación de convocar formalmente a los actores de Participación y Control Social 
que correspondan, a los procesos de rendición pública de cuentas.

III.	La difusión del informe deberá realizarse por escrito y en la página web de la entidad con 
anticipación de quince días calendario a la realización del acto.

IV.	La rendición pública de cuentas se realizará al menos dos veces al año, de manera semestral, 
en forma clara y comprensible presentada en acto público ampliamente convocado para el 
efecto, con participación de la población interesada y la sociedad civil organizada, hayan sido 
o no parte del proceso de planificación de políticas, planes, programas y proyectos, recayendo 
la responsabilidad de su realización a las Máximas Autoridades de cada entidad.

V.	 Las empresas privadas que prestan servicios públicos o administran recursos fiscales, rendirán 
cuentas y realizarán evaluaciones públicas sobre la calidad de sus servicios.

VI.	Una vez realizada la rendición pública de cuentas, los actores sociales podrán verificar los 
resultados y en su defecto pronunciarse sobre los mismos, debiendo quedar refrendada en un 
acta.

Artículo 38. (RENDICIÓN PÚBLICA DE CUENTAS ESPECÍFICA).

I.	 Las y los actores de la Participación y Control Social directamente interesados en un proyecto 
determinado, podrán pedir la rendición pública de cuentas sobre el mismo, durante o al final 
izar su ejecución.

II.	 La rendición de cuentas específica, se realizará en el lugar de ubicación del proyecto o en el 
lugar de residencia de la población destinataria del proyecto.

III.	La rendición pública de cuentas específica, podrá ser presidida por las Máximas Autoridades 
de la entidad y asistida técnicamente por el o los responsables de la ejecución del proyecto, 
recayendo la responsabilidad de su realización en las Máximas Autoridades de la entidad.
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Artículo 39. (MESAS DE DIÁLOGO Y PROPUESTAS).

I.	 El Estado Plurinacional, a través de los Ministerios respectivos, garantizará la realización de 
Mesas de Diálogo quinquenales, en el ámbito, municipal, regional, departamental y nacional 
para la participación y concertación de propuestas de desarrollo y de políticas de gobierno que 
serán sistematizadas e incorporadas en el Plan de Desarrollo Económico y Social.

II.	 Los gobiernos autónomos departamentales, regionales, municipales, e indígena originario 
campesinos, realizarán Mesas de Diálogo para la participación y concertación de propuestas 
de desarrollo y de políticas de gobierno que serán sistematizadas e incorporadas en sus res-
pectivos Planes de Desarrollo.

Artículo 40. (ESPACIOS DE INFORMACIÓN Y PROPUESTA).

I.	 El Estado Plurinacional garantizará espacios democráticos en medios de difusión, para que 
los actores de la Participación y Control Social del nivel nacional presenten informes y rindan 
cuentas sobre el ejercicio de sus funciones.

II.	 Los gobiernos autónomos departamentales, regionales, municipales, e indígena originario 
campesinos, garantizarán espacios democráticos en medios de difusión si correspondiere, 
para que los actores de la Participación y Control Social, presenten informes y rindan cuentas 
sobre el ejercicio de sus funciones.

CAPÍTULO II 

FINANCIAMIENTO PARA LA PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL

Artículo 41. (FONDOS DE PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL).

I.	 Las Máximas Autoridades de los Órganos del Estado, en todos los niveles y ámbitos territo-
riales, empresas e instituciones públicas descentralizadas, desconcentradas, autárquicas y 
empresas mixtas, garantizarán que en todos sus planes, programas y proyectos se contemple 
dentro de su presupuesto anual, los recursos necesarios y suficientes destinados a efectivizar 
el derecho de la Participación y Control Social.

II.	 Las Entidades Estatales de Fiscalización y Regulación que tengan competencias sobre cada 
área específica, destinarán del presupuesto asignado por el Tesoro General del Estado, de los 
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ingresos provenientes de las tasas de regulación, derechos, patentes, multas y otros ingresos; 
los recursos necesarios y suficientes para efectivizar el derecho de la Participación y Control 
Social a la calidad de los servicios de empresas privadas que presten servicios públicos o admi-
nistren recursos fiscales para fines de la presente Ley.

III.	El Estado Plurinacional garantizará que en todo Convenio u otro documento análogo de 
la cooperación externa para la ejecución de políticas, planes, programas y/o proyectos en 
función de la unidad, soberanía y los intereses del pueblo; contemple presupuesto destinado a 
la Participación y Control Social.

IV.	El uso de los recursos destinados al ejercicio de la Participación y Control Social, estarán sujetos 
a reglamentación especial emitida por autoridades competentes en todos los niveles del 
Estado, según corresponda, con participación de la sociedad civil organizada. Estos recursos 
estarán sujetos a fiscalización de acuerdo a normativa vigente.

V.	 En ningún caso los recursos destinados al ejercicio de la Participación y Control Social, serán 
asignados al pago de remuneraciones.

VI.	Los recursos destinados a los comités de vigilancia en los gobiernos autónomos, pasan al for-
talecimiento de la Participación y Control Social representado por los tipos de actores esta-
blecidos en el Artículo 7 de la presente Ley. El uso y destino de estos recursos estará sujeto a 
fiscalización por parte de la Contraloría General del Estado, de acuerdo a reglamentación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. Las entidades territoriales autónomas departamentales, regionales, municipales, e 
indígena originario campesinas, garantizarán la inclusión de la Participación y Control Social en 
sus respectivos Estatutos, Cartas Orgánicas y en la normativa correspondiente, en el marco de la 
Constitución Política del Estado, la presente Ley y demás normas aplicables.

SEGUNDA. En el marco de la presente Ley, los cuatro Órganos del Estado, Ministerio Público, 
Defensoría del Pueblo, Contraloría General del Estado, Procuraduría General del Estado, Fuerzas 
Armadas, Policía Boliviana, empresas e instituciones públicas descentralizadas, desconcentradas, 
autárquicas, empresas mixtas y empresas privadas que presten servicios públicos básicos o que 
administren recursos fiscales, deberán en un término no mayor de noventa (90) días, reglamentar 
la forma de procesar y dar cumplimiento a los informes de carácter vinculante emitidos por las y 
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los actores de la Participación y Control Social, para los efectos establecidos en el parágrafo II del 
Artículo 24 de esta Ley.

TERCERA.

I.	 A partir de la promulgación de la presente Ley, las autoridades competentes, en el plazo 
máximo de noventa (90) días, elaborarán concertadamente con los actores sociales, un ins-
trumento normativo para la distribución, disposición y manejo de los recursos destinados a la 
Participación y Control Social.

II.	 Los Gobiernos Autónomos Municipales, establecerán por Ley Municipal en un lapso no mayor 
a noventa (90) días, el funcionamiento e implementación de la Participación y Control Social.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

PRIMERA. Queda derogado el Artículo 133 del Decreto Supremo Nº 29894 de 7 de febrero de 
2009, de la Estructura Organizativa del Órgano Ejecutivo del Estado Plurinacional.

SEGUNDA. Quedan derogados los Artículos 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17 y 18 del Decreto 
Supremo Nº 24447, y los Artículos 14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20 del Decreto Supremo Nº 23858 de 
9 de septiembre de 1994.

TERCERA. Quedan derogados los Artículos 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31 y 32 de la Ley Nº 2235 de 31 
de julio de 2001, Ley del Diálogo Nacional 2000.

CUARTA. Quedan derogados los Artículos 13 y 14 del Decreto Supremo Nº 26451 de 18 de di-
ciembre de 2001.

QUINTA. Quedan derogados los Artículos 150 y 151 de la Ley Nº 2028 de 28 de octubre de 1999, 
Ley de Municipalidades.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. La presente Ley entrará en vigencia el día de su publicación en la Gaceta Oficial del Estado 
Plurinacional.
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Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales. 

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veintidós días del mes 
de diciembre del año dos mil doce. 

Fdo. Lilly Gabriela Montano Viaña, Rebeca Elvira Delgado Burgoa, Mary Medina Zabaleta, David 
Sánchez Heredia, Wilson Changaray T., Ángel David Cortéz Villegas. 

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia. 

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cinco días del mes de febrero del año dos mil 
trece.

FDO. EVO MORALES AYMA, Juan Ramón Quintana Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, 
Rubén Aldo Saavedra Soto, Luis Alberto Arce Catacora, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, José 
Antonio Zamora Gutiérrez, Roberto Iván Aguilar Gómez, Claudia Stacy Peña Claros, Nardy Suxo 
Iturry, Amanda Dávila Torres
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